








deterioro de las instalaciones, el hacinamiento ni las

condiciones higiénicas extremadamente deficientes.

Decenas de reclusos murieron en las prisiones o en

hospitales como consecuencia de malnutrición y de

falta de atención médica adecuada. La inseguridad

de los reclusos se veía acrecentada por la falta de

separación efectiva entre mujeres y hombres, entre

detenidos en espera de juicio y presos penados y

entre militares y civiles.

Defensores y defensoras
de los derechos humanos
La seguridad de los defensores y defensoras de los

derechos humanos en el este del país se deterioró a

lo largo del año. Aumentó la intimidación contra ellos

y su trabajo se vio gravemente obstaculizado debido a

que a menudo eran detenidos arbitrariamente o

amenazados de muerte por las fuerzas de seguridad

del Estado, el M23 y hombres armados no

identificados.

A partir de julio, tras hacerse el M23 con el control

de la ciudad de Rutshuru, en Kivu Septentrional, los

defensores de los derechos humanos tuvieron que

cerrar sus oficinas. Muchos huyeron después de

recibir reiteradas amenazas de muerte a través

de mensajes de texto, llamadas telefónicas anónimas

y visitas de hombres armados durante la noche.

Asimismo, a finales de noviembre, cuando el M23

tomó temporalmente el control de Goma, muchos

defensores de los derechos humanos huyeron de la

ciudad para ponerse a salvo.

El 6 de diciembre, la Asamblea Nacional adoptó

una ley por la que se establecía la Comisión Nacional

de Derechos Humanos. En caso de materializarse su

creación, la Comisión trataría de ayudar a las

autoridades a cumplir con sus obligaciones en

materia de derechos humanos.

Detención y reclusión arbitrarias
Las detenciones y reclusiones arbitrarias seguían

siendo sistémicas en todo el país. Los servicios de

seguridad, en particular la policía nacional, los

servicios de inteligencia, el ejército nacional y la

policía de inmigración, llevaron a cabo detenciones

arbitrarias y, con frecuencia, extorsionaron a civiles

para obtener dinero y otros artículos de valor durante

operaciones de mantenimiento del orden o en

puestos de control. En las provincias occidentales en

particular, las fuerzas de seguridad llevaron a cabo

detenciones arbitrarias por intereses privados o para

obtener pagos ilegales.

Durante el periodo posterior a las elecciones hubo

detenciones arbitrarias de activistas de la oposición

política. Un líder de la oposición fue detenido en

febrero por los servicios de seguridad y, al parecer,

fue sometido a tortura y otros malos tratos antes de

quedar en libertad unos días después.

� El opositor político Eugène Diomi Ndongala

desapareció el 27 de junio cuando se dirigía a firmar la

carta constitutiva de una coalición con otros partidos

políticos. Fue liberado 100 días después, tras

permanecer recluido en régimen de incomunicación

bajo custodia de los servicios de inteligencia (Agencia

Nacional de Información) en Kinshasa, sin acceso a

familiares, abogados ni médicos, pese a sufrir una

dolencia crónica.

Libertad de expresión
La libertad de expresión fue objeto de importantes

restricciones, sobre todo en el periodo postelectoral y

tras hacerse el M23 con un mayor control en el este

del país. Los principales objetivos fueron opositores

políticos y periodistas, que recibieron amenazas o

sufrieron detención arbitraria. Las autoridades

suspendieron arbitrariamente la actividad de emisoras

de radio y televisión y de periódicos, que también

sufrieron ataques incendiarios y otros daños en sus

locales a manos de actores no identificados.

� El 30 de noviembre, el Consejo Superior de Medios

Audiovisuales y Comunicación suspendió sin previo

aviso las emisiones de Radio Okapi en Kinshasa tras la

emisión en dicha emisora de un programa en el que se

incluyó una entrevista con un portavoz del M23.

Justicia internacional
El 10 de julio, la Corte Penal Internacional condenó a

14 años de prisión a Thomas Lubanga Dyilo, presunto

fundador y presidente de la Unión de Patriotas

Congoleños y comandante en jefe de su brazo

armado, las Fuerzas Patrióticas para la Liberación del

Congo (FPLC). El 14 de marzo, Thomas Lubanga

Dyilo había sido declarado culpable de los crímenes

de guerra de reclutar y alistar a niños de menos

de 15 años y usarlos para participar activamente en

las hostilidades en el distrito de Ituri.

El 13 de julio, la Corte dictó una orden de

detención contra Sylvestre Mudacumura, presunto

jefe del brazo armado de las FDLR, por nueve cargos
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de crímenes de guerra presuntamente cometidos

entre enero de 2009 y septiembre de 2010 en el este

de la República Democrática del Congo.

En julio se dictó una segunda orden de detención

contra Bosco Ntaganda por tres cargos de crímenes

de lesa humanidad y cuatro de crímenes de guerra.

Las autoridades congoleñas se negaron a detener y

entregar a Bosco Ntaganda antes de su deserción del

ejército congoleño en abril.

El 18 de diciembre, la Corte Penal Internacional

absolvió a Mathieu Ngudjolo Chui, presunto

ex líder del Frente de Nacionalistas Integracionistas,

de delitos perpetrados en la población de Bogoro,

distrito de Ituri, en febrero de 2003.

Informes y visitas
de Amnistía Internacional
� Amnistía Internacional visitó la República Democrática del Congo en

febrero, mayo y septiembre.

� República Democrática del Congo: El gobierno congolés debe detener a

Bosco Ntaganda y entregarlo a la CPI (AFR 62/004/2012)

� “Si te resistes, te disparamos”. República Democrática del Congo:

Argumentos para un tratado efectivo sobre el comercio de armas

(AFR 62/007/2012)

� The Democratic Republic of Congo: Petition containing 102,105

signatures delivered by Amnesty International to the Minister of Justice and

Human Rights (AFR 62/008/2012)

� Democratic Republic of Congo: The Human Rights Council must act for

better protection of civilians and an end to threats and intimidation against

human rights defenders, journalists and political opponents

(AFR 62/011/2012)

� República Democrática del Congo: Carta modelo. A los cinco miembros

permanentes del Consejo de Seguridad (AFR 62/015/2012)

� Democratic Republic of Congo: ICC acquits Congolese armed group

leader (AFR 62/017/2012)

� Canada: Court decision in Kilwa Massacre case denies right to remedy

for victims of corporate human rights abuses (AMR 20/002/2012)

� DRC urged to stop violence as it plays host to Francophonie Summit in

Kinshasa (PRE01/475/2012)

REPÚBLICA
DOMINICANA
REPÚBLICA DOMINICANA
Jefe del Estado y del gobierno: Danilo Medina Sánchez

(sustituyó a Leonel Antonio Fernández Reyna en agosto)

El número de homicidios ilegítimos por parte de la
policía seguía siendo elevado. Se continuaron
negando los documentos de identidad a la población
de origen haitiano. La violencia contra mujeres y
niñas seguía siendo un importante motivo de
preocupación. Preocupaba que las propuestas de
reforma del Código Penal pudieran afectar
negativamente a los derechos de las mujeres y a la
libertad de expresión.

Información general
Danilo Medina, del Partido de la Liberación

Dominicana, fue elegido presidente en mayo y tomó

posesión del cargo en agosto.

La ley sobre reforma fiscal aprobada en noviembre

desencadenó una oleada de manifestaciones en todo

el país, que en algunos casos fueron reprimidas

violentamente por la policía.

Por undécimo año consecutivo, las autoridades

siguieron sin nombrar a un defensor del Pueblo.

El 23 de febrero entró en vigor en el país la

Convención de la ONU contra la Tortura.

En marzo, el Comité de Derechos Humanos de la

ONU estudió el quinto informe periódico de

República Dominicana y formuló varias

recomendaciones sobre cuestiones tales como el

esfuerzo para reducir las violaciones de derechos

humanos cometidas por la policía, la protección

frente a la discriminación sufrida por las personas

migrantes haitianas y la población dominicana de

origen haitiano, y la lucha contra la violencia de

género.

Policía y fuerzas de seguridad
En comparación con 2011, el número de homicidios

a manos de la policía disminuyó en un 18 por ciento,

pero seguía siendo elevado. Los indicios apuntaban a

que muchos de estos homicidios podían haber sido

ilegítimos.
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� El 31 de octubre, la policía mató a Yefri Felizor

durante una operación en el barrio de La Mina, en la

ciudad de Santiago. Según testigos presenciales, los

agentes lo registraron y luego le ordenaron que

corriese. Cuando echó a correr, le dispararon y lo

mataron. Al finalizar el año no se había acusado a nadie

en relación con su muerte.

Varias personas murieron a manos de la policía

durante manifestaciones. En muchos de estos casos

parecía que se había hecho un uso excesivo o

innecesario de la fuerza.

� En junio, tres hombres y una mujer embarazada

murieron en la ciudad de Salcedo durante una

manifestación motivada por la falta de avances en la

investigación del homicidio de un deportista cometido

el 12 de mayo de 2012, al parecer por la policía. En

octubre, el procurador general afirmó que la

investigación sobre los homicidios de junio seguía su

curso.

En noviembre, el presidente designó una comisión

encargada de proponer medidas políticas y

legislativas para una reforma integral de la policía.

Impunidad
Muchos presuntos abusos policiales seguían sin ser

castigados, pese a la existencia de indicios

convincentes.

� Las autoridades no aclararon las desapariciones

forzadas de Gabriel Sandi Alistar y Juan Almonte

Herrera. Ambos habían sido vistos por última vez bajo

custodia policial en julio y septiembre de 2009,

respectivamente; al finalizar 2012 seguían en paradero

desconocido.

En febrero, la Corte Interamericana de Derechos

Humanos estableció que el Estado era responsable

de la desaparición forzada del periodista Narciso

González Medina, ocurrida en 1994. En octubre, la

Corte halló al Estado responsable del homicidio de

siete migrantes haitianos cometido por miembros de

las fuerzas armadas en 2000.

Discriminación: personas migrantes
haitianas y dominicanas
de origen haitiano
Varios tribunales ordenaron a la Junta Central

Electoral dominicana que expidiese documentos de

identidad a cientos de personas dominicanas de

origen haitiano a quienes se había negado su derecho

a estos documentos. Sin embargo, la Junta Central

Electoral no había cumplido las resoluciones

judiciales al concluir el año.

En julio, organizaciones locales de derechos

humanos denunciaron que algunas personas que

habían entablado acciones judiciales contra la Junta

Electoral Central habían sufrido amenazas e

intimidación cuando personal de la Junta visitó sus

comunidades para interrogarlas sobre la condición

migratoria de sus progenitores.

Derechos de las personas migrantes
Continuaron las expulsiones colectivas de migrantes

haitianos; en muchos casos, la decisión sobre las

expulsiones parecía tomarse de forma arbitraria.

El 25 de mayo, el director de Migración emitió una

directiva en la que daba instrucciones a la ministra de

Educación para que no aceptase en las escuelas a

menores de edad extranjeros indocumentados. Tras

las críticas recibidas, la directiva se retiró en junio.

Violencia contra mujeres y niñas
Según la Procuraduría General de la República, el

número de mujeres y niñas que murieron a manos de

sus parejas o ex parejas disminuyó en un 19 por

ciento con respecto a 2011.

Las organizaciones de defensa de los derechos de las

mujeres expresaron preocupación porque las propuestas

de reforma del Código Penal suponían un retroceso a la

hora de combatir la violencia contra las mujeres y las

niñas. Por ejemplo, no incluían la violencia de género

como delito y reducían las penas por determinadas

formas de violencia contra las mujeres y las niñas.

Derechos sexuales y reproductivos
Continuaba vigente la prohibición total del aborto. Las

propuestas de reforma del Código Penal establecerían

como excepción a la prohibición la existencia de

peligro para la vida de la mujer. Sin embargo, las

organizaciones de defensa de los derechos de las

mujeres consideraban que la formulación de estas

propuestas era demasiado imprecisa.

� En agosto, Rosaura, una muchacha de 16 años que

sufría leucemia, falleció a causa de las complicaciones

derivadas de un aborto espontáneo. No se le había

permitido someterse a un aborto terapéutico

–recomendado por varios profesionales de la salud–

porque era contrario a la ley. También se aplazó el

tratamiento de quimioterapia porque a los médicos les

preocupaba que pudiera causar daños al feto.
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Libertad de expresión: periodistas
El Sindicato Nacional de Trabajadores de Prensa

denunció que decenas de periodistas y otros

trabajadores de los medios de comunicación habían

sufrido acoso y agresiones físicas. En la mayoría de

los casos, los responsables no fueron procesados.

Preocupaba el hecho de que las propuestas de

reforma del Código Penal incluyesen penas de hasta

tres años de cárcel por criticar a representantes

elegidos o a cargos nombrados por el gobierno.

Derecho a la vivienda: desalojos forzosos
Según ONG locales, se llevaron a cabo varios

desalojos forzosos y la policía hizo un uso ilegítimo de

la fuerza en varias ocasiones.

Informes y visitas
de Amnistía Internacional
� Amnistía Internacional visitó República Dominicana

en noviembre-diciembre.

� República Dominicana: Información para el Comité de Derechos

Humanos (AMR 27/001/2012)

� Carta abierta de Amnistía Internacional a los candidatos a las

elecciones presidenciales dominicanas de mayo de 2012

(AMR 27/005/2012)

� ¿Hacia una reforma exitosa? Propuestas para una Ley Orgánica que

contribuya a la reforma integral de la Policía Nacional en República

Dominicana (AMR 27/016/2012)

RUANDA
REPÚBLICA DE RUANDA
Jefe del Estado: Paul Kagame

El gobierno siguió sofocando la legítima libertad de
expresión y asociación. No se investigaron casos de
detención ilegal ni presuntas torturas atribuidos a los
servicios de inteligencia militar ruandeses. Su apoyo
militar al grupo armado M23 en la vecina República
Democrática del Congo empañó la imagen
internacional de Ruanda, basada en el desarrollo
económico y los bajos niveles de corrupción. La
comunidad internacional vaciló a la hora de prestar
apoyo a Ruanda.

Información general
El informe final del Grupo de Expertos de la ONU

sobre la República Democrática del Congo, publicado

en noviembre de 2012, contenía datos según los

cuales Ruanda había infringido el embargo de armas

de la ONU al transferir armas, munición y equipos

militares al M23. Según el informe, los militares

ruandeses apoyaban al M23 reclutando a civiles en

Ruanda y proporcionando apoyo logístico,

información de inteligencia y asesoramiento político.

En un informe provisional anexo publicado en

junio, el Grupo de Expertos ya había citado los

nombres de varios oficiales de alto rango del ejército

ruandés –incluido el ministro de Defensa– que habían

desempeñado un papel clave en este apoyo. Ruanda

publicó una refutación detallada, en la que negaba

todo apoyo y criticaba la metodología y la credibilidad

de las fuentes consultadas.

Tras la publicación del informe, los principales

donantes de Ruanda, incluidos Estados Unidos, la

Unión Europea, Reino Unido, Países Bajos, Alemania

y Suecia, suspendieron o aplazaron parte de su

ayuda económica.

En octubre, Ruanda fue elegida miembro no

permanente del Consejo de Seguridad de la ONU

durante dos años a partir de 2013.

Los tribunales de justicia comunitaria del sistema

gacaca, creados para juzgar casos de genocidio,

finalizaron su labor en 2012 y fueron clausurados

oficialmente en junio, después de varias demoras.

Impunidad
El gobierno no investigó ni enjuició casos de

detención ilegal y presunta tortura a manos de los

servicios de inteligencia militar ruandeses. En mayo y

octubre, Amnistía Internacional publicó datos sobre

detención ilegal en régimen de incomunicación

y desapariciones forzadas. La investigación incluyó

denuncias de tortura, con prácticas tales como

fuertes palizas, descargas eléctricas y privación

sensorial, utilizadas en 2010 y 2011 para obtener

confesiones durante los interrogatorios, en su mayoría

de civiles.

En mayo, el gobierno negó tajantemente ante el

Comité contra la Tortura de la ONU todas las

acusaciones de detención ilegal y tortura a manos de

los servicios de inteligencia militares. En junio, el

ministro de Justicia reconoció que se habían

practicado detenciones ilegales, y las atribuyó al
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“exceso de celo en la ejecución de una misión noble”

por parte de los responsables. El 7 de octubre, el

gobierno emitió una declaración en la que reiteraba

que se habían practicado detenciones ilegales, pero

no hizo referencia alguna a investigaciones o

enjuiciamientos.

� El 25 de marzo de 2010 fue secuestrado en Ruanda

el líder religioso congoleño Sheikh Iddy Abassi,

conocido partidario de Laurent Nkunda, líder del

antiguo grupo armado congoleño Congreso Nacional

para la Defensa del Pueblo. Su familia denunció la

desaparición a la policía local y al ejército al día

siguiente, 26 de marzo. Mary Gahonzire, directora

general adjunta del servicio penitenciario ruandés,

declaró ante el Comité contra la Tortura de la ONU que

se estaban investigando los hechos, pero que había

indicios de que Sheikh Iddy Abassi estaba en la

República Democrática del Congo.

Libertad de expresión
Apenas hubo espacio para el periodismo crítico en

Ruanda. Tras la campaña de represión desatada en

2010 contra periodistas y miembros de la oposición

política, quedaban pocas voces independientes en el

país. Los medios de comunicación privados seguían

cerrados. Los esfuerzos por mejorar la libertad de los

medios informativos a través de la reforma legislativa,

las mejoras técnicas y la inversión en el sector privado

se vieron menoscabados por el encarcelamiento

continuado de periodistas por su labor legítima. La

difamación continuaba siendo delito.

Legislación sobre “ideología del genocidio”
y “sectarismo”
Se emplearon indebidamente leyes ambiguas sobre

“ideología del genocidio” y “sectarismo” para

criminalizar la disidencia legítima y las críticas al

gobierno. Se presentó al Parlamento un nuevo

proyecto de ley sobre “ideología del genocidio”.

Periodistas
El Parlamento aprobó varias leyes relativas a los

medios de comunicación que al concluir el año

estaban pendientes de promulgación.

� El 5 de abril, el Tribunal Supremo redujo las

condenas impuestas a Agnes Uwimana Nkusi,

directora del periódico sensacionalista privado en

lengua kinyarwanda Umurabyo, y a su subdirectora,

Saidati Mukakibibi, a cuatro y tres años de prisión,

respectivamente. En febrero de 2011, ambas mujeres

habían sido condenadas a 17 y 7 años de cárcel,

respectivamente, por publicar unos artículos de

opinión en los que se criticaban políticas

gubernamentales y se denunciaba la corrupción en el

periodo previo a las elecciones presidenciales de 2010.

El Tribunal Supremo absolvió a Agnes Uwimana Nkusi

de los cargos de “ideología del genocidio” y

“divisionismo”, pero mantuvo la sentencia

condenatoria por difamación. Redujo a ambas mujeres

la condena impuesta por amenaza a la seguridad del

Estado.

Juicio injusto
El 30 de octubre fue condenada a ocho años de

prisión Victoire Ingabire, presidenta de las Fuerzas

Democráticas Unidas (FDU-Inkingi). Había regresado

a Ruanda en enero de 2010, después de 16 años en

el exilio. Antes de que fuera detenida por primera vez,

en abril de 2010, había abrigado la esperanza de

inscribir la FDU-Inkingi antes de las elecciones

presidenciales de agosto de ese año.

Pese al escrutinio internacional, el juicio se vio

enturbiado por violaciones del proceso debido. El

tribunal no verificó las pruebas presentadas por el

fiscal. Las confesiones utilizadas para incriminar a

Victoire Ingabire, que eran de dos hombres juzgados

junto con ella, se habían hecho tras un largo periodo

de reclusión en una base militar donde Amnistía

Internacional había documentado denuncias de uso

de tortura para obtener confesiones. Un testigo de

descargo que afirmaba haber estado bajo custodia

militar junto con uno de los acusados dijo que éste

había sido obligado a hacer su confesión.

Durante el periodo previo al juicio, las autoridades

ruandesas hicieron declaraciones oficiales que

plantearon problemas con respecto a la presunción

de inocencia de Victoire Ingabire. Los cargos

relacionados con la libertad de expresión no tenían

una base jurídica clara, y algunas acusaciones

estaban basadas en disposiciones muy generales e

imprecisas de la legislación ruandesa que

penalizaban la “ideología del genocidio” y “la

discriminación y el sectarismo”. La acusada no

recibió un buen trato durante el juicio, y sufrió

continuas interrupciones y hostilidad.

Libertad de asociación
Ciertos partidos políticos no habían podido inscribirse

aún. Los miembros de partidos políticos de la

oposición denunciaban hostigamiento e intimidación,
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y algunos fueron encarcelados por ejercer su derecho

a la libertad de asociación.

� El 27 de abril, el Tribunal Supremo confirmó los

cargos formulados contra Bernard Ntaganda,

presidente del Partido Social Ideal (PS-Imberakuri).

Ntaganda cumplía una pena de cuatro años de prisión

tras haber sido declarado culpable el 11 de febrero

de 2011 de “divisionismo” por pronunciar discursos

públicos contra las políticas del gobierno en el periodo

previo a las elecciones de 2010, así como de poner en

peligro la seguridad del Estado e intentar planear una

“manifestación no autorizada”.

� En septiembre fueron detenidos ocho miembros del

partido FDU-Inkingi de Victoire Ingabire, en su mayoría

profesores y estudiantes, tras celebrar una reunión en

la que, según informes, habían hablado de asuntos

de desarrollo y educación. Fueron acusados

formalmente de incitar a la insurrección o a disturbios

en la población, y se ordenó su ingreso en prisión

preventiva. Uno de ellos quedó en libertad antes de

concluir el año.

Justicia internacional
Tribunal Penal Internacional para Ruanda
La Sala de Primera Instancia del Tribunal Penal

Internacional para Ruanda transfirió a Ruanda su

primer caso, el del ex pastor protestante Jean

Uwinkindi. En 2012 se transfirieron también al país

varios casos más. Se encargó a dos funcionarios del

Tribunal hacer un seguimiento temporal de los casos

remitidos, en espera de un acuerdo sobre

seguimiento de juicios con la Comisión Africana de

Derechos Humanos y de los Pueblos. Los

funcionarios debían presentar informes mensuales,

a través de la Secretaría del Tribunal, al presidente

de éste o al presidente del Mecanismo para

Tribunales Penales Internacionales, según

procediera.

Jurisdicción universal
Se llevaron a cabo procedimientos judiciales contra

sospechosos de genocidio en Bélgica, Finlandia,

Alemania y Países Bajos.

� El Tribunal Europeo de Derechos Humanos

desestimó la apelación de Sylvère Ahorugeze contra la

decisión del gobierno sueco de extraditarlo a Ruanda.

Al concluir el año Ahorugeze seguía en Dinamarca.

� La extradición a Ruanda de Charles Bandora estaba

pendiente de resolución. El caso había recorrido todas

las etapas del sistema de justicia penal noruego y

estaba pendiente de resolución su apelación final.

Impunidad por crímenes de guerra
y crímenes de lesa humanidad
Las autoridades no ordenaron investigaciones ni

enjuiciamientos por denuncias de crímenes de guerra

y crímenes de lesa humanidad cometidos por el

ejército ruandés en Ruanda, así como en la

República Democrática del Congo, como

documentaba un informe de la ONU.

Personas refugiadas
y solicitantes de asilo
Se aplazó hasta junio de 2013 la aplicación de la

cláusula de cesación para los refugiados ruandeses,

invocada el 31 de diciembre de 2011 por el ACNUR,

la agencia de la ONU para los refugiados. Según esta

cláusula, quienes hubieran salido de Ruanda antes

de 1998 o ese año perderían su condición de

refugiados, aunque debían ser entrevistados para

determinar los motivos individuales de su persistente

temor a sufrir persecución en Ruanda.

Presos de conciencia
� Charles Ntakirutinka, ex ministro ruandés y preso de

conciencia, salió en libertad el 1 de marzo tras cumplir

una condena de 10 años de cárcel impuesta en un

juicio sin garantías. Detenido en abril de 2002, durante

una campaña de represión previa a las elecciones

presidenciales de 2003, había sido declarado culpable

de “incitar a la desobediencia civil” y de “asociación

con elementos delictivos”.

Informes y visitas
de Amnistía Internacional
� Amnistía Internacional visitó Ruanda en febrero, marzo y junio de 2012.

� Un delegado de Amnistía Internacional asistió como observador al

juicio de Victoire Ingabire enmarzo y abril de 2012.

� Rwanda: Briefing to the UN Committee Against Torture

(AFR 47/003/2012)

� Rwanda: Shrouded in secrecy – Illegal detention and torture by military

intelligence (AFR 47/004/2012)

� Ahora que Charles Ntakirutinka ha sido liberado, se insta a Ruanda a

poner fin a la represión de la disidencia (PRE01/113/2012)

� Ruanda debe investigar la detención ilegítima y la tortura por la

inteligencia militar (PRE01/464/2012)

� Ruanda: Hay que garantizar la apelación tras el juicio injusto de

Ingabire (PRE01/523/2012)
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RUMANIA
REPÚBLICA DE RUMANIA
Jefe del Estado: Traian Bãsescu
Jefe del gobierno: Victor Ponta

(sustituyó en mayo a Mihai Razvan Ungureanu,
quien a su vez había sustituido a Emil Boc en febrero)

Se acusó a la policía de hacer uso arbitrario y
desproporcionado de la fuerza durante
manifestaciones contra el gobierno y las medidas de
austeridad. Las autoridades municipales de Baia
Mare y Piatra Neamț llevaron a cabo desalojos
forzosos en gran escala de romaníes. El Parlamento
Europeo instó a las autoridades rumanas a abrir otra
investigación sobre su participación en los
programas de entrega y detención secreta dirigidos
por la CIA.

Información general
El gobierno cayó dos veces en 2012. Tras varias

semanas de protestas contra las medidas de

austeridad, el gabinete de Emil Boc, del Partido

Liberal Democrático, dimitió en febrero. En abril, tras

otra oleada de protestas, el gobierno del primer

ministro Mihai Razvan Ungureanu perdió la votación

sobre una moción de censura. El presidente nombró

primer ministro provisional a Victor Ponta, del Partido

Social Democrático, formación política que en

diciembre obtuvo la mayoría de los escaños en las

elecciones parlamentarias.

En una votación celebrada en julio, el Parlamento

rumano destituyó al presidente, a quien el gobierno

había acusado de violar la Constitución. El

referéndum sobre la suspensión celebrado

posteriormente se declaró nulo debido al escaso

índice de participación, y el presidente continuó en el

cargo.

En julio, la Comisión Europea expresó profunda

preocupación en relación con el respeto del Estado

de derecho y la independencia del poder judicial en

Rumania.

Uso excesivo de la fuerza
Los episodios de violencia entre manifestantes y la

policía durante las protestas de enero contra el

gobierno dieron lugar a denuncias de uso excesivo de

la fuerza por parte de agentes de policía. En imágenes

de vídeo e informes publicados en medios de

comunicación se constató que la policía había utilizado

fuerza excesiva contra manifestantes aparentemente

pacíficos y que no oponían ninguna resistencia. La

ONG Comité Rumano de Helsinki documentó varios

casos de abusos policiales durante las manifestaciones

y concluyó que en algunos los funcionarios encargados

de hacer cumplir la ley habían actuado de forma

arbitraria y desproporcionada. En febrero, el Ministerio

de Administración Pública e Interior afirmó que se

estaban investigando cuatro querellas relacionadas con

la conducta de agentes de policía durante las

manifestaciones. Al final del año no se habían

presentado cargos.

Discriminación: romaníes
Derecho a la educación
En octubre, el Comité Consultivo del Consejo de

Europa sobre el Convenio Marco para la Protección

de las Minorías Nacionales afirmó que continuaba la

práctica de escolarizar a niños y niñas romaníes en

escuelas para menores con discapacidad, escuelas

segregadas o aulas separadas.

Derecho a la vivienda
Las autoridades locales continuaron desalojando a

romaníes a la fuerza y realojándolos en viviendas

segregadas e inadecuadas.

� Unas 76 familias –mayoritariamente romaníes– que

habían sido desalojadas a la fuerza del centro de la

ciudad de Cluj-Napoca en diciembre de 2010

continuaron viviendo en condiciones inadecuadas a las

afueras de la ciudad, cerca del vertedero local y de un

antiguo vertedero de residuos químicos. En reuniones

con las familias desalojadas, las autoridades locales se

comprometieron a iniciar su traslado a otro lugar

en 2013 como parte de un proyecto conjunto con el

Programa de la ONU para el Desarrollo. Sin embargo,

seguían sin estar claros los detalles del plan de

realojamiento previsto.

� El 18 de abril, el tribunal de Cluj-Napoca evitó un

posible desalojo forzoso al desestimar otra solicitud de

la Compañía Nacional de Ferrocarriles para que se

trasladara a unas 450 personas –la mayoría romaníes–

de un asentamiento de la calle Cantonului. Muchos de

los residentes habían sido trasladados a esa zona por

las propias autoridades municipales desde 2002.

� En abril, un tribunal de apelación anuló la decisión

del Consejo Nacional para Combatir la Discriminación
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de multar a las autoridades municipales de Baia Mare

por construir un muro de hormigón para separar los

bloques de viviendas habitadas por romaníes del resto

de la zona residencial. El tribunal sostuvo que el muro

era una respuesta proporcionada al peligro de lesiones

asociadas al tránsito rodado, y que no segregaba por

razones étnicas a los residentes romaníes. El Consejo

Nacional para Combatir la Discriminación anunció que

recurriría la decisión.

� En mayo y junio, las autoridades municipales de

Baia Mare llevaron a cabo el desalojo forzoso de unas

120 familias romaníes del asentamiento de Craica, el

mayor de la localidad. Las familias fueron trasladadas a

tres edificios de la empresa metalúrgica CUPROM que

no habían sido adaptados para hacerlos habitables

antes del traslado. Se realojó a familias enteras en una

o dos habitaciones, sin calefacción ni aislamiento

adecuado. Las instalaciones higiénicas también eran

limitadas.

� En agosto, unos 500 romaníes que habitaban

viviendas del extrarradio de la ciudad fueron

trasladados por las autoridades municipales de Piatra

Neamț a una zona completamente segregada, situada

a 2 kilómetros de distancia de la parada de autobús

más cercana. Las nuevas viviendas no tenían

electricidad, y la zona carecía de infraestructuras como

el alumbrado público o una carretera de acceso

adecuada.

Derechos sexuales y reproductivos
En septiembre se presentó al Parlamento una

propuesta legislativa de introducción de

asesoramiento obligatorio para las mujeres

embarazadas cuya aprobación comportaría, entre

otras cosas, gastos adicionales y posiblemente largos

periodos de espera para las que solicitaran servicios

de aborto.

Seguridad y medidas antiterroristas
En septiembre, el Parlamento Europeo publicó un

informe en el que instaba a todos los Estados

miembros de la Unión Europea –entre ellos

Rumania– que presuntamente habían albergado

centros de detención secreta de la CIA a que

cumplieran con su obligación jurídica absoluta de

llevar a cabo una investigación independiente,

imparcial, exhaustiva y efectiva sobre su participación

en los programas de entrega y detención secreta. En

el informe se pedía a las autoridades que abrieran

una nueva investigación, dado que ex funcionarios

estadounidenses habían identificado un lugar de

detención secreta en la capital rumana, Bucarest, y

que había datos sobre vuelos de entrega que

vinculaban a Rumania con Polonia y Lituania, otros

dos Estados que presuntamente habían albergado

también lugares secretos de la CIA.

� En octubre, el Tribunal Europeo de Derechos

Humanos comunicó a las autoridades rumanas la

causa Al Nashiri v. Romania, relativa a un ciudadano

saudí que aseguraba haber sido encarcelado y

torturado en un centro de detención secreta de la CIA

en Rumania antes de su traslado final a la base militar

estadounidense de Guantánamo en Cuba.

Informes y visitas
de Amnistía Internacional
� Amnistía Internacional visitó Rumania enmarzo, mayo, octubre y

diciembre.

� Actuación policial en las manifestaciones en la Unión Europea

(EUR 01/022/2012)

� Unsafe foundations: Secure the right to housing in Romania

(EUR 39/002/2012)

� Romania: Forced eviction of Roma and involvement in the US-led

rendition and secret detention programmes. Amnesty International

Submission to the UN Universal Periodic Review (EUR 39/012/2012)

SENEGAL
REPÚBLICA DE SENEGAL
Jefe del Estado: Macky Sall

(sustituyó a Abdoulaye Wade en abril)
Jefe del gobierno: Abdoul Mbaye

(sustituyó a Souleymane Ndéné Ndiaye en abril)

Los disturbios que caracterizaron el periodo
preelectoral en enero y febrero desembocaron en
violaciones graves de derechos humanos, tales
como uso excesivo de la fuerza –que causó la
muerte de varios manifestantes–, tortura y otros
malos tratos, y ataques contra la libertad de
expresión. En Casamancia, en el sur, los
enfrentamientos entre el ejército y un grupo
armado se intensificaron a principios de año y
dieron lugar a detenciones y a la persecución de
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civiles. Senegal y la Unión Africana firmaron un
acuerdo para establecer un tribunal especial que
juzgara al ex presidente de Chad Hissène Habré.

Información general
En enero y febrero, las fuerzas de seguridad

reprimieron con violencia a quienes se oponían a la

candidatura para un tercer mandato del presidente

saliente Wade y usaron fuerza excesiva, que causó

varias víctimas. Pese a estos disturbios, en marzo fue

elegido el nuevo presidente, Macky Sall; los

resultados de las elecciones no fueron impugnados.

En octubre, representantes del gobierno senegalés

y miembros del Movimiento de las Fuerzas

Democráticas de Casamancia se reunieron en Roma

(Italia) con la mediación de la Comunidad Católica de

Sant’Egidio.

Uso excesivo de la fuerza
Las fuerzas de seguridad mataron al menos a seis

personas durante los disturbios del periodo

preelectoral.

� En enero, miembros de la gendarmería (policía

paramilitar) usaron munición real contra una

manifestación pacífica en Podor. Causaron la muerte

de Mamadou Sy y de Bana Ndiaye, una mujer de

unos 60 años que no participaba en la protesta.

� En enero, un vehículo policial causó la muerte de

Mamadou Diop durante una manifestación pacífica en

la plaza del Obelisco de Dakar. Se abrió una

investigación, pero al finalizar el año no había

concluido.

Tortura y otros malos tratos
Varias personas sufrieron tortura y otros malos tratos

a manos de las fuerzas de seguridad y al menos dos

de ellas murieron bajo custodia, según informes como

consecuencia de la tortura.

� En febrero, Ibrahima Fall fue sometido a torturas y

otros malos tratos tras ser detenido en Tivavouane

cuando regresaba de una manifestación contra la

candidatura del presidente Wade. Los gendarmes lo

golpearon con porras, mangueras y cables eléctricos.

� En febrero, Ousseynou Seck murió tras ser torturado

bajo custodia. Todos los agentes de policía implicados

fueron detenidos y estaban en espera de juicio al final

del año.

� En agosto, según la información recibida, Kécouta

Sidibé, sordomudo, murió como consecuencia de la

tortura a la que lo sometieron estando bajo custodia en

Kedugú. Había sido detenido por consumir cannabis

indio. En diciembre, el Tribunal de Apelación de

Kaolack declaró culpable de asesinato al

subcomandante de la gendarmería de Kedugú y éste

fue detenido. Al terminar el año estaba en curso una

investigación sobre la participación de otros cinco

gendarmes.

Libertad de expresión
Los activistas políticos y defensores de los derechos

humanos sufrieron agresiones y fueron encarcelados

por expresar pacíficamente su oposición a la

candidatura del presidente Wade.

� En enero, la policía golpeó a tres periodistas. Dos de

ellos (mujeres) trabajaban para el diario senegalés Le

Populaire, y el tercero, para la agencia de noticias

francesa Agence France Presse.

� En febrero, las fuerzas de seguridad impidieron que

los miembros del movimiento Y’en a marre (Estamos

hartos) organizaran una sentada en la plaza del

Obelisco de Dakar, y detuvieron a varias personas.

Todas fueron puestas en libertad sin cargos poco

después.

Violaciones y abusos contra los derechos
humanos en Casamancia
Varios civiles fueron detenidos o perseguidos debido

al aumento de las tensiones entre el Movimiento de

las Fuerzas Democráticas de Casamancia (MFDC) y

el ejército.

� En enero, las fuerzas de seguridad detuvieron a ocho

personas en el pueblo de Affiniam (a 30 km al norte de

Ziguinchor, la ciudad principal de la región), según se

supo, como parte de las represalias que lanzó el

ejército unas horas después de que presuntos

miembros armados del MFDC mataran a un gendarme

senegalés e hirieran a otros tres en la zona. Las ocho

fueron acusadas formalmente de menoscabar la

seguridad de Estado y fueron puestas en libertad sin

juicio en junio.

� En febrero y marzo, un grupo de personas armadas

que afirmaron pertenecer al MFDC agredieron y

robaron a unos civiles para disuadirlos de votar en las

elecciones presidenciales.

� En diciembre fueron liberados en Gambia ocho

rehenes, entre ellos varios soldados senegaleses, que

llevaban más de un año retenidos por brazos armados

del MFDC.
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Justicia internacional: Hissène Habré
En agosto, Senegal y la Unión Africana firmaron un

acuerdo para establecer un tribunal especial que

juzgara al ex presidente de Chad Hissène Habré.

Dicho tribunal tendría competencia para juzgar a

los responsables de delitos de derecho

internacional cometidos en Chad entre 1982

y 1990.

El 19 de diciembre, la Asamblea Nacional

aprobó una ley por la que se creaban salas

especiales dentro de la estructura judicial

existente. Sin embargo, no se habían puesto en

marcha ciertos elementos fundamentales para la

realización de un juicio con garantías, como un

programa de protección de víctimas y testigos, o

un acuerdo efectivo de asistencia jurídica mutua

con otros países, incluidos Francia y Chad,

donde pudiera haber víctimas, testigos, pruebas

y bienes.

Informes y visitas
de Amnistía Internacional
� Amnistía Internacional visitó Senegal en febrero, marzo y junio.

� Senegal: The human rights situation – Brief overview in the run-up to

the presidential election (AFR 49/001/2012)

� Senegal: An agenda for human rights – An opportunity not to be

missed by the authorities elected in the March 2012 presidential

election (AFR 49/004/2012)

SERBIA
REPÚBLICA DE SERBIA (INCLUIDA KOSOVO)
Jefe del Estado: Tomislav Nikolić

(sustituyó a Boris Tadić en mayo)
Jefe del gobierno: Ivica Dačić

(sustituyó a Mirko Cvetković en julio)

Comenzaron los juicios contra Ratko Mladić y
Goran Hadžić ante el Tribunal Penal Internacional
para la ex Yugoslavia. En Belgrado, más de 1.000
romaníes fueron víctimas de desalojo forzoso en
abril. En octubre se volvió a prohibir la marcha del
Orgullo en Belgrado. En Kosovo persistió la
impunidad de los delitos de derecho internacional

cometidos por el Ejército de Liberación de Kosovo.
Continuó la violencia en el norte, y persistieron los
ataques entre grupos étnicos y la discriminación
de minorías.

Información general
Tras la celebración de elecciones en mayo, en julio se

formó un gobierno de coalición dirigido por el Partido

Progresista Serbio y el Partido Socialista de Serbia, en

sustitución del gobierno de coalición del Partido

Democrático.

Tanto el presidente entrante Nikolić como el ex

presidente Tadić afirmaron en declaraciones que no

se había cometido genocidio en Srebrenica.

El Consejo de la Unión Europea (UE) confirmó en

marzo la candidatura de Serbia a miembro de la UE,

pero en octubre la Comisión Europea no recomendó

una fecha de apertura de las negociaciones en

espera de la “participación constructiva” de Serbia en

las conversaciones sobre la “normalización” de las

relaciones con Kosovo. Las conversaciones entre

los respectivos primeros ministros comenzaron en

octubre.

Justicia internacional
En mayo y octubre, respectivamente, comenzaron los

juicios contra el ex general serbobosnio Ratko Mladić

y el ex dirigente serbocroata Goran Hadžić, ambos

detenidos en Serbia y entregados al Tribunal Penal

Internacional para la ex Yugoslavia en 2011. Vojislav

Šešelj, dirigente del Partido Radical Serbio procesado

por crímenes de guerra y crímenes de lesa

humanidad, fue condenado en junio a dos años de

prisión por desacato al Tribunal.

En noviembre, tras un nuevo juicio parcial, el

Tribunal absolvió a Ramush Haradinaj, ex primer

ministro de Kosovo y ex jefe del Ejército de Liberación

de Kosovo, acusado de crímenes de guerra. Había

sido procesado junto con Idriz Balaj y Lahi Brahimaj,

también absueltos, por responsabilidad individual y

conjunta en actividades delictivas de maltrato de

civiles serbios, romaníes, egipcianos y

albanokosovares a los que consideraban sospechosos

de colaborar con las autoridades serbias o de no

apoyar al Ejército de Liberación de Kosovo. Los cargos

incluían detención ilegal, malos tratos, tortura y

asesinato.

En diciembre, un tribunal de apelación sueco

absolvió a un ex agente de policía serbio que en
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enero había sido declarado culpable de crímenes de

guerra cometidos en Ćuška/Qyshk (Kosovo) en 1999.

Serbia
Delitos de derecho internacional
Continuaron las actuaciones judiciales ante la Sala

Especial de Crímenes de Guerra del Tribunal de

Distrito de Belgrado. Unos 37 acusados serbios

fueron declarados culpables y condenados en

primera instancia por crímenes de guerra, pero sólo

se dictaron nuevas actas de acusación formal contra

7 personas. Al parecer, algunos testigos fueron

amenazados por los mismos funcionarios encargados

de su protección.

Al final del año el Tribunal de Apelación consideró

un recurso presentado contra el fallo condenatorio de

nueve miembros del Grupo de Gnjilane/Gjilan del

Ejército de Liberación de Kosovo por crímenes de

guerra que incluían secuestro de serbios, asesinato y

violación. Seguían figurando en las listas de

desaparecidos 34 de las víctimas de estos crímenes.

Tras la absolución de dos generales croatas por la

Sala de Apelaciones del Tribunal Penal Internacional

para la ex Yugoslavia (véase el apartado sobre

Croacia), la Fiscalía de Crímenes de Guerra solicitó al

Tribunal que entregara las pruebas incluidas en los

sumarios de determinadas causas para que pudieran

ser utilizadas en investigaciones nacionales sobre

presuntos crímenes de guerra contra la población

serbia cometidos en Croacia durante la operación

“Tormenta” en 1995.

Discriminación: romaníes
Continuaron los desalojos forzosos en Belgrado.

� En abril, alrededor de 1.000 romaníes fueron

desalojados a la fuerza del asentamiento de Belvil por

las autoridades municipales de Belgrado.

Prácticamente la mitad fueron devueltos al sur de

Serbia; muchos se quedaron sin hogar. Algunos

romaníes devueltos a Niš no tuvieron suministro de

agua corriente ni saneamiento adecuado hasta

mediados de julio. A los que figuraban registrados en

Belgrado los enviaron a asentamientos segregados,

formados con contenedores a las afueras de la ciudad,

donde les resultaba imposible encontrar trabajo. La

Comisión Europea acordó financiar la creación de

vivienda estable para los romaníes desalojados, pero el

municipio propuso que las viviendas se ubicaran en

lugares aislados, creando asentamientos racialmente

segregados. En noviembre, la comisaría para la

Protección de la Igualdad concluyó que las autoridades

municipales de Belgrado habían discriminado a los

romaníes al imponer normas y condiciones en sus

contratos de alojamiento en los contenedores que no

se aplicaban a ningún otro colectivo y que habían dado

lugar al desalojo de 11 familias.

En septiembre se aprobaron reformas legislativas

que podían reducir la discriminación ayudando a las

personas “jurídicamente invisibles”–en su mayoría

romaníes– a obtener certificados de nacimiento con

los que solicitar documentos de identidad.

Derechos de lesbianas, gays, bisexuales,
transgénero e intersexuales
En septiembre, en un ataque homófobo perpetrado en

Belgrado, varios jóvenes agredieron a un gay con un

mazo para carne. En octubre, el primer ministro

prohibió por segundo año consecutivo la marcha del

Orgullo en Belgrado, alegando amenazas no

especificadas para la seguridad. En noviembre, el

Tribunal de Apelación ordenó celebrar un nuevo juicio

tras revocar la sentencia dictada contra Mladen

Obradović, dirigente de la organización de extrema

derecha “Obraz”, que en marzo había sido condenado

a 10 años de cárcel por incitación a la discriminación

contra la marcha del Orgullo de Belgrado de 2009.

Personas refugiadas y migrantes
Con objeto de intensificar los controles fronterizos, el

gobierno adoptó nuevas medidas que negaban a

algunas personas, en su mayoría romaníes, el

derecho a abandonar el país. Entre enero y octubre,

15.135 ciudadanos serbios, casi todos de etnia

romaní, solicitaron asilo en la UE. En octubre, seis

Estados miembros de la UE instaron al Consejo de la

Unión Europea a estudiar medidas para reducir ese

número. Austria y Suiza introdujeron un

procedimiento acelerado de determinación de los

casos de asilo para los solicitantes serbios.

Más de 1.700 personas, entre las que había

menores no acompañados, solicitaron asilo en Serbia.

No se concedió el asilo a ninguna en virtud del

procedimiento existente, que no garantizaba una

evaluación justa de las necesidades de protección

individuales. En septiembre, más de 100 solicitantes

de asilo acamparon en el exterior del centro de asilo de

Bogovađa al no tener otro lugar donde alojarse.

Kosovo
En enero, la Comisión Europea entabló

conversaciones con Kosovo en torno a la
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liberalización de los visados. En septiembre, el Grupo

Directivo Internacional declaró el fin de la

independencia supervisada de Kosovo. En

diciembre, el Consejo de la Unión Europea instó a

Kosovo a avanzar en el establecimiento del Estado de

derecho, la protección de las minorías, el respeto de

la libertad de expresión y la cooperación con la

Misión de la Unión Europea por el Estado de

Derecho en Kosovo (EULEX).

En junio se prorrogó hasta 2014 el mandato de la

EULEX, que había sido reducido. La Misión seguía

siendo responsable de la investigación y el

enjuiciamiento de los delitos de derecho

internacional, delincuencia organizada y corrupción,

así como de la protección de testigos.

Situación en el norte
Tanto la EULEX como las autoridades de Kosovo

continuaron ejerciendo su autoridad en los tres

municipios del norte mayoritariamente serbios. En

Mitrovica/Mitrovicë, serbios que rechazaban la

autoridad del gobierno de Kosovo sobre los

municipios de mayoría serbia perpetraron ataques

armados cuando dicho gobierno abrió allí oficinas

municipales en julio.

En los puestos fronterizos, establecidos por las

autoridades de Kosovo en 2011 y controlados por

la EULEX y la Fuerza Internacional de Seguridad en

Kosovo (KFOR), hubo episodios de violencia

prácticamente a diario al continuar las protestas de

serbokosovares contra el control de la frontera con

Serbia. Personal de la KFOR y civiles –en su

mayoría serbokosovares– resultaron heridos en los

múltiples enfrentamientos, y al menos un agente

del Servicio de Policía de Kosovo sufrió heridas que

le causaron la muerte. En diciembre se abrieron

los pasos fronterizos pactados por Kosovo y Serbia

en el Acuerdo de Gestión Integrada de las

Fronteras.

� En la festividad religiosa serbia de Vidovdan,

celebrada en junio, la Policía de Kosovo retiró banderas

y otros distintivos serbios, incluidas las camisetas que

llevaban puestas algunos serbios que cruzaban la

frontera. Según informes, al menos cuatro serbios y

numerosos miembros de la Policía de Kosovo

resultaron heridos en los subsiguientes sucesos

violentos. En Pristina resultaron heridos 16 niños que

regresaban de las celebraciones de Vidovdan cuando

el autobús en que viajaban fue atacado por personas

de etnia albanesa.

En diciembre, el primer ministro Thaçi rechazó una

propuesta del gobierno serbio enfocada a la

autonomía de la región del norte.

Delitos de derecho internacional
La EULEX contrató los servicios de dos fiscales más

para la investigación y el enjuiciamiento de crímenes

de guerra. La Ley de Protección de Testigos de 2011,

que entró en vigor en septiembre, aún no se había

aplicado al terminar el año.

Fatmir Limaj, ex ministro de Transporte y líder del

Ejército de Liberación de Kosovo, y otros tres hombres

fueron absueltos en mayo de los cargos formulados

contra ellos por crímenes de guerra cometidos en el

campo penitenciario de Klečka/Kleçkë en 1999, que

incluían ordenar la tortura y muerte de civiles

albaneses y serbios de Kosovo. En marzo fueron

absueltos otros seis acusados. La EULEX detuvo en

noviembre a Fatmir Limaj y los otros tres acusados

después que el Tribunal Supremo hubiera anulado la

sentencia de mayo y ordenado un nuevo juicio. El

primer ministro impugnó inmediatamente el derecho

de la EULEX a detenerlos, pero al final del año todos

continuaban bajo custodia en espera de juicio.

En septiembre, en cumplimiento de la primera acta

de acusación formal dictada en Kosovo por actos de

violencia sexual constitutivos de crímenes de guerra,

se detuvo a dos serbios de Kosovo sospechosos de

violar a mujeres albanokosovares en abril de 1999.

Desapariciones forzadas y secuestros
La Fuerza Especial de Investigaciones establecida por

la UE continuó investigando denuncias sobre el

secuestro de serbios por el Ejército de Liberación de

Kosovo y su posterior transferencia a Albania, donde

habían sido víctimas de tortura y asesinato y donde,

al parecer, a algunos les habían extirpado órganos

para traficar con ellos.

En diciembre, el Grupo Consultivo de Derechos

Humanos, creado para examinar denuncias de

violaciones de derechos humanos presuntamente

cometidas por miembros de la Misión de

Administración Provisional de la ONU en Kosovo

(UNMIK), examinó tres denuncias y decidió que

la UNMIK había violado el derecho a la vida de

serbokosovares secuestrados tras el conflicto armado

de 1999 al no llevar a cabo una investigación eficaz.

En septiembre, el Departamento de Medicina

Forense había exhumado los restos de 20 personas;

para que les dieran sepultura se devolvieron a sus

familias 51 cadáveres (de 33 personas de etnia
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albanesa y 18 serbokosovares) identificados mediante

análisis del ADN. Concluyeron sin resultado las

exhumaciones de la mina de Zhilivoda/Žilivoda,

donde se pensaba que estaban los restos

de 25 serbokosovares.

La Comisión Gubernamental de Kosovo

sobre Desaparecidos apenas aplicó la Ley sobre

Personas Desaparecidas de 2011. Los familiares

reclamaron a las autoridades que abordaran el

problema de las personas desaparecidas en

conversaciones con Serbia.

Uso excesivo de la fuerza
La Policía de Kosovo empleó fuerza excesiva en

manifestaciones organizadas en enero y octubre por

el movimiento político Vetëvendosje contra la política

del gobierno.

Libertad de expresión
Persistieron los ataques a periodistas. Periodistas y

cargos públicos protestaron por el hecho de que el

Código Penal revisado siguiera penalizando la

difamación y estableciendo penas de cárcel para los

periodistas que se negaran a revelar sus fuentes,

manteniendo así las restricciones a la libertad de

expresión. En mayo, la presidenta de Kosovo, Atifete

Jahjaga, rehusó aprobar el texto y lo devolvió a la

Asamblea Nacional. En octubre se aprobó una ley

que eliminaba esos artículos del Código.

En diciembre, un violento ataque homófobo

interrumpió la presentación de una revista que

analizaba la heterosexualidad y la homosexualidad en

los Balcanes occidentales. Al día siguiente se

perpetró otro ataque contra la oficina de Libertas,

ONG en favor de los derechos de lesbianas, gays,

bisexuales, transgénero e intersexuales.

Discriminación
La comunidad romaní sufría discriminación

generalizada y persistente. Según la Organización

para la Seguridad y la Cooperación en Europa

(OSCE), la falta de financiación, coordinación y datos

pertinentes había obstaculizado el cumplimiento del

Plan de Acción de Kosovo para la Integración de las

Comunidades Romaní, Ashkalí y Egipciana.

En agosto, el Grupo Consultivo de Derechos

Humanos declaró parcialmente admisible una

denuncia presentada por 147 romaníes, según la

cual la UNMIK había violado su derecho a la salud al

permitir que permanecieran más de 10 años en

campamentos contaminados de plomo. La mayoría

habían sido reasentados, pero los niños aquejados de

envenenamiento con plomo no recibían la asistencia

médica adecuada. En un proceso aparte ante la ONU

se había denegado una indemnización a los

romaníes.

Personas refugiadas y solicitantes de asilo
Según el ACNUR, la agencia de la ONU para los

refugiados, 997 miembros de minorías regresaron

voluntariamente a Kosovo; otras 489 personas

regresaron tras haber sido inducidas a hacerlo. Se

llevaron a cabo unas 1.997 devoluciones, sobre todo

desde países de la Unión Europea, incluidas las de

680 personas pertenecientes a grupos que se

consideraba que necesitaban protección

internacional. Persistieron las barreras que impedían

el retorno sostenible. Los municipios carecían de la

voluntad política, las estructuras y los recursos

económicos necesarios para reintegrar a los

retornados. Los romaníes en concreto no recibían

demasiada ayuda para su reintegración y no tenían

acceso al registro civil, la educación, la salud, la

vivienda, el empleo y las prestaciones sociales.

Algo más de 300 serbios regresaron

voluntariamente a Kosovo. Continuaron los ataques

violentos y otras agresiones contra serbokosovares

que regresaban. En el municipio de Klinë/Klina se

enviaron cartas amenazadoras a dos personas que

habían regresado y se quemaron dos viviendas

que acababan de ser reconstruidas por retornados

serbios.

� Ljiljana y Milovan Jevtiæ murieron por disparos en

julio en el pueblo de Talinovc i Muhaxherëve/

Muhadzer Talinovac, al que habían regresado en 2004.

Se abrió una investigación.

Informes y visitas
de Amnistía Internacional
� Amnistía Internacional visitó Serbia en abril, junio y noviembre.

� Kosovo: Time for EULEX to prioritize war crimes (EUR 70/004/2012)

� After Belvil: Serbia needs new laws against forced eviction

(EUR 70/015/2012)
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SIERRA LEONA
REPÚBLICA DE SIERRA LEONA
Jefe del Estado y del gobierno: Ernest Bai Koroma

El ex presidente de Liberia, Charles Taylor, fue
declarado culpable y condenado por crímenes
cometidos en Sierra Leona durante los 11 años de
conflicto armado. El país celebró sus terceras
elecciones desde que finalizó el conflicto, que según
los observadores internacionales fueron pacíficas y
transparentes. La policía usó fuerza ilegítima contra
ciudadanos desarmados. El gobierno dio nuevos
pasos hacia la abolición de la pena de muerte. Los
acuerdos entre gobierno y empresas no fueron
transparentes, y las comunidades afectadas por las
actividades empresariales no fueron consultadas
adecuadamente sobre los posibles impactos.

Información general
En abril, el Tribunal Especial para Sierra Leona, con

sede en La Haya, declaró al ex presidente liberiano

Charles Taylor responsable a título individual de

planificar crímenes de guerra y crímenes de lesa

humanidad, y ser cómplice en ellos, durante el

conflicto armado interno de Sierra Leona. Charles

Taylor fue declarado culpable de los 11 crímenes

contenidos en el acta de acusación formal, que

incluían el uso de niños soldados, el asesinato, la

violación y la esclavitud sexual, y fue condenado

a 50 años de prisión. En julio, la defensa y la

acusación presentaron sendos recursos; se preveía

que en 2013 se adoptase una decisión.

Debido a la disposición sobre amnistía contenida

en el Acuerdo de Paz de Lomé y al mandato limitado

del Tribunal Especial para Sierra Leona, miles de

responsables de violaciones graves de derechos

humanos cometidas durante el conflicto no fueron

investigados ni respondieron ante la justicia. Decenas

de miles de víctimas y sus familias esperaban la

implementación completa de programas exhaustivos

de reparaciones.

En el periodo previo a las elecciones generales de

noviembre hubo enfrentamientos esporádicos entre

seguidores de los dos partidos políticos principales,

aunque el proceso fue en general pacífico. El

presidente Ernest Bai Koroma, del partido gobernante

Congreso para Todo el Pueblo, fue elegido para un

segundo mandato.

El proceso de revisión constitucional llevaba años

de retraso. El gobierno prometió reanudar los debates

después de las elecciones de 2012. Dos propuestas

legislativas clave –el proyecto de Ley sobre Libertad

de Información y el proyecto de Ley sobre Igualdad de

Género– seguían pendientes en el Parlamento al

finalizar el año. No se tomó ninguna medida para

modificar la Ley de Orden Público de 1965, que

permitía la imposición de restricciones a la libertad de

expresión.

Pena de muerte
El gobierno siguió dando pasos hacia la abolición total

de la pena de muerte, tras el establecimiento de una

suspensión oficial de las ejecuciones en 2011. Según

las organizaciones de la sociedad civil, al terminar

2012 no quedaban condenados a muerte en prisión y

no se habían impuesto nuevas condenas.

Sin embargo, se mantenía la pena capital en la ley

para los delitos de traición y robo con agravantes,

y era preceptiva para el asesinato.

Sistema de justicia
En mayo se promulgó la Ley sobre Asistencia Letrada

Gratuita, aunque al terminar el año no se había

aplicado. El sistema de justicia seguía sufriendo la

falta de capacidad y de recursos. Las organizaciones

de la sociedad civil informaron de que muchas

personas no podían beneficiarse de las disposiciones

sobre libertad bajo fianza porque a menudo, para

conseguirla, se les pedía el pago de sobornos en la

comisaría de policía o en el tribunal.

Según las organizaciones de la sociedad civil, eran

habituales el encarcelamiento por deudas –sobre la

base de acusaciones de apropiación indebida y otros

cargos– y por merodeo. Las mujeres que intentaban

ganarse la vida mediante el comercio o a través de

instituciones de microfinanciación se arriesgaban a

ser encarceladas por deudas. Se concluyó que la falta

de competencia legal dentro del sistema de justicia

penal y la corrupción eran graves problemas

subyacentes. Sin acceso a un abogado, muchas

personas permanecían encarceladas durante

periodos prolongados.

Los aplazamientos constantes, los retrasos en

dictar actas de acusación formal, la pérdida de

expedientes y la escasez de jueces contribuían a que
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se prolongara la prisión preventiva y al hacinamiento

en las cárceles.

Policía y fuerzas de seguridad
En enero se filtró a la prensa que la policía de Sierra

Leona había recibido una remesa de armas que había

adquirido por varios millones de dólares

estadounidenses, y que incluía armas pequeñas,

munición y lanzagranadas. El envío, a la vista de las

elecciones de noviembre, alarmó a agentes

nacionales e internacionales. Representantes del

Consejo de Seguridad de la ONU visitaron el país en

mayo y plantearon esta cuestión al gobierno, que les

garantizó que parte de las armas se habían

transferido a las fuerzas armadas.

� En abril, la policía mató a una mujer desarmada,

Musu Conteh, e hirió al menos a otras 11 personas

cuando los trabajadores de una empresa minera se

manifestaban pacíficamente contra la precariedad de

las condiciones laborales y de los salarios. La Comisión

de Derechos Humanos de Sierra Leona investigó el

incidente y dio a conocer sus conclusiones en

septiembre, recomendando la apertura de

investigaciones penales y enjuiciamientos. El gobierno

ordenó la apertura de una investigación del

pesquisidor, pero al finalizar el año no se había

publicado su informe. Nadie rindió cuentas por el

suceso.

� En junio, la policía disparó y mató a Alieu Sonkoh e

Ishmael Kargbo-Sillah en Wellington. Un tercer hombre

resultó herido de gravedad. Según las familias y los

miembros de la comunidad que presenciaron el

incidente, los tres hombres, que iban desarmados,

formaban parte de un grupo de vigilancia vecinal que

estaba en la zona donde la policía buscaba un

vehículo. El presidente visitó la comunidad y ordenó

una investigación del pesquisidor, que se cerró en julio.

Al finalizar el año no se habían hecho públicos sus

resultados.

� En junio, la policía disparó y mató en Goderich a un

motociclista que no se detuvo en un control policial. Un

agente fue detenido y acusado formalmente de

asesinato. El juicio continuaba al terminar el año.

Los grupos de la sociedad civil pidieron un

mecanismo de supervisión independiente y efectivo

para investigar las quejas y hacer que la policía

rindiera cuentas de sus actos.

Derecho a la salud
El gobierno hizo algunos avances para garantizar

que la Iniciativa Asistencia Sanitaria Gratuita

(FHCI), lanzada en 2010, se convirtiera en realidad

para mujeres y niñas embarazadas o lactantes y

para niños y niñas menores de cinco años. En

junio, el gobierno aprobó la Ley sobre la Unidad

Nacional de Adquisiciones Farmacéuticas para

supervisar y regular la cadena de suministro de

medicamentos y equipos médicos. Los

profesionales de la salud siguieron informando de

problemas a la hora de recibir suministros

esenciales.

Continuaron las dificultades en la implementación

de la FHCI. Los centros de salud seguían cobrando

por servicios de atención a la salud que debían ser

gratuitos. Se creó una línea telefónica gratuita para

atender las quejas de las personas que no recibían

la atención a la que tenían derecho, pero el proceso

era lento e ineficaz.

En 2012, el presupuesto general para el sector de

la salud se redujo del 11 al 7,4 por ciento, es decir,

la mitad del 15 por ciento recomendado por la

Declaración de Abuja sobre financiación de la salud.

Derechos de mujeres y niñas
En agosto se aprobó la Ley sobre Delitos Sexuales,

pero al finalizar el año no se había promulgado.

Seguían vigentes las disposiciones discriminatorias

del artículo 27.4.d de la Constitución relativas a la

adopción, el matrimonio, el divorcio, el entierro,

la devolución de bienes tras el fallecimiento u otros

intereses del derecho personal.

La violencia contra mujeres y niñas seguía siendo

elevada, y continuaron las prácticas tradicionales

nocivas, como el matrimonio precoz y la mutilación

genital femenina.

Rendición de cuentas de las empresas
Los acuerdos entre comunidades, empresas y

gobierno sobre el uso de la tierra favorecían

enormemente a las empresas multinacionales en

detrimento de las comunidades locales. Algunos jefes

tradicionales entregaron terrenos a empresas sin

haber consultado apenas o en absoluto con las

comunidades afectadas. Muchos acuerdos sobre

tierras no estaban disponibles en las lenguas locales o

no eran accesibles a las personas analfabetas. Los

miembros de las comunidades y las organizaciones
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de la sociedad civil que defendieron la rendición de

cuentas y la transparencia de las empresas sufrieron

hostigamiento e intimidación.

En abril, agricultores, organizaciones de la

sociedad civil y activistas se reunieron en Freetown

para exigir una revisión de todos los acuerdos

recientes sobre tierras. Pidieron al gobierno que

instituyera medidas para garantizar que los acuerdos

entre comunidades y empresas multinacionales

fueran justos y transparentes.

Informes y visitas
de Amnistía Internacional
� Amnistía Internacional visitó Sierra Leona en abril y mayo,

y en septiembre.

� Sierra Leone: Briefing on the events in Bumbuna (AFR 51/004/2012)

� A seven-point human rights agenda for candidates in Sierra Leone’s

2012 elections (AFR 51/005/2012)

� La condena de Taylor deja el claro mensaje de que nadie está por

encima de la ley (PRE01/226/2012)

SINGAPUR
REPÚBLICA DE SINGAPUR
Jefe del Estado: Tony Tan Keng Yam
Jefe del gobierno: Lee Hsien Loong

Singapur tomó medidas para reducir la imposición
preceptiva de la pena de muerte, pero los medios de
comunicación siguieron bajo estricto control
y continuó la represión política de la disidencia.
Siguieron vigentes leyes que hacían posible la
detención arbitraria y la pena judicial de los azotes
con vara.

Pena de muerte
El gobierno declaró en julio que revisaría las

leyes que declaraban preceptiva la pena de

muerte por asesinato y narcotráfico. En octubre

propuso reformas que permitían la imposición

discrecional de la pena en algunos casos de

narcotráfico, como que el acusado hubiera

actuado únicamente como mensajero o

colaborado sustancialmente con la Oficina

Central de Narcóticos. Además, el Tribunal de

Apelación debería revisar la legalidad de cada

condena a muerte antes de la ejecución.

El gobierno manifestó que se habían aplazado las

ejecuciones durante esta revisión. Al final del año

había al menos 32 personas en espera de ser

ejecutadas.

Tortura y otros malos tratos
Continuó imponiéndose la pena judicial de los azotes

con vara –práctica constitutiva de tortura u otros

malos tratos– por una amplia diversidad de delitos.

Los narcotraficantes a quienes se impusiera

cadena perpetua en lugar de la pena de muerte

preceptiva podrían ser condenados a recibir azotes

con vara en virtud de las propuestas de reforma de la

Ley sobre el Abuso de Drogas.

Libertad de expresión y de reunión
Los activistas de la oposición, entre quienes había

ex presos de conciencia, siguieron expresando sus

opiniones en Internet, en libros y en reuniones

públicas, pero la represión de la disidencia política

fue generalizada.

� En mayo se denegó la entrada en Singapur a Robert

Amsterdam, abogado canadiense de derechos

humanos que representaba al Partido Democrático de

Singapur y a su líder, Chee Soon Juan, lo que vulneró el

derecho de éste a acceder a su abogado.

� En julio, el rector del nuevo campus en Singapur de

la Universidad de Yale de Estados Unidos declaró al

diario estadounidense Wall Street Journal que no se

permitiría que los estudiantes organizaran protestas

políticas. En virtud de los Principios Rectores de la

ONU sobre las empresas y los derechos humanos, con

esta política el órgano rector de la universidad, la Yale

Corporation, incumplía su responsabilidad de evitar

causar efectos negativos en los derechos humanos,

especialmente en la libertad de expresión y de reunión.

� En septiembre, los ex primeros ministros Lee Kuan

Yew y Goh Chok Tong aceptaron la compensación

extrajudicial de 30.000 dólares estadounidenses

ofrecida por el líder del Partido Democrático de

Singapur, Chee Soon Juan, lo que permitió que éste

evitara la bancarrota y, posteriormente, viajara al

extranjero y se presentara a las próximas elecciones.

En agosto, por primera vez en muchos años, se

pudieron encontrar en las librerías de Singapur los

libros de Chee Soon Juan.
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SIRIA
REPÚBLICA ÁRABE SIRIA
Jefe del Estado: Bachar al Asad
Jefe del gobierno: Wael al Halqi

(sustituyó en agosto a Omar Ibrahim Ghalawanyi,
quien había sustituido ese mismo mes a Riyad Farid Hiyab,

quien a su vez había sustituido a Adel Safar en junio)

El conflicto armado interno entre las fuerzas del
gobierno y la oposición, integrada por el Ejército
Sirio Libre y otros grupos armados, estuvo
caracterizado por la comisión de abusos graves
contra los derechos humanos, crímenes de guerra
y crímenes de lesa humanidad. Las fuerzas del
gobierno, responsables de la gran mayoría de las
violaciones de derechos humanos, lanzaron ataques
indiscriminados contra zonas residenciales
utilizando aviones, proyectiles de artillería,
morteros, armas incendiarias y bombas de racimo.
Ayudadas por milicias afines, detuvieron a miles de
personas, incluso menores de edad, y sometieron a
muchas de ellas a desaparición forzada. La tortura y
los malos tratos a personas detenidas eran
habituales; según informes, al menos 550 personas
murieron bajo custodia, muchas de ellas tras haber
sido torturadas. Otras fueron ejecutadas
extrajudicialmente. Seguía habiendo
francotiradores de las fuerzas de seguridad que
disparaban contra asistentes a manifestaciones
pacíficas contra el gobierno o funerales públicos.
Se perseguía al personal médico que atendía a las
personas heridas. Las violaciones de derechos
humanos que se cometían, así como las cometidas
en el pasado, estaban envueltas en un clima de
impunidad. Los grupos armados que luchaban
contra el gobierno cometieron también abusos
graves, incluidos crímenes de guerra; torturaron y
ejecutaron sumariamente a soldados y miembros de
milicias afines al gobierno que habían capturado, y
efectuaron bombardeos indiscriminados que
mataron e hirieron a civiles. Cientos de miles de
personas se vieron obligadas a huir de sus hogares;
la ONU calculaba que en Siria había más
de 2 millones de personas internamente
desplazadas y sometidas a privaciones extremas, y
que desde el principio del conflicto casi 600.000 se

habían refugiado en países vecinos, donde
soportaban con frecuencia duras condiciones de vida.
No pudo confirmarse si se habían dictado sentencias
de muerte o llevado a cabo ejecuciones.

Información general
La mayor parte del país se vio sumida en el conflicto

armado interno, que causó miles de víctimas civiles.

Se generalizaron los ataques aéreos y de artillería y

mortero, los atentados con explosivos, las ejecuciones

extrajudiciales y sumarias, las amenazas, los

secuestros y la toma de rehenes.

En enero, la Liga de los Estados Árabes suspendió

su misión, cuyo cometido era vigilar el cumplimiento

del compromiso del gobierno sirio de retirar las

fuerzas armadas de las poblaciones, detener la

violencia y liberar a los detenidos. De igual modo,

dada la persistencia de la violencia armada, el 19 de

agosto se puso fin al mandato de la Misión de

Supervisión de la ONU en Siria, establecida en abril

para vigilar y apoyar la aplicación del plan propuesto

por Kofi Annan, enviado especial conjunto de la ONU

y la Liga de los Estados Árabes. La Federación Rusa y

China vetaron en dos ocasiones resoluciones del

Consejo de Seguridad sobre la situación de Siria. En

agosto, Kofi Annan fue sustituido por Lajdar Brahimi,

veterano diplomático argelino que, al concluir el año,

seguía sin conseguir avances en la búsqueda de una

solución política consensuada al conflicto.

En febrero, el gobierno sometió a referéndum una

nueva Constitución que ponía fin al largo monopolio

del poder del partido Baás, pero no satisfacía las

demandas de la oposición, que pedía amplias

reformas políticas. Transcurridos 90 días, se

celebraron elecciones parlamentarias.

El gobierno siguió atribuyendo numerosos

homicidios de manifestantes a misteriosas “bandas

armadas”, y en julio aprobó una nueva ley

antiterrorista que se empleó para detener a activistas

políticos y otras personas por imprecisos cargos de

comisión de “actos terroristas” y juzgarlas sin

garantías ante el nuevo Tribunal Antiterrorista, que

entró en funcionamiento en septiembre.

El 18 de julio, un atentado con explosivos

perpetrado en la capital, Damasco, y reivindicado por

el Ejército Sirio Libre, se cobró la vida del ministro y el

viceministro de Defensa, el vicepresidente adjunto y

el jefe de la Oficina de Seguridad Nacional. Dos días

más tarde, grupos armados de oposición lanzaron
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una ofensiva que extendió el conflicto armado a

Alepo, Damasco y otros lugares.

En septiembre, el Consejo de Derechos Humanos

de la ONU prorrogó el mandato de la comisión de

investigación internacional independiente, establecida

en 2011. En febrero y agosto, esta comisión había

comunicado que las fuerzas del gobierno

habían cometido crímenes de lesa humanidad,

crímenes de guerra y abusos graves contra los

derechos humanos, y que las fuerzas armadas de la

oposición habían perpetrado también crímenes de

guerra, pero “de gravedad, frecuencia y escala”

inferiores. Las autoridades siguieron denegando la

entrada al país tanto a la comisión de investigación

como al Consejo de Derechos Humanos. Además,

limitaron el acceso a los medios de comunicación

internacionales y a las organizaciones independientes

de derechos humanos, que no obstante consiguieron

llegar a diversas zonas, especialmente a algunas

controladas por las fuerzas de la oposición armada.

En enero y octubre, el gobierno anunció sendas

amnistías generales, pero no se supo a ciencia cierta

cuántas personas detenidas de forma arbitraria

quedaron en libertad.

En noviembre, diversos grupos de oposición

formaron la Coalición Nacional de Fuerzas

Revolucionarias y de la Oposición de Siria, que cada

vez fue ganando mayor reconocimiento internacional

como único y legítimo representante del pueblo sirio.

Estados Unidos y la Liga de los Estados Árabes

siguieron imponiendo sanciones a Siria, a la vez que

pedían reiteradamente al presidente Al Asad que

abandonara el poder. La Unión Europea amplió sus

sanciones específicas contra miembros del régimen

sirio.

Delitos de derecho internacional
Las fuerzas del gobierno y sus milicias afines

cometieron crímenes de guerra al arrasar ciudades y

pueblos considerados baluartes de la oposición,

sobre todo en las gobernaciones de Homs, Idlib,

Hama, Damasco y Alepo. Llevaron a cabo ataques

indiscriminados, que causaron miles de muertos y

heridos en la población civil. Muchas de estas

muertes se debieron al uso indebido de armas de

guerra poco precisas en zonas civiles densamente

pobladas. Además de lanzar desde aviones bombas

no guiadas de caída libre, las fuerzas de seguridad

dispararon morteros, artillería, armas incendiarias y

cohetes en áreas residenciales. También utilizaron

armas prohibidas internacionalmente, como minas

antipersonal y munición de racimo, y saquearon,

destruyeron e incendiaron sistemáticamente bienes y,

en ocasiones, los cadáveres de sus víctimas.

� Hassan y Rayan al Bajri, de 11 y 8 años de edad

respectivamente, murieron en julio en Maarat al

Noman, junto con su madre –Salha–, su padre

–Naasan– y dos vecinos, cuando su casa fue

alcanzada por un proyectil de mortero disparado por

las fuerzas del gobierno.

� El 28 de agosto, un ataque aéreo del gobierno, que

impactó contra el mercado de la localidad de Kafr

Anbel, se cobró la vida de 22 civiles e hirió a muchos

más. Entre las víctimas figuraban Fathiya Fares Ali al

Sheikh, madre de nueve hijos, y los adolescentes

Mohamed y Jumaa al Sweid.

Abusos cometidos por grupos armados
de oposición
Grupos armados que luchaban contra el gobierno,

algunos de ellos vinculados al Ejército Sirio Libre,

cometieron violaciones graves del derecho internacional

humanitario constitutivas de crímenes de guerra. Las

víctimas fueron en su mayoría miembros de las fuerzas

del gobierno y milicianos, o personas sospechosas de

serlo, a quienes torturaron o ejecutaron sumariamente

tras su captura o tras “juicios” sin las debidas garantías

ante improvisados tribunales. También persiguieron a

periodistas de medios afines al gobierno, y a las familias

de presuntos miembros de las milicias afines al

gobierno. Los grupos armados amenazaron y

secuestraron a civiles, para cuya liberación exigieron en

ocasiones rescates, y utilizaron a algunas personas

como rehenes, entre ellas soldados y ciudadanos

libaneses e iraníes. Asimismo, perpetraron atentados

suicidas y otros ataques con explosivos, y en ocasiones

dispararon armas poco precisas, como artillería y

morteros, en barrios densamente poblados; utilizaron

armas de efecto indiscriminado por su naturaleza,

como minas antipersonal, y prepararon o guardaron

municiones y explosivos en edificios residenciales,

poniendo así en peligro la vida de los civiles residentes

en ellos. También utilizaron niños para operaciones

militares, sobre todo de apoyo (no de combate). Según

la información recibida, al concluir el año los grupos

armados de oposición amenazaban y atacaban cada

vez más a comunidades minoritarias consideradas

afines al gobierno.
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� Al terminar el año continuaban cautivos 9 de 11

musulmanes chiíes libaneses que el grupo armado

Brigada Asifat al Shimal había tomado como rehenes

el 22 de mayo, cuando se dirigían a Irán, procedentes

de Líbano.

� El 31 de julio, tras fuertes enfrentamientos, el grupo

armado Brigada Al Tawhid capturó a 14 miembros del

clan suní Al Berri, que era favorable al gobierno.

Posteriormente, en unas imágenes de vídeo se pudo

ver cómo los torturaban y cómo mataban después a

tiros al menos a 3 de ellos, incluido Ali Zein al Abdeen

al Berri, uno de los líderes del clan. El responsable de

Comunicación del Ejército Sirio Libre condenó estos

homicidios y anunció una investigación, pero no se

tuvo constancia de ninguna.

Libertad de expresión:
ataques contra periodistas
Los periodistas sufrían hostigamiento de todas las

partes en el conflicto, y las fuerzas del gobierno sirio

hostigaban también a quienes hacían periodismo

ciudadano. Al menos 11 periodistas murieron en

ataques que parecían dirigidos específicamente

contra ellos, mientras que otros fueron detenidos o

tomados como rehenes. También murieron

periodistas como consecuencia de bombardeos

indiscriminados o de fuego cruzado.

� La periodista estadounidense Marie Colvin y el

fotógrafo francés Remi Ochlik murieron el 22 de

febrero, cuando las fuerzas del gobierno

bombardearon un edificio en Homs. Otros periodistas,

que sobrevivieron al ataque, aseguraron que éste había

sido deliberado, ya que el edificio se utilizaba como

centro de prensa. Rami al Sayed, periodista ciudadano

sirio que informaba desde Homs, murió ese mismo día

por heridas de metralla sufridas durante un

bombardeo.

� Maya Nasser, corresponsal sirio del canal estatal de

televisión iraní Press TV, murió el 26 de septiembre, al

parecer por disparos de francotiradores de la

oposición, cuando informaba sobre un atentado con

explosivos contra el cuartel general del ejército sirio en

Damasco. Su colega Hussein Mortada, del canal iraní

de noticias Al Alam, resultó herido en el ataque. Ambos

habían sido amenazados previamente por las fuerzas

de oposición.

� Ali Mahmoud Othman, activista del centro de prensa

de Homs, fue detenido en su casa el 24 de marzo.

Apareció en abril en la televisión estatal, pero al

concluir el año su familia no había recibido más

información de las autoridades sobre su paradero.

� El 16 de febrero, agentes de los servicios de

inteligencia de la Fuerza Aérea detuvieron en Damasco

a Mazen Darwish, director del Centro Sirio para los

Medios de Comunicación y la Libertad de Expresión, y

a Abd al Rahman Hamada, Hussein Gharir, Mansour al

Omari y Hani al Zitani, miembros también del personal

del Centro. Tras su detención, todos ellos fueron

recluidos en régimen de incomunicación, y al concluir

el año seguían privados de libertad. Otras 11 personas

detenidas ese mismo día quedaron en libertad, si bien

7 de ellas fueron más tarde declaradas culpables de

“posesión de material prohibido con intención de

difundirlo” por un tribunal militar.

Ejecuciones extrajudiciales cometidas
por las fuerzas del gobierno
y las milicias afines
Las fuerzas del gobierno y las milicias que operaban

junto a ellas ejecutaron sumariamente a combatientes

de la oposición capturados y a civiles –a veces en

número elevado–, durante incursiones militares en

zonas consideradas afines a la oposición. Con

frecuencia, los cadáveres de las víctimas aparecían

con las manos atadas a la espalda y múltiples heridas

de bala en la parte superior del cuerpo. Algunos

habían sido quemados.

� El 23 de marzo, soldados del gobierno sacaron de su

casa, en Sarmin, a las afueras de Idlib, a los hermanos

Yousef, Bilal y Talal Haj Hussein, trabajadores de la

construcción de entre 20 y 30 años. Los ejecutaron

sumariamente, delante de su madre y de sus

hermanas, y prendieron fuego a los cadáveres.

� Decenas de personas, muchas de ellas civiles ajenos

a los combates, fueron ejecutadas sumariamente

durante una incursión militar en la localidad de Houla,

cercana a Homs, el 25 de mayo. Pese a los

desmentidos del gobierno, la comisión de investigación

internacional independiente concluyó que “más de

100 civiles, casi la mitad de ellos menores de edad”,

habían muerto allí a manos de soldados del gobierno

y de milicias afines.

Uso excesivo de la fuerza por parte
de las fuerzas del gobierno
y las milicias afines
Las fuerzas del gobierno y sus milicias afines

empleaban habitualmente fuerza excesiva o medios
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letales para reprimir protestas pacíficas convocadas

para pedir la “caída del régimen”. Cientos de

personas, entre ellas niños y transeúntes, que no

constituían ninguna amenaza para las fuerzas de

seguridad ni para nadie, murieron o resultaron

heridas por disparos de francotiradores del gobierno

durante protestas o funerales públicos de “mártires”.

Las autoridades presionaron a las familias de algunas

de las víctimas para que firmaran declaraciones en

las que se culpaba a grupos armados terroristas, y no

a las fuerzas de seguridad, de las muertes.

� Mohammed Haffar, propietario de una tienda de

dulces en Alepo, murió abatido por disparos el 17 de

mayo. Se encontraba de pie, a la puerta de la tienda,

cuando fuerzas del gobierno abrieron fuego contra una

manifestación.

� Moaz Lababidi, escolar de 16 años de edad, fue una

de las 10 personas que murieron el 25 de mayo por

disparos de las fuerzas de seguridad y de milicianos

vestidos de civil. Murió a la puerta de una comisaría de

policía de Alepo, cuando participaba en el cortejo

fúnebre de cuatro manifestantes muertos también por

disparos ese día.

Persecución de personas heridas
y de profesionales de la salud
Las fuerzas del gobierno y las milicias persiguieron a

civiles y combatientes de oposición heridos, algunos

de los cuales sufrieron también malos tratos en

hospitales públicos. Asimismo, las fuerzas del

gobierno lanzaron ataques contra centros médicos

provisionales establecidos por la oposición para

atender a los heridos, y persiguieron a los médicos,

enfermeros y paramédicos que trabajaban como

voluntarios en ellos.

� El 24 de junio, una semana después de su detención

por agentes de los servicios de inteligencia de la Fuerza

Aérea, se encontraron en Alepo los cadáveres,

quemados y mutilados, de los estudiantes Basel Aslan,

Musab Barad y Hazem Batikh, pertenecientes a una

red médica que atendía a manifestantes heridos. El

cuerpo de Basel Aslan tenía las manos atadas a la

espalda; lo habían torturado y le habían disparado en la

cabeza.

� Según la información recibida, los servicios sirios de

Inteligencia Militar detuvieron el 18 de agosto a Osama

al Habaly en la frontera sirio-libanesa, cuando volvía a

su casa tras haber recibido tratamiento médico en

Líbano. Su familia supo después que lo habían

torturado, pero no recibió información oficial sobre la

suerte que había corrido.

Represión de la disidencia
El gobierno mantuvo los estrictos controles impuestos

a la libertad de expresión, asociación y reunión. Las

fuerzas de seguridad y las milicias del gobierno

detuvieron a miles de personas durante

manifestaciones, asaltos a viviendas y registros casa

por casa en el contexto de campañas militares de

represión. Cientos, si no miles, de personas se

encontraban recluidas en régimen de incomunicación

y en condiciones constitutivas de desaparición

forzada, a menudo en centros de detención no

revelados y, en ocasiones, provisionales, donde la

tortura y otros abusos estaban generalizados y se

cometían con impunidad. Entre las personas

detenidas figuraban activistas políticos y de derechos

humanos, periodistas, blogueros, trabajadores

humanitarios e imanes. Algunas de ellas fueron

declaradas culpables y condenadas en juicios

injustos, sobre todo ante tribunales militares y

especiales.

� Khalil Matouq, destacado abogado de derechos

humanos, y su amigo Mohammed Thatha

desaparecieron el 2 de octubre cuando se desplazaban

por Damasco, atravesando puestos de control de las

fuerzas de seguridad. Según se comunicó a sus

familias, se encontraban recluidos en régimen de

incomunicación en una sección de los servicios

de Seguridad del Estado de Damasco.

� Cuatro mujeres –Rua Jafar, Rima Dali y las

hermanas Kinda al Zaour y Lubna al Zaour– fueron

detenidas el 21 de noviembre por agentes de

seguridad, cuando paseaban por una calle de

Damasco vestidas de novias y pidiendo el fin de la

violencia en Siria. Permanecieron recluidas durante

siete semanas.

Tortura y otros malos tratos
La tortura y otros malos tratos a detenidos, incluidos

menores de edad, eran práctica generalizada,

cometida impunemente por las fuerzas del gobierno y

sus milicias a fin de obtener información,

“confesiones” y castigar y atemorizar a presuntos

opositores del gobierno. Se utilizaban métodos como

propinar a la víctima fuertes palizas, colgarla de las

extremidades o introducida en un neumático,

aplicarle descargas eléctricas y violarla o infligirle
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otros abusos sexuales. Con frecuencia, los detenidos

permanecían recluidos en condiciones de

hacinamiento e insalubres, sin acceso a tratamiento

médico o incluso sometidos a abusos por parte del

personal médico.

� El 24 de abril, agentes de los servicios de inteligencia

de la Fuerza Aérea torturaron a Salameh Kaileh,

periodista palestino de nacionalidad jordana, tras

llevárselo detenido de su casa, en Damasco, al parecer

por una conversación que había mantenido en

Facebook y por estar en posesión de una publicación

de izquierdas. Lo azotaron en las plantas de los pies y lo

insultaron. El 3 de mayo, lo trasladaron a un hospital

militar, donde al igual que a otras personas, lo

golpearon, lo insultaron y le negaron acceso al retrete

y a medicamentos. El 14 de mayo lo expulsaron a

Jordania.

Asimismo, algunos grupos armados de oposición

torturaron o sometieron a otros malos tratos a

miembros de las fuerzas de seguridad o a

simpatizantes del gobierno.

Muertes bajo custodia
Según informes, al menos 550 personas, incluidos

menores de edad, murieron bajo custodia, en su

mayoría a causa, al parecer, de torturas u otros malos

tratos. Muchas de ellas eran presuntos opositores del

gobierno. No se puso a nadie a disposición judicial

por estas muertes.

� Los hermanos Ahmad y Yahia Kaake fueron

detenidos en un puesto de control del ejército cercano

a Alepo el 29 de septiembre. Días más tarde, un

familiar localizó el cuerpo de Ahmad Kaake en un

depósito de cadáveres. Presentaba cuatro heridas de

bala. Yahia Kaake continuó recluido en régimen de

incomunicación.

Desapariciones forzadas
Las fuerzas del gobierno no desvelaron información

sobre la suerte que habían corrido cientos, si no

miles, de personas recluidas en relación con el

conflicto en condiciones constitutivas de desaparición

forzada. Asimismo, las autoridades siguieron sin

ofrecer explicaciones sobre las aproximadamente

17.000 personas desaparecidas bajo custodia siria

desde finales de la década de 1970. Entre ellas,

había cientos de palestinos y libaneses detenidos en

Siria o secuestrados en Líbano por las fuerzas sirias o

por milicias libanesas y palestinas. Sin embargo, la

liberación del ciudadano libanés Yacoub Chamoun,

casi 27 años después de su desaparición, avivó la

esperanza, entre algunas familias, de que sus seres

queridos siguieran con vida.

� La activista Zilal Ibrahim al Salhani desapareció tras

ser detenida el 28 de julio en su casa, en Alepo, por las

fuerzas de seguridad. Al terminar el año seguía sin

conocerse su paradero.

Impunidad
El gobierno no tomó medidas para investigar las

numerosas denuncias formuladas contra sus fuerzas

ni llevó a nadie ante la justicia por presuntas

violaciones graves de derechos humanos, crímenes

de lesa humanidad o crímenes de guerra. Por el

contrario, mantuvo un régimen de impunidad, con

leyes que garantizaban a los miembros de las fuerzas

de seguridad inmunidad efectiva ante homicidios

ilegítimos, tortura, desapariciones forzadas y otras

violaciones de derechos humanos. Tampoco tomaron

las autoridades medidas para investigar y hacer rendir

cuentas a los responsables de violaciones graves de

derechos humanos cometidas en el pasado –por

ejemplo, las desapariciones forzadas, que se

contaban por miles, y los homicidios de reclusos

cometidos en la prisión de Saydnaya en 2008 y en la

prisión de Tadmur en junio de 1980–. En febrero, la

comisión de investigación internacional

independiente entregó a la alta comisionada de la

ONU para los derechos humanos una lista sellada de

altos cargos que debían ser investigados por crímenes

de lesa humanidad.

Los grupos armados de oposición tampoco

respetaron el derecho internacional humanitario,

en especial al no tomar medidas para impedir

crímenes de guerra como la tortura y los homicidios

sumarios de prisioneros.

Personas refugiadas y desplazadas
internamente
Las fuerzas del gobierno lanzaron con frecuencia

ataques aéreos indiscriminados contra zonas

controladas por la oposición, con lo que casi todos

sus habitantes se vieron obligados a huir. Otras

personas, sobre todo miembros de comunidades

minoritarias, se vieron igualmente obligadas a huir de

sus hogares por temor a ataques de grupos armados

de oposición. Muchas acamparon en el campo o se

refugiaron en cuevas, mientras que otras acudieron a
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casas de familiares o abandonaron el país. Las

personas refugiadas procedentes de otros lugares

que vivían en Siria, sobre todo los refugiados

palestinos, tuvieron especiales dificultades para

encontrar seguridad.

En diciembre, la ONU calculó que en Siria había

más de 2 millones de desplazados internos a

consecuencia del conflicto, que necesitaban ayuda

humanitaria. Según el ACNUR, la agencia de la ONU

para los refugiados, había casi 600.000 sirios

registrados como refugiados o pendientes de hacerlo

en Turquía, Jordania, Líbano, Irak y el Norte de

África, aunque se creía que el número total de

personas que habían huido de Siria era superior. Los

países vecinos permitieron la entrada a sus territorios

de miles de refugiados sirios, que buscaban en ellos

seguridad y ayuda. Sin embargo, a mediados de

agosto, Turquía e Irak restringieron la entrada, lo que

violaba el derecho internacional. Al concluir el año,

miles de personas vivían en campos junto a la

frontera turca, soportando penosas condiciones.

Pena de muerte
La pena de muerte continuaba en vigor. No pudo

confirmarse si se habían dictado sentencias

de muerte o llevado a cabo ejecuciones.

Informes y visitas
de Amnistía Internacional
� Amnistía Internacional hizo numerosas visitas a Siria y a países

vecinos para investigar sobre la situación de los derechos humanos en

Siria.

� “I wanted to die”: Syria’s torture survivors speak out

(MDE 24/016/2012)

� Represalias mortales: Homicidios deliberados y otros abusos de las

fuerzas armadas sirias (MDE 24/041/2012)

� All-out repression: Purging dissent in Aleppo, Syria (MDE 24/061/2012)

� La población civil se lleva la peor parte en la batalla por Alepo

(MDE 24/073/2012)

� Syria: Indiscriminate attacks kill, terrorize and displace civilians

(MDE 24/078/2012)

SOMALIA
REPÚBLICA DE SOMALIA
Jefe del Estado: Hassan Sheij Mohamud

(sustituyó a Sheij Sharif Sheij Ahmed en septiembre)
Jefe del gobierno: Abdi Farah Shirdon Saaid

(sustituyó a Abdiweli Mohamed Ali en octubre)
Jefe de la República de Somalilandia: Ahmed Mohamed

Mahamud Silanyo

Continuó el conflicto armado que enfrentaba a las
fuerzas progubernamentales y la Misión de la Unión
Africana en Somalia (AMISOM) con el grupo armado
islamista Al Shabaab en el sur y el centro de
Somalia. Las fuerzas progubernamentales tomaron
el control de algunas ciudades clave que estaban en
poder de Al Shabaab, entre ellas el puerto de
Kismayo. La transición política puso fin al mandato
del Gobierno Federal de Transición. En agosto se
seleccionó un nuevo Parlamento, en septiembre se
designó un nuevo presidente y en octubre se nombró
un nuevo primer ministro. Miles de civiles murieron,
resultaron heridos o se vieron desplazados debido al
conflicto armado y la violencia generalizada. El
acceso de los organismos de ayuda humanitaria
seguía sufriendo limitaciones debido a los combates,
la inseguridad y las restricciones impuestas por las
partes en el conflicto. Un total de 18 periodistas
perdieron la vida; otros fueron objeto de ataques y
hostigamiento y tuvieron que exiliarse. El personal
de las organizaciones de ayuda humanitaria y de
derechos humanos seguía siendo también blanco de
ataques. Los grupos armados seguían haciendo
reclutamiento forzoso, incluso de niños y niñas, y
llevando a cabo secuestros, tortura y homicidios
ilegítimos. Continuaba la impunidad por abusos
graves contra los derechos humanos, incluidos
crímenes de guerra. En Somalilandia, la libertad de
expresión se deterioró, y un periodista perdió la vida.

Información general
El Gobierno Federal de Transición y la AMISOM

seguían controlando la capital de Somalia,

Mogadiscio. Los enfrentamientos con Al Shabaab

continuaron durante todo el año, pero hubo menos

informes de incidentes y de víctimas civiles. Al

Shabaab perdió el control de algunas ciudades clave,

como Baidoa, Afgoye, Merka y Kismayo, pero lo
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mantuvo en extensas zonas del medio rural. La

inseguridad seguía siendo alta. La población civil

corría el riesgo de ser blanco de fuego indiscriminado,

ataques directos y atentados suicidas.

En julio, tropas kenianas se incorporaron

formalmente a la AMISOM, tras su intervención en

octubre de 2011. Continuó el apoyo internacional a

las fuerzas de seguridad del gobierno y las milicias

aliadas con ellas, pese a su falta de rendición de

cuentas por los abusos graves contra los derechos

humanos que se seguían cometiendo.

En julio, el Grupo de Supervisión de la ONU

puso de relieve las continuas violaciones de los

embargos de armas impuestos a Somalia.

En febrero, la ONU declaró el fin de la hambruna

en Somalia, pero advirtió de que persistía la crisis

humanitaria. Al terminar 2012 el 31 por ciento de la

población continuaba en situación de crisis

alimentaria y necesitaba asistencia.

En agosto concluyó el mandato del Gobierno

Federal de Transición. La fecha límite del 20 de

agosto establecida por el Gobierno Federal de

Transición para entregar el poder a un nuevo

gobierno más representativo se demoró en varias

ocasiones. En agosto se seleccionó el Parlamento y

en septiembre se designó un nuevo presidente. Se

eligió a un grupo de 135 ancianos para formar la

Asamblea Nacional Constituyente, encargada de

seleccionar a 275 nuevos parlamentarios y aprobar la

nueva Constitución de Somalia. La Asamblea

Nacional Constituyente aprobó la Constitución el 1 de

agosto. Aunque no reformó el texto, hizo algunas

recomendaciones para su consideración por el nuevo

Parlamento. Al terminar el año no había tenido lugar

el referéndum público exigido para aprobar la

Constitución. Un Comité de Selección Técnico apoyó

a la Asamblea Nacional Constituyente en la selección

de los posibles parlamentarios. Se evaluó a los

candidatos de acuerdo con una serie de criterios,

como no haber sido denunciados por abusos contra

los derechos humanos. El Tribunal Superior anuló la

decisión del Comité de Selección Técnico de rechazar

a 16 candidatos por ser presuntos señores de la

guerra. En septiembre, el Parlamento eligió a Hassan

Sheij Mohamud como presidente. Éste derrotó al

presidente en ejercicio, Sheij Sharif Sheij Ahmed, en

una segunda votación por 190 votos contra 79. En

octubre, el presidente nombró primer ministro a Abdi

Farah Shirdon Saaid. En noviembre, el Parlamento

aprobó el gabinete de ministros propuesto, del que

por primera vez formaba parte una mujer, la ministra

de Asuntos Exteriores de Somalia.

En enero se creó el Estado autónomo de Jatumo,

que declaró estar constituido por las regiones de Sool,

Sanag y Ayn y ser afecto al gobierno con sede en

Mogadiscio. El control de estas regiones era objeto de

disputas entre Somalilandia y Puntlandia. Los

enfrentamientos entre las fuerzas armadas de

Somalilandia y las milicias aliadas con el Estado

autónomo de Jatumo causaron el desplazamiento

de miles de personas.

Abusos cometidos por las partes
en el conflicto armado
Ataques indiscriminados
Cientos de civiles perdieron la vida o resultaron

heridos por ataques indiscriminados de todas las

partes en el conflicto. Disminuyó el número de

ataques con morteros pero, según noticias, algunos

causaron víctimas civiles. Los tiroteos y las luchas

internas entre diferentes unidades del Gobierno

Federal de Transición y las milicias, especialmente en

Mogadiscio, causaron muertos y heridos entre la

población civil. También causaron víctimas los

artefactos explosivos improvisados y las granadas

que, con creciente frecuencia, hacían estallar Al

Shabaab y sus simpatizantes. Al Shabaab reivindicó

la autoría de atentados suicidas en los que cientos de

personas murieron o resultaron heridas. Los ataques

aéreos –algunos de ellos realizados por Kenia–

también causaron muertos o heridos entre la

población civil en el sur y el centro de Somalia.

� El 15 de enero, unos ataques aéreos causaron en

Yilib la muerte de al menos siete personas, entre ellas

cinco menores de edad. Nadie reivindicó su autoría.

� El 28 de marzo, un ataque con morteros, al parecer

dirigido contra milicias progubernamentales, impactó

en el campo de desplazados internos de Beerta

Darawiishta, en Mogadiscio, y mató a tres personas,

entre ellas un niño de tres años. Otras ocho personas

resultaron gravemente heridas, según se informó.

� En abril, unos atentados suicidas perpetrados en

Mogadiscio y Baidoa causaron la muerte de un mínimo

de 22 personas. Al menos 10 personas, entre ellas los

presidentes del Comité Olímpico y la Asociación de

Fútbol de Somalia, murieron en un atentado contra el

recién reinaugurado Teatro Nacional de la capital. En

Baidoa, un atentado cometido cerca de un concurrido
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mercado causó al menos 12 muertos y más

de 30 heridos, entre ellos 10 periodistas.

Ataques directos contra civiles
La población civil seguía expuesta a ser objetivo

directo de ataques y homicidios en Mogadiscio.

� El 9 de noviembre, Malaaq Isaac Uus, uno de los

ancianos responsables de seleccionar a los nuevos

parlamentarios, murió por disparos a la puerta de una

mezquita en el distrito de Waberi de Mogadiscio.

Continuaban la tortura y los homicidios ilegítimos

cometidos por facciones de Al Shabaab contra

personas a las que acusaban de espiar o de no

ajustarse a su interpretación de la ley islámica. Estos

grupos mataban a la gente en público, incluso

mediante lapidación, y llevaban a cabo amputaciones

y flagelaciones. También imponían códigos de

conducta restrictivos a mujeres y hombres.

� En julio, según noticias, unos miembros de Al

Shabaab mataron a tiros en público a tres hombres en

Merka. Los acusaron de espiar para la CIA y para el

servicio de inteligencia británico MI6 y de ser

responsables de ataques con vehículos aéreos no

tripulados (drones).

� Una mujer fue secuestrada y decapitada en agosto

cerca de Baidoa. Unos días antes, según la

información recibida, Al Shabaab la había amenazado

para que dejara de vender té a las fuerzas

gubernamentales en la zona.

Según información recibida, las milicias aliadas

con el gobierno llevaron a cabo abusos como

ejecuciones extrajudiciales, reclusión arbitraria y

tortura y otros malos tratos en Baidoa y Beletweyne,

a menudo como respuesta a la inseguridad reinante

y a los ataques de Al Shabaab.

� En agosto, según los informes, tropas etíopes

mataron a tiros a un hombre sordo en Baidoa, al no

detenerse cuando se lo ordenaron.

Niños y niñas soldados
Al Shabaab seguía reclutando por la fuerza a niños

antes de las operaciones militares y en el curso de

ellas. La mayoría eran enviados a primera línea.

Se acusó también a las milicias afectas al gobierno de

seguir reclutando y usando niños y niñas soldados.

En julio, el Gobierno Federal de Transición firmó un

plan de acción con la ONU para poner fin al

reclutamiento y uso de niños y niñas soldados en sus

propias fuerzas armadas. Al terminar 2012 la

aplicación del plan no había comenzado, y seguía

habiendo niños y niñas en las fuerzas armadas

gubernamentales.

Libertad de expresión
Las partes en el conflicto seguían atacando,

hostigando e intimidando a periodistas y trabajadores

de los medios de comunicación somalíes.

Al menos 18 trabajadores de medios de

comunicación perdieron la vida. En noviembre, el

presidente anunció la creación de un grupo de

trabajo para investigar los homicidios de periodistas e

identificar a los autores. Sin embargo, al terminar

2012 no se había designado a ningún miembro del

grupo de trabajo y nadie había rendido cuentas. Las

autoridades de Puntlandia también seguían

imponiendo restricciones arbitrarias a la libertad de

los medios.

� El 28 de enero, Hassan Osman Abdi (“Fantastic”),

director de Shabelle Media Network, murió por

disparos efectuados por hombres no identificados.

Según los informes, murió de camino al hospital.

� El 20 de septiembre, tres periodistas –Abdirahman

Yasin Ali, director de Radio Hamar; Abdisatar Daher

Sabriye, jefe de informativos de Radio Mogadishu, y

Liban Ali Nur, jefe de informativos de Somali National

TV– murieron en un atentado suicida contra un popular

restaurante de Mogadiscio. Al menos otras 12

personas perdieron la vida y decenas más resultaron

heridas, entre ellas otros 4 periodistas.

� El 27 de septiembre se encontró, cerca de un

mercado de ganado de Mogadiscio, el cuerpo

decapitado de Abdirahman Mohamed, que trabajaba

para un sitio web de deportes.

� El 4 de marzo, Ali Ahmed Abdi, periodista de Radio

Galkayo, murió por disparos de hombres no

identificados. Asimismo, dos desconocidos mataron a

Farhan Jemiis Abdulle, periodista de Radio Daljir,

cuando se dirigía a su casa el 2 de mayo de 2012.

Ambas muertes se produjeron en la parte septentrional

de la ciudad de Galkayo, controlada por las

autoridades de Puntlandia.

� En octubre, el ministro del Interior de Puntlandia

cerró Radio Horseed, a la que acusó de difundir

noticias falsas para desestabilizar Puntlandia. También

se restringió el acceso al sitio web de Horseed Media,

propietaria de Radio Horseed, en algunas zonas de

Puntlandia.
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Personas internamente desplazadas,
refugiadas y solicitantes de asilo
Los combates, la inseguridad y la malnutrición aguda

seguían provocando el desplazamiento de cientos de

miles de personas. En 2012 había casi 1,36 millones

de somalíes internamente desplazados, la mayoría en

el sur y el centro de Somalia, según el ACNUR, la

agencia de la ONU para los refugiados.

Los campos de desplazados internos en

Mogadiscio siguieron creciendo. Se recibieron

frecuentes informes de desviación de ayuda

humanitaria por parte de representantes del gobierno

y administradores de campos de desplazados

internos, incluso del Grupo de Supervisión de la

ONU. La deficiente seguridad también repercutía en

la prestación de servicios a los campos. Continuaron

los informes de violencia sexual contra mujeres y

niñas. Según la información recibida, se desalojó por

la fuerza a personas internamente desplazadas de

antiguos edificios gubernamentales para dejar lugar a

proyectos de rehabilitación, así como de campos

cercanos al aeropuerto por motivos de seguridad.

� En febrero, al menos 60.000 personas huyeron del

corredor de Afgoye, la carretera que comunicaba esta

localidad con Mogadiscio, ante la inminencia de una

ofensiva prevista por el gobierno y AMISOM para

recuperar la localidad de manos de Al Shabaab.

� En septiembre, más de 10.000 personas huyeron de

Kismayo en vísperas de una ofensiva que arrebató el

puerto de esta localidad a Al Shabaab.

Había más de un millón de refugiados somalíes en

la región, especialmente en Etiopía y Kenia. En

noviembre, el complejo para refugiados de Dollo Ado,

en Etiopía, se convirtió en el segundo mayor del

mundo, después del complejo de Dadaab, en Kenia,

también para refugiados somalíes.

Restricciones a la ayuda humanitaria
Los combates, la inseguridad general y las

restricciones al acceso seguían obstaculizando las

operaciones humanitarias.

� En enero, Al Shabaab anunció la prohibición de las

actividades del Comité Internacional de la Cruz Roja

(CICR) en las zonas bajo su control. El grupo afirmó

que el CICR había repartido alimentos no aptos y que lo

había acusado de bloquear la ayuda humanitaria. En

marzo anunció la prohibición también de las

actividades de la ONG británica Save the Children, a la

que acusó de distribuir alimentos caducados, de

corrupción y de incumplimiento de las reglas de

Al Shabaab para los organismos de ayuda humanitaria.

El 8 de octubre, Al Shabaab anunció a través de Twitter

que prohibía Islamic Relief Worldwide.

� En mayo, un trabajador humanitario, Ahmed

Mohamed Noor, murió por disparos de hombres no

identificados a la salida de una mezquita tras la oración

de la tarde en Mursil, cerca de Baidoa.

Pena de muerte
En Mogadiscio se llevaron a cabo cuatro ejecuciones,

según cifras oficiales. Sin embargo, había indicios de

que fueron al menos cinco. Se dictaron un mínimo

de 51 condenas a muerte, después de juicios ante

tribunales militares que carecieron de garantías

procesales.

En Puntlandia se tuvo noticia de siete condenas a

muerte y se llevó a cabo al menos una ejecución.

Somalilandia
Miles de personas se vieron desplazadas por los

combates librados en el este de Somalia entre el

ejército de Somalilandia y milicias afectas al recién

creado Estado autónomo de Jatumo.

La libertad de expresión sufría crecientes

restricciones. Decenas de periodistas fueron objeto

de detención y reclusión arbitrarias. Algunos

denunciaron haber recibido golpes bajo custodia. Un

periodista resultó muerto. Un jefe tradicional estuvo

recluido durante cuatro meses por hacer

declaraciones en las que criticaba al gobierno.

�� Ahmed Saakin Farah Ilyas, periodista de Universal

TV, murió por disparos de hombres no identificados 

el 25 de octubre en la ciudad de Las Anod.

� Boqor Osman Mohamoud Buurmadow fue detenido

el 15 de marzo en Hargeisa. El 24 de abril fue acusado

formalmente de “actividad antinacional de un

ciudadano en el extranjero”, “propaganda subversiva o

antinacional” y “delito continuado” por unos

comentarios realizados en los Emiratos Árabes Unidos

en los que criticó la visita del presidente de

Somalilandia a China. El 8 de julio fue declarado

culpable y condenado a un año de prisión por “injurias

a un cargo público”, pero quedó en libertad el 18 de

julio.

Informes y visitas 
de Amnistía Internacional
� Somaliland: Release prisoner of conscience (AFR 52/007/2012)
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� Somalia: La protección de la población civil y los derechos humanos,

esenciales para un futuro estable (PRE01/100/2012)

� Somalia: Los ataques contra periodistas deben cesar

(PRE01/112/2012)

� Somalia debe acabar con la impunidad por los homicidios de

periodistas (PRE01/390/2012)

SRI LANKA
REPÚBLICA SOCIALISTA DEMOCRÁTICA DE SRI LANKA
Jefe del Estado y del gobierno: Mahinda Rajapaksa

Las detenciones ilegítimas, la tortura y las
desapariciones forzadas continuaban siendo una
práctica generalizada y se cometían con impunidad.
Autoridades y simpatizantes del gobierno hostigaron
y amenazaron a defensores y defensoras de los
derechos humanos, periodistas y miembros del
poder judicial que habían denunciado abusos 
de poder o propugnado la rendición de cuentas en
materia de derechos humanos. Más de tres años
después del final del conflicto armado entre el
gobierno de Sri Lanka y los Tigres de Liberación de
Eelam Tamil, persistía la impunidad de los presuntos
crímenes de guerra y crímenes de lesa humanidad
cometidos. El gobierno no puso en práctica las
recomendaciones sobre rendición de cuentas
formuladas por la Comisión de Experiencia
Adquirida y Reconciliación de Sri Lanka y el Consejo
de Derechos Humanos de la ONU. Las autoridades
siguieron aplicando la Ley de Prevención del
Terrorismo para detener y recluir a sospechosos
durante largos periodos sin cargos ni juicio. Pese a
las afirmaciones del gobierno, muchas personas
desplazadas por el conflicto armado no estaban
plenamente asentadas, incluidas algunas cuyas
tierras seguían ocupadas por el ejército de Sri Lanka.

Desapariciones forzadas
Se tuvo conocimiento de más de 20 posibles

desapariciones forzadas. Entre las víctimas había

activistas políticos, empresarios y presuntos

delincuentes. Siguieron sin resolverse casos

destacados de años anteriores.

� El 11 de febrero, unos hombres armados

secuestraron al empresario tamil Ramasamy

Prabaharan, justo dos días antes de la fecha en que el

Tribunal Supremo iba a celebrar una vista sobre sus

denuncias de detención arbitraria, reclusión y tortura a

manos de la policía e incautación de su empresa en

mayo de 2009.

� En abril fueron secuestrados Premakumar

Gunaratnam y Dimuthu Attigala, activistas del Partido

Socialista de Vanguardia, poco antes de la

presentación de esta nueva formación política; tras ser

interrogados, fueron finalmente liberados.

Premakumar Gunaratnam, ciudadano australiano, dijo

que había sido torturado por sus secuestradores, que

creía vinculados al gobierno.

� No hubo avances en las investigaciones sobre los

casos de los activistas políticos Lalith Kumar Weeraraj y

Kugan Muruganathan, presuntamente víctimas de

desaparición forzada a manos del ejército en Jaffna en

diciembre de 2011. Ambos habían estado organizando

una protesta pacífica de familiares de desaparecidos.

El Tribunal de Apelación aplazó varias veces la vista del

recurso de hábeas corpus presentado por las familias

de los dos activistas.

� En junio fue citado a declarar el ex fiscal general

Mohan Peiris en una vista de hábeas corpus sobre la

desaparición del caricaturista político Prageeth

Eknaligoda. Peiris había declarado ante el Comité de la

ONU contra la Tortura en 2011 que Eknaligoda vivía en

el extranjero. En la vista admitió que no conocía su

paradero y dijo que no recordaba quién había dicho

que estaba en el exilio.

Detención y reclusión arbitrarias
Las autoridades siguieron deteniendo a personas sin

orden judicial y recluyéndolas durante largos periodos

sin cargos ni juicio. En octubre reconocieron tener

bajo custodia sin cargos a casi 500 presuntos 

ex miembros de los Tigres de Liberación de Eelam

Tamil para lo que calificaban de “rehabilitación”.

Cientos de tamiles más continuaban bajo detención

administrativa pendientes de que se investigasen sus

presuntos lazos con los Tigres de Liberación; muchos

llevaban años en esta situación. Las personas que

habían sido puestas en libertad tras la

“rehabilitación” seguían siendo objeto de vigilancia y

de nuevas detenciones.
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Uso excesivo de la fuerza
� En febrero, Antony Warnakulasuriya murió y otros

tres hombres resultaron heridos cuando la Fuerza

Especial de Operaciones, unidad de la policía, disparó

munición real contra una multitud de miembros de una

comunidad de pescadores que protestaba contra la

subida del precio del combustible a las afueras de la

ciudad costera occidental de Chilaw. Según la

información recibida, la policía impidió que los

manifestantes llevaran a los heridos al hospital por

tierra, obligándolos a ir en barco.

Tortura y otros malos tratos
Persistió la tortura bajo custodia policial. En al menos

cinco casos las víctimas murieron.

� El 15 de abril, Chandrasiri Dassanayake, testigo en un

caso de derechos humanos presentado ante el Tribunal

Supremo contra el jefe de la comisaría de policía de

Wadduwa, murió bajo custodia en la referida comisaría.

La policía afirmó que lo habían detenido por posesión de

cannabis y, tras ponerse enfermo en la celda, lo habían

ingresado en el hospital. El hijo de Chandrasiri

Dassanayake declaró que lo había visto tendido en el

suelo de la celda, sangrando, y que le había dicho que la

policía lo había golpeado. La muerte suscitó protestas

locales, y el jefe de la comisaría, un sargento y otros dos

mandos de la policía fueron trasladados a otras

comisarías, pero no se tomaron más medidas.

� En junio, miembros de la Fuerza Especial de

Operaciones agredieron a 30 presos tamiles, según los

informes en represalia por un motín penitenciario que

había estallado en Vavuniya ese mismo mes. Dos de los

presos murieron a consecuencia de la agresión.

� El 9 de noviembre murieron 27 reclusos en un

enfrentamiento entre presos y miembros de la Fuerza

Especial de Operaciones en la prisión de Welikada. Los

resultados de una investigación oficial sobre las

denuncias de que algunos habían sido ejecutados

extrajudicialmente no se hicieron públicos.

Falta de rendición de cuentas
El Consejo de Derechos Humanos de la ONU adoptó

en marzo la Resolución 19/2, en la que pedía a Sri

Lanka que implementara las recomendaciones en

materia de derechos humanos formuladas por la

Comisión de Experiencia Adquirida y Reconciliación y

abordara la rendición de cuentas por presuntas

violaciones del derecho internacional. En el Plan de

Acción del gobierno sobre las recomendaciones de la

Comisión, que se dio a conocer en julio, las

autoridades no se comprometían a realizar

investigaciones nuevas o independientes, y confiaban

al ejército y la policía –implicados en violaciones

graves de derechos humanos y del derecho

humanitario– su propia vigilancia. En noviembre se

evaluó el historial de derechos humanos de Sri Lanka

mediante el examen periódico universal de la ONU. 

A pesar de la preocupación manifestada por los

miembros de la ONU, Sri Lanka sostuvo que no

hacían falta investigaciones independientes sobre

presuntas violaciones de derechos humanos y delitos

de derecho internacional cometidos en el pasado.

Un informe del Panel de Examen Interno de las

Actividades de las Naciones Unidas en Sri Lanka que

se hizo público el 14 de noviembre reconocía que la

ONU no había protegido a la población civil durante

el conflicto armado del país.

Defensores y defensoras 
de los derechos humanos
Las autoridades y los medios de comunicación de

propiedad estatal arremetieron contra los defensores

de los derechos humanos que asistieron al periodo de

sesiones de marzo del Consejo de Derechos

Humanos de la ONU, calificándolos de traidores. 

La alta comisionada de la ONU para los Derechos

Humanos y la presidenta del Consejo de 

Derechos Humanos condenaron las amenazas de Sri

Lanka y pidieron una investigación. El 23 de marzo, 

el ministro de Relaciones Públicas de Sri Lanka

amenazó con agredir físicamente a periodistas y

defensores de derechos humanos y se declaró

responsable de una agresión cometida en 2010

contra un periodista que posteriormente se exilió. El

ministro de Sanidad acusó a la organización católica

Caritas de conspirar para menoscabar al gobierno.

Libertad de expresión: periodistas
Los periodistas seguían sufriendo presiones por sus

informaciones.

� El 5 de julio, el secretario de Defensa, Gotabaya

Rajapaksa, amenazó de muerte a Frederica Jansz,

periodista del Sunday Leader, cuando ésta intentaba

entrevistarlo sobre un presunto abuso de poder. En

septiembre, el nuevo propietario del diario la despidió,

y la periodista abandonó el país.

� El periodista Shantha Wijesooriya, del sitio web de

noticias Lanka X News, dijo a la policía que el 5 de julio
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habían intentado secuestrarlo unos hombres que,

según creía, pertenecían a las fuerzas de seguridad.

Una semana antes la policía había registrado la oficina

donde trabajaba.

� En septiembre, miembros del ejército rodearon y

amenazaron a la periodista Nirmala Kannangara y a un

fotógrafo cuando intentaban informar sobre el

reasentamiento de las personas desplazadas del

campo de Manik Farm.

Sistema de justicia
El 7 de octubre, unos hombres armados atacaron a

Manjula Thilakaratne, magistrado superior y

secretario de la Comisión de Servicios Judiciales de

Sri Lanka, y trataron de sacarlo de su automóvil. 

El 18 de septiembre, el magistrado había emitido 

una declaración en nombre de la Comisión en la que

denunciaba los intentos de injerencia en la

independencia del poder judicial y, en concreto, de la

Comisión de Servicios Judiciales, mediante amenazas

e intimidación.

En diciembre, el Parlamento inició un

procedimiento de destitución contra la presidenta del

Tribunal Supremo, Shirani Bandaranayake. La

relatora especial de la ONU sobre la independencia

de los magistrados y abogados criticó el

procedimiento y declaró que estaba “sumamente

politizado” y que carecía del debido proceso y de

garantías de imparcialidad procesal.

Personas internamente desplazadas
A finales de septiembre, las autoridades cerraron el

enorme campo para desplazados internos de Manik

Farm y anunciaron que el último de sus más de

200.000 habitantes había regresado a su casa. Según

el ACNUR, la agencia de la ONU para los refugiados, al

concluir el año decenas de miles de desplazados aún

no podían regresar a sus hogares ni reasentarse del

todo en otro lugar y dependían de familias de acogida,

que les proporcionaban alojamiento y asistencia.

� El 30 de septiembre, casi 350 personas desplazadas

de Manik Farm subieron a unos autobuses del ejército

que, según creían, iban a llevarlas de regreso a sus

casas, en el pueblo de Keppapilavu. Sin embargo,

fueron reasentadas en un terreno baldío del distrito de

Mullaitivu porque el ejército aún ocupaba sus tierras.

Los desplazados se quejaron de que el nuevo campo

carecía de infraestructuras y de agua potable. Otras

personas reasentadas vivieron experiencias similares.

SUAZILANDIA
REINO DE SUAZILANDIA
Jefe del Estado: rey Mswati III
Jefe del gobierno: Barnabas Sibusiso Dlamini

Continuaron las violaciones del derecho a la libertad
de expresión, asociación y reunión pacífica, con
detenciones arbitrarias y uso excesivo de la fuerza
para aplastar las protestas políticas. La tortura y
otros malos tratos seguían siendo motivo de
preocupación. Se registraron algunos avances en la
reforma de leyes que discriminaban a las mujeres.

Información general
La situación económica seguía siendo precaria a

pesar del aumento de los ingresos procedentes de la

Unión Aduanera de África Austral. Los esfuerzos del

gobierno por conseguir préstamos de diversas fuentes

no tuvieron éxito, debido en parte al hecho de que no

aplicara reformas fiscales ni estuviera dispuesto a

aceptar condiciones, entre ellas la introducción de

reformas políticas. La presión sobre los trabajadores

del sector público, entre ellos los docentes, dio lugar

a huelgas prolongadas. Agrupaciones políticas y

organizaciones de la sociedad civil reiteraron los

llamamientos a la transformación política. En octubre,

la Asamblea Legislativa aprobó una moción de

censura al gobierno sin precedentes.

Novedades jurídicas, constitucionales 
e institucionales
Continuaron durante todo el año las presiones sobre

la independencia de los jueces, con consecuencias

para el acceso a la justicia.

En marzo se evaluó el historial de derechos

humanos del país mediante el examen periódico

universal de la ONU. Suazilandia reiteró su rechazo

de la recomendación de permitir la participación de

los partidos políticos en las elecciones. También

confirmó su intención de ratificar el Protocolo

Facultativo de la Convención de la ONU contra la

Tortura, pero al terminar el año no lo había hecho.

En mayo, la Comisión Africana de Derechos

Humanos y de los Pueblos adoptó una resolución en

la que expresaba su alarma por el incumplimiento por

parte del gobierno de Suazilandia de la decisión
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adoptada por la Comisión en 2002 y de las

recomendaciones formuladas en 2006 en relación

con el derecho a la libertad de expresión, asociación

y reunión. La Comisión expresó también

preocupación por la anulación del registro legal del

recién formado Congreso de Sindicatos de

Suazilandia (TUCOSWA).

Libertad de expresión
Continuaron las violaciones del derecho a la libertad

de expresión, asociación y reunión pacífica, y la

policía usó balas de goma, gas lacrimógeno y porras

para disolver manifestaciones y concentraciones

consideradas ilegales.

� En marzo se vio ante el Tribunal Superior la

impugnación de los procedimientos sumarios por

desacato incoados contra Independent Publishers y el

director de The Nation, según la cual violaban el

derecho de los acusados a un juicio con garantías y a la

libertad de expresión y opinión y, en consecuencia,

eran ilícitos e inconstitucionales. La vista se celebró tras

la publicación de dos artículos en los que se pedía a los

jueces que utilizasen la Constitución para mejorar la

vida de la gente y se mostraba preocupación por las

intenciones del entonces presidente en funciones de la

judicatura. La causa penal por desacato había sido

incoada por el fiscal general, asesor jurídico del jefe del

Estado, aunque su oficina carecía de competencias

para iniciar procedimientos. Al terminar el año el

Tribunal no había dictado sentencia.

� En abril, en vísperas de la participación de TUCOSWA

en varias manifestaciones previstas, el fiscal general

informó a la organización sindical de que su registro no

tenía validez legal, a pesar de que había sido

confirmado por el comisionado de Trabajo en funciones,

en virtud de la Ley de Relaciones Laborales. Aunque los

dirigentes de TUCOSWA continuaron impugnando ante

los tribunales la legalidad de la anulación del registro, la

policía impidió el normal desarrollo de sus

concentraciones, confiscó las pancartas que exhibían

emblemas de TUCOSWA, llevó a cabo detenciones

arbitrarias y amenazó a dirigentes y activistas sindicales.

Al menos una de las personas detenidas, la abogada

Mary Pais da Silva, fue agredida bajo custodia.

Tortura y otros malos tratos 
y juicios injustos
La tortura y otros malos tratos seguían siendo causa

de preocupación, y en abril un juez del Tribunal

Superior pidió el establecimiento de una comisión de

investigación sobre las reiteradas denuncias

formuladas por acusados en juicios penales que

afirmaban haber sido torturados con prácticas tales

como palizas y asfixia. Las muertes en circunstancias

sospechosas y la inacción de las autoridades en lo

relativo a garantizar investigaciones independientes 

y rendición de cuentas seguían siendo causa de

preocupación. En los incidentes denunciados había

implicados policías y militares. 

� En febrero, Maxwell Dlamini, presidente del

Sindicato Nacional de Estudiantes, y Musa Ngubeni,

activista político y ex líder del movimiento estudiantil,

quedaron en libertad después de 10 meses en

detención preventiva, pero se les impusieron

condiciones opresivas para la libertad bajo fianza.

� El 12 de marzo, Lucky Montero, de 43 años, recibió

patadas y golpes en la cabeza y el cuerpo al ser

agredido por soldados en un puesto de control

fronterizo. Murió 12 días después en el hospital público

de Mbabane debido a complicaciones médicas

derivadas de las lesiones que había sufrido.

� En agosto, el Tribunal Superior declaró culpable de

asesinato a Amos Mbedze, ciudadano sudafricano, en

relación con la muerte, por la explosión de un coche bomba

en 2008, de dos hombres que estaban en el vehículo y con

los cuales se lo acusaba de haber conspirado para socavar

la seguridad del Estado. Fue condenado a 85 años de

prisión. El incidente, ocurrido cerca de uno de los palacios

del rey, había dado lugar a la rápida promulgación de la Ley

de Represión del Terrorismo. La sentencia condenatoria por

asesinato no estuvo respaldada por ninguna prueba

presentada durante el juicio.

Pena de muerte
En noviembre, el Tribunal Supremo de Apelación

rechazó el recurso presentado por David Simelane

contra la condena a muerte que le había sido

impuesta en 2011, tras un juicio de 10 años de

duración por el asesinato de 34 mujeres. Ese mismo

mes, el Tribunal Superior condenó a Mciniseli Jomo

Simelane a muerte por asesinato.

Derechos de las mujeres
En marzo, en el marco del examen periódico

universal de la ONU, Suazilandia aceptó reformar “sin

demora” leyes que discriminan a las mujeres.

En junio, el Parlamento aprobó el proyecto de Ley

de Registro de Escrituras (Enmienda), en virtud del
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cual se reformó una disposición de la Ley original que

impedía que la mayoría de las mujeres casadas en

virtud del derecho civil inscribieran legalmente

viviendas a su nombre.

Al terminar el año el Senado no había debatido

todavía el proyecto de ley de Delitos Sexuales y

Violencia Intrafamiliar, pese a haber sido aprobado

por la cámara baja del Parlamento en octubre 

de 2011.

En septiembre, el rey sancionó la Ley de

Protección y Bienestar de la Infancia, que aumentaba

la protección de las niñas y las jóvenes contra el

matrimonio forzado. La organización Grupo de Acción

contra los Abusos de Suazilandia expresó

públicamente su alarma por el hecho de que un

destacado asesor del rey sobre derecho y costumbres

tradicionales hubiera anunciado la intención de

solicitar una revisión judicial de la Ley.

Informes y visitas 
de Amnistía Internacional
� Amnistía Internacional visitó Suazilandia en marzo y noviembre.

� Amnesty International urges Swaziland to take concrete and immediate

measures to guarantee the independence and impartiality of the judiciary,

and to amend laws which discriminate against women without delay

(AFR 55/001/2012)

SUDÁFRICA
REPÚBLICA DE SUDÁFRICA
Jefe del Estado y del gobierno: Jacob G. Zuma

El uso de fuerza excesiva contra manifestantes, las
sospechas de ejecuciones extrajudiciales y la tortura
por parte de la policía suscitaron preocupación en el
país, y se tomaron algunas medidas para hacer rendir
cuentas. Aumentaron la discriminación y la violencia
selectiva contra personas solicitantes de asilo y
refugiadas, y aumentaron también los obstáculos
para el acceso al sistema de asilo. Fueron lentos los
progresos en lo relativo a abordar la violencia
sistemática motivada por el odio a la víctima como
consecuencia de su orientación sexual o su
identidad de género. Aunque continuó la ampliación

del acceso a tratamiento y atención de las personas
que vivían con el VIH, las infecciones relacionadas
con el VIH seguían siendo la causa principal de
muerte materna. Los defensores y defensoras de los
derechos humanos seguían expuestos a sufrir
hostigamiento y violencia.

Información general
El presidente Zuma fue reelegido presidente del

Congreso Nacional Africano en diciembre. Las

elecciones a la dirección del partido se celebraron

después de meses de tensión y violencia entre

facciones en su seno. Las aparentes injerencias

políticas, las rivalidades y la corrupción dieron lugar a

un aumento de la inestabilidad en los niveles de

mando de la policía y los Servicios de Inteligencia

sobre Hechos Delictivos, que afectó a la integridad y

la eficiencia de ambos cuerpos.

Se dictaron sentencias judiciales importantes, que

respaldaban los derechos humanos y protegían la

independencia de los fiscales.

Hubo huelgas generalizadas en la minería y el

sector agrícola, así como protestas en las

comunidades urbanas pobres por la corrupción de

los gobiernos locales, las deficiencias en la educación

y otros servicios y las condiciones de trabajo. En

octubre, el gobierno hizo públicos los datos del censo

nacional, que revelaron la persistencia de importantes

diferencias raciales en cuanto a rentas familiares y

tasas de empleo.

Sudáfrica ratificó el Pacto Internacional de

Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

Muertes bajo custodia 
y ejecuciones extrajudiciales
En abril comenzó a ser operativa la Ley de la

Dirección Independiente de Investigación de la

Policía, que tipificaba como delito la falta de

cooperación de la policía con las investigaciones de

este organismo. La Dirección informó al Parlamento

de que había recibido, para su investigación, 720

nuevos casos de muerte en circunstancias

sospechosas bajo custodia o en otros contextos de

actuación policial desde abril de 2011 hasta marzo

de 2012.

� También en abril, un solicitante de asilo burundés,

Fistos Ndayishimiye, murió mientras era interrogado

por la policía en su casa, en la provincia de

KwaZulu-Natal. Según testigos a quienes la policía
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impidió entrar en la casa, se le oyó gritar durante algún

tiempo. Sufrió múltiples lesiones, producidas por

golpes fuertes en la cabeza y en el cuerpo, y graves

lesiones internas. La Dirección Independiente de

Investigación de la Policía abrió una investigación que

al terminar el año no había concluido.

� En mayo, después de numerosas demoras y

obstrucciones, 12 agentes de policía de la antigua

Unidad de Delincuencia Organizada de Bellville Sur

fueron acusados formalmente ante un tribunal del

secuestro y asesinato, en 2009, de Sidwell Mkwambi y

del secuestro y la presunta tortura de Siyabulela Njova,

detenido junto con Mkwambi. El cadáver de Sidwell

Mkwambi presentaba múltiples lesiones, causadas por

golpes fuertes en la cabeza y el cuerpo, que eran

incompatibles con la versión de su muerte ofrecida por

la policía.

� En junio, varios miembros de la Unidad de

Delincuencia Organizada de Cato Manor

comparecieron ante el tribunal de primera instancia de

Durban para responder de diversos cargos. Después

de nuevas detenciones y comparecencias ante

tribunales, al terminar el año un total de 30 agentes

iban a ser juzgados por 116 cargos, entre ellos los de

delincuencia organizada, asesinato, agresión con

intención de causar lesiones graves y posesión ilícita de

armas de fuego y munición. Los delitos abarcaban un

periodo de cuatro años desde 2008. Todos los

acusados quedaron en libertad bajo fianza en espera

de juicio. Las familias de las víctimas expresaron

persistente temor por su propia seguridad. Las

detenciones fueron consecuencia de nuevas

investigaciones emprendidas por la Dirección

Independiente de Investigación de la Policía y la

unidad de “Halcones” de la policía.

Uso excesivo de la fuerza
El 16 de agosto, las autoridades policiales

desplegaron unidades armadas con fusiles de asalto y

munición real para aplastar una huelga declarada en

la mina de platino de LONMIN, en Marikana,

provincia del Noroeste. Un total de 16 mineros

murieron en el lugar de los hechos, y otros 14 en otro

sitio, al que habían huido para escapar de los

disparos de la policía. Había indicios de que la

mayoría de las víctimas habían recibido los disparos

cuando intentaban huir o entregarse. Otros 4 mineros

murieron ese mismo día a causa de las heridas

sufridas. Los mineros en huelga mantenían una

disputa salarial con LONMIN. La magnitud y la

notoriedad de los homicidios, así como el creciente

malestar en el sector de la minería, causaron una

crisis nacional.

El director general nacional de la policía afirmó en

conferencia de prensa el 17 de agosto que la

actuación de la policía había estado justificada por

motivos de legítima defensa. No obstante, el

presidente Zuma ordenó el establecimiento de una

comisión de investigación judicial sobre las

circunstancias de estas muertes y de otras 10

ocurridas la semana anterior, entre ellas las 

de 2 guardias de seguridad de LONMIN 

y 2 agentes de policía.

El comienzo de los trabajos de la comisión,

presidida por el juez retirado Ian Farlam, se retrasó

debido a la tardanza en publicar el reglamento y a

problemas fundamentales que afectaban a la

integridad y accesibilidad de la comisión; entre ellos,

la dificultad de conseguir apoyo para facilitar la

participación de las familias de las personas fallecidas

y financiación para asistencia letrada, con el fin de

garantizar que se prestaba ayuda a los testigos y se

tomaban medidas para su protección. En octubre,

Daluvuyo Bongo, testigo del Sindicato Nacional de

Mineros, murió por disparos después de atender a

funcionarios de la comisión, y cuatro testigos de

abogados que representaban a la Asociación 

de Mineros y Trabajadores de la Construcción y a

mineros heridos fueron, al parecer, encapuchados,

agredidos y detenidos tras salir de la sede de la

comisión. El Consejo de Asistencia Letrada denegó

una petición de financiación para garantizar

asistencia a decenas de mineros heridos por la policía

el 16 de agosto y a otros que habían sido detenidos y

presuntamente torturados después de los disparos.

Antes de su clausura, en diciembre, y de su

reanudación, prevista para enero de 2013, la

comisión comenzó a oír testimonios sobre la

actuación policial del 16 de agosto y del periodo

previo a esa fecha. Los testimonios de la policía no

aclararon por qué los agentes habían llevado la

operación para desarmar y dispersar a los mineros

hasta una fase basada en el uso de unidades

policiales armadas sólo con medios letales. Además,

un testigo policial encargado de investigar el lugar

donde se efectuaron los disparos el 16 de agosto

declaró ante la comisión que el escenario de los

hechos había sido alterado, lo que impedía que él y
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otros investigadores vinculasen a ninguno de los

mineros fallecidos con las armas que presuntamente

portaban antes de recibir los disparos.

� En octubre, la Comisión de Derechos Humanos de

Sudáfrica hizo público un informe en el que criticaba a

la policía por el uso de fuerza excesiva, causante de la

muerte de Andries Tatane en abril de 2011 durante una

protesta comunitaria en Ficksburg. La policía había

golpeado a Tatane con porras y le había disparado

balas de goma a corta distancia pese a que no

representaba ninguna amenaza para ella ni para otras

personas. En diciembre se pospuso hasta marzo de

2013 el juicio de siete agentes de policía acusados

formalmente del asesinato de Andries Tatane.

Novedades jurídicas, constitucionales 
e institucionales
En noviembre, el Comité Parlamentario de Justicia y

Desarrollo Constitucional adoptó enmiendas al

proyecto de Ley de Prevención y Lucha contra la

Tortura de Personas, para que se incorporaran al

debate parlamentario completo que tendría lugar en

2013. La adopción tuvo lugar después de unas

sesiones públicas sobre el proyecto de ley celebradas

en septiembre. Una serie de organizaciones jurídicas,

de derechos humanos y de la sociedad civil, así como

Amnistía Internacional, hicieron aportaciones y

recomendaciones para fortalecer el proyecto de ley.

Aunque algunas de ellas fueron aceptadas, las

disposiciones relativas a la reparación a las víctimas

de tortura incumplían las normas internacionales.

En mayo, el Tribunal Superior anuló por ilícita la

decisión de las autoridades de no investigar presuntas

torturas cometidas por personas identificadas por su

nombre en Zimbabue. El Centro de Recursos

Judiciales del África Austral y el Foro de Exiliados de

Zimbabue habían presentado la solicitud con arreglo a

las obligaciones contraídas por Sudáfrica en virtud del

Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional. El

Tribunal Superior ordenó a las autoridades que

emprendieran las investigaciones necesarias.

En julio, el Tribunal Constitucional rechazó el

recurso presentado por el gobierno contra una

sentencia del Tribunal Superior que declaraba ilícitos

los intentos gubernamentales de entregar a Botsuana

a dos ciudadanos de este país sin garantías previas

de que no se aplicaría la pena de muerte. Amnistía

Internacional intervino como amicus curiae (amigo de

la corte) en la vista del Tribunal Constitucional.

Personas refugiadas 
y solicitantes de asilo
Continuaron realizándose cambios de gran alcance

en el sistema de asilo, con un impacto creciente en el

acceso no discriminatorio a los procedimientos de

determinación de la concesión de asilo. Los

documentos presentados por el gobierno en vistas

judiciales indicaban la intención de trasladar servicios

a las fronteras.

El cierre parcial o total de servicios en las oficinas

de acogida de refugiados de Port Elizabeth y Ciudad

del Cabo, así como el cierre de la oficina de

Johannesburgo en 2011, tenían un impacto cada vez

mayor en la capacidad de los solicitantes de asilo y de

los refugiados reconocidos para presentar solicitudes,

renovar sus permisos temporales o prorrogar la

vigencia de los documentos acreditativos de su

condición de refugiados. Los testimonios de las

personas afectadas, en particular los de las más

pobres y las que tenían familia, indicaban que corrían

el riesgo de ser objeto de multas, detención y

devolución (refoulement) directa o tácita.

Las impugnaciones de estas prácticas, presentadas

ante los Tribunales Superiores por asociaciones de

refugiados, proveedores de servicios y abogados 

de derechos humanos en Port Elizabeth y Ciudad del

Cabo, dieron lugar a sentencias contra el

Departamento del Interior en febrero, mayo, julio y

agosto. Pese a ello, los observadores constataron que

seguían negándose servicios en las oficinas de

acogida.

El Congreso Nacional Africano, en su Conferencia

Nacional sobre Política, celebrada en junio, adoptó

recomendaciones sobre inmigración, entre ellas el

establecimiento de “centros [campos] para

solicitantes de asilo”. En diciembre, los participantes

en la conferencia para la elección de la dirección 

del partido aceptaron, según noticias, las

recomendaciones en una resolución sobre “paz y

estabilidad”.

Durante el año se documentaron numerosos

incidentes de saqueo y destrucción de comercios y

desplazamiento de solicitantes de asilo, migrantes 

y refugiados reconocidos en la mayoría de las nueve

provincias. En uno de los incidentes de mayor

gravedad, que comenzó a finales de junio, se produjo

destrucción de bienes en gran escala en la provincia de

Estado Libre, y casi 700 refugiados y solicitantes de

asilo, en su mayoría etíopes, se vieron desplazados
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tras el saqueo de sus comercios. En este incidente y

en muchos más, la policía tardó en responder y, en

algunos casos, según informes de testigos, fue

cómplice de la violencia.

En la provincia de Limpopo, la policía cerró por la

fuerza al menos 600 pequeños negocios regentados

por solicitantes de asilo y refugiados, en el marco de

la operación “Mano Dura”. Las redadas policiales

tuvieron lugar sin previo aviso, fueron indiscriminadas

y también implicaron la incautación de mercancías.

Algunos solicitantes de asilo y refugiados recibieron

insultos xenófobos y fueron detenidos y acusados

formalmente o multados por regentar sus negocios.

La consiguiente pérdida de medios de sustento y

vivienda aumentó su vulnerabilidad a otros abusos.

En septiembre, 30 etíopes desplazados se vieron

obligados a huir de una casa en la que se habían

refugiado al ser ésta atacada con cócteles molotov.

Seguía preocupando la detención ilegítima y

prolongada de migrantes indocumentados y de

personas que necesitaban protección internacional.

En noviembre, una solicitud presentada ante un

tribunal por la Comisión de Derechos Humanos de

Sudáfrica y la ONG Ciudadanos contra el Sufrimiento,

la Represión, la Opresión y la Pobreza hizo que las

autoridades liberasen a 37 personas detenidas por

motivos de inmigración y que llevaban recluidas un

promedio de 233 días sin orden judicial.

Derechos de lesbianas, gays, bisexuales,
transgénero e intersexuales
La violencia motivada por el odio, en particular contra

las lesbianas, seguía siendo causa de preocupación y

miedo públicos. Entre junio y noviembre, al menos

siete personas, cinco de ellas lesbianas, fueron

asesinadas en lo que parecieron ser ataques

selectivos basados en su orientación sexual o su

identidad de género.

El “equipo de trabajo” del gobierno y la sociedad

civil creado en 2011 para prevenir nuevos incidentes

hizo lentos progresos. En septiembre, la situación de

los derechos humanos en Sudáfrica se sometió al

examen periódico universal de la ONU; el gobierno

confirmó la existencia de un “marco de política para

combatir los crímenes de odio, la apología del odio y

la discriminación injusta” que se hallaba en una “fase

avanzada de finalización”.

En diciembre, funcionarios del Ministerio de

Justicia condenaron públicamente los crímenes de

odio y la violencia por motivos de género por

considerarlos un ataque al derecho a la vida y a la

dignidad humana, y reconocieron la “extrema

necesidad” de una campaña de educación pública

para combatir los prejuicios por motivos de identidad

sexual o de género.

Violencia contra mujeres, niños y niñas
Persistieron los elevados niveles de violencia sexual

contra las mujeres, y la policía informó de 48.003

casos de violación entre abril de 2011 y marzo 

de 2012. En ese mismo periodo, de los 64.514

delitos sexuales registrados, incluida la violación, 

el 40,1 por ciento tuvieron como víctimas a mujeres, 

y el 48,5 por ciento, a niños y niñas. Hubo nuevas

peticiones en favor de que se restablecieran los

tribunales especializados en delitos sexuales para

abordar la impunidad por estos delitos.

Derechos de las mujeres, VIH 
y salud materna
Siguió ampliándose el acceso a medicamentos

antirretrovirales para las personas que vivían con el

VIH, y en octubre recibían tratamiento 2 millones de

personas. Los altos índices de infección por VIH en

mujeres embarazadas seguían siendo motivo de

preocupación; en la provincia de KwaZulu-Natal, el

índice de infección registrado entre las mujeres que

asistían a clínicas prenatales ascendía al 37,4 por

ciento.

En agosto, un informe respaldado por el Ministerio

de Salud sobre tendencias en la mortalidad materna

señaló que el 40,5 por ciento de los 4.867 casos de

mujeres muertas durante el embarazo o en los 42

días siguientes al parto de los que se tuvo noticia

entre 2008 y 2010 se habían debido a infecciones no

relacionadas con el embarazo, en especial al VIH. Las

demoras en el acceso a atención prenatal y a

tratamiento antirretroviral eran factores coadyuvantes.

Defensores y defensoras 
de los derechos humanos
Continuaron el hostigamiento contra defensores y

defensoras de los derechos humanos y las presiones

indebidas sobre las instituciones, entre ellas la

Defensoría del Pueblo y los fiscales superiores.

� En enero, Ayanda Kota, presidente del Movimiento

de Personas Desempleadas, fue agredido por la policía

y estuvo detenido ilegalmente en la comisaría de policía
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de Grahamstown. Había acudido de modo voluntario a

la comisaría tras haberse presentado una denuncia

contra él. Los cargos presentados en su contra, incluido

el de resistencia a la detención, se retiraron después.

� En julio, Kevin Kunene, activista de los derechos

medioambientales y superviviente de tortura, murió por

disparos 10 días después de presentar ante la

defensora del Pueblo, junto con otras tres personas,

una denuncia por corrupción contra la Autoridad Tribal

de KwaMbonambi. Al terminar el año no se había

enjuiciado a ningún sospechoso.

� En octubre, Angy Peter y su compañero Isaac

Mbadu, miembros de la Coalición para la Justicia

Social, fueron detenidos por un cargo de asesinato.

Antes de su detención habían presentado una

denuncia contra un alto cargo policial por corrupción.

Angy Peter también ayudaba a una comisión judicial

establecida por orden del primer ministro del Cabo

Occidental para investigar presuntas deficiencias de

los servicios de la policía. Ambos fueron liberados de la

custodia preventiva antes de terminar el año, pero

seguían sufriendo acoso. En noviembre, el director

general nacional de la Policía emprendió acciones

legales para detener la investigación.

Informes y visitas 
de Amnistía Internacional
� Amnistía Internacional visitó Sudáfrica en febrero-marzo, mayo-junio,

agosto-septiembre y octubre-noviembre.

� Hidden from view: Community carers and HIV in rural South Africa

[exposición fotográfica] (AFR 53/002/2012)

� Key human rights concerns in South Africa: Amnesty International’s

Submission to the UN Universal Periodic Review, May-June 2012 

(AFR 53/003/2012)

� South Africa: Amnesty International encouraged by initial steps to

strengthen protections against torture but condemns continued use of

excessive force by police and the failure to uphold refugee rights

(AFR 53/005/2012)

� Sudáfrica: Las operaciones contra comercios ponen en peligro la

seguridad de los refugiados (AFR 53/006/2012)

� South Africa: Police arrests are a positive step in the fight against

impunity (PRE01/297/2012)

� Una sentencia histórica confirma que Sudáfrica no puede expulsar a

personas en peligro de ser condenadas a muerte (PRE01/369/2012)

� Sudáfrica: Un juez debe supervisar la investigación de las muertes en

las protestas mineras (PRE01/398/2012)

� Sudáfrica: La comisión de investigación de Marikana debe poder

actuar efectivamente (PRE01/456/2012)

SUDÁN
REPÚBLICA DE SUDÁN
Jefe del Estado y del gobierno: Omar Hassan Ahmed al Bashir

Continuaban negociándose con Sudán del Sur los
acuerdos posteriores a la independencia sobre
ciudadanía, reparto del petróleo y demarcación 
de fronteras. Prosiguió el conflicto en los estados de
Darfur, Kordofán del Sur y Nilo Azul. El Servicio 
de Seguridad Nacional y otros agentes del Estado
seguían cometiendo violaciones de derechos
humanos contra personas consideradas críticas con
el gobierno por ejercer su derecho a la libertad de
expresión, asociación y reunión.

Información general
Aumentaron las tensiones entre Sudán del Sur y

Sudán en relación con cuestiones pendientes tras la

independencia. La suspensión de la producción de

petróleo en Sudán del Sur en febrero, debido a los

desacuerdos con Sudán sobre las tarifas de tránsito

del petróleo, provocó una escalada del conflicto. Los

enfrentamientos entre ambos ejércitos, incluidos los

bombardeos aéreos indiscriminados lanzados por las

Fuerzas Armadas de Sudán desde finales de marzo

hasta mayo, y en noviembre, en las zonas fronterizas

de Heglig/Panthou y Kiir Adem, provocaron el

desplazamiento de cientos de personas. En febrero,

Sudán del Sur y Sudán firmaron un pacto de 

“no agresión” sobre su controvertida frontera. El

memorando de entendimiento incluía cinco

principios, dos de cuyas cláusulas se referían a la

abstención de realizar operaciones al otro lado de la

frontera y de apoyar a fuerzas por delegación. A pesar

del pacto, persistieron las tensiones en la frontera. 

El 24 de abril, el Consejo de Paz y Seguridad de la

Unión Africana adoptó una hoja de ruta para resolver

las cuestiones pendientes entre los dos países, y el

Consejo de Seguridad de la ONU la apoyó con la

Resolución 2046, en la que instaba a ambos países a

que alcanzaran un acuerdo sobre las controversias en

el plazo de tres meses.

El 27 de septiembre, Sudán del Sur y Sudán

firmaron en Addis Abeba (Etiopía) varios acuerdos

sobre comercio, petróleo, seguridad y cuestiones de

ciudadanía. Sin embargo, al finalizar el año seguía
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pendiente la implementación de estos acuerdos, así

como la de otros, sobre el estatuto de la controvertida

zona de Abyei y la delimitación exacta de la frontera

entre Sudán del Sur y Sudán.

Persistió el conflicto armado entre las Fuerzas

Armadas de Sudán y el grupo armado de oposición

Movimiento de Liberación Popular de Sudán-Norte

(SPLM-N) en Kordofán del Sur y Nilo Azul. En abril y

mayo se decretó el estado de excepción en varias

localidades de los estados fronterizos con Sudán del

Sur, incluidas algunas zonas de los estados de

Kordofán del Sur, Nilo Blanco y Sennar. En agosto, el

gobierno de Sudán y el SPLM-N firmaron dos

memorandos de entendimiento diferentes con el

grupo tripartito (la ONU, la Unión Africana y la Liga

de los Estados Árabes) para permitir el acceso de la

ayuda humanitaria a las poblaciones afectadas por el

conflicto en los estados de Kordofán del Sur y Nilo

Azul. Sin embargo, al terminar el año no se había

realizado ningún progreso en el envío de asistencia

humanitaria a la población de las zonas controladas

por el SPLM-N.

La mayoría de las personas desplazadas de Abyei

permanecía en Sudán del Sur, pese a la presencia,

desde junio de 2011, de la Fuerza Provisional de

Seguridad de la ONU para Abyei (UNISFA). A pesar

del despliegue en julio de un Comité Militar Conjunto

de Observación para Abyei, las conversaciones entre

Sudán y Sudán del Sur sobre otros acuerdos

administrativos y cuestiones políticas más amplias

relacionadas con Abyei permanecieron estancadas.

En noviembre, el Consejo de Seguridad de la ONU

renovó el mandato de la UNISFA por otros seis meses

en virtud de la Resolución 2075. Aunque el mandato

incluía desde el principio la observación de los

derechos humanos, no hubo avances en su puesta

en práctica.

El 19 de septiembre, el presidente Al Bashir invitó

a varias ONG y partidos políticos a asistir a una

reunión consultiva sobre la Constitución. El texto ya

había sido redactado por el Partido del Congreso

Nacional y, según la información recibida, no hubo

consultas sobre el borrador antes de su publicación.

La totalidad de los principales partidos de la oposición

se negó a participar en las consultas.

En enero y junio estallaron oleadas de protestas

cuando los estudiantes se manifestaron contra las

políticas y las medidas de austeridad del gobierno; los

agentes de seguridad respondieron con fuerza

excesiva. Cientos de activistas fueron detenidos y

muchos sufrieron tortura y otros malos tratos antes de

ser puestos en libertad.

Justicia internacional
El gobierno seguía sin cooperar con la Corte Penal

Internacional en relación con las órdenes de

detención dictadas contra el presidente Al Bashir 

en 2009 y 2010, así como contra Ahmed Haroun,

gobernador de Kordofán del Sur, y contra Ali

Mohammed Ali Abdelrahman, ex dirigente de la

milicia yanyawid, en 2007.

El 1 de marzo, la Corte Penal Internacional dictó

orden de detención contra Abdel Raheem

Muhammad Hussein –actual ministro de Defensa

Nacional– por 41 cargos de crímenes de lesa

humanidad y crímenes de guerra cometidos en el

contexto del conflicto de Darfur.

Personas refugiadas y migrantes
Se produjeron devoluciones de solicitantes de asilo y

refugiados eritreos, a pesar de la obligación contraída

por Sudán en virtud del derecho internacional de no

devolver a ninguna persona a una situación en la que

pudiese correr un riesgo real de sufrir violaciones de

derechos humanos.

� En julio, nueve solicitantes de asilo y un refugiado

fueron declarados culpables de entrar ilegalmente en

Sudán, y posteriormente fueron expulsados a Eritrea.

� El 11 de octubre, un eritreo de 24 años fue devuelto

a Eritrea por decisión de un tribunal de Kassala. El

joven había sido detenido tras acudir a una comisaría

para pedir asilo.

Libertad de expresión
El gobierno limitó gravemente la libertad de expresión

con nuevas formas de censura, como confiscar toda

la tirada de un periódico, impedir la publicación de

artículos de opinión, prohibir a ciertos periodistas

escribir para la prensa, y acosar a los directores de

periódico para influir en sus decisiones sobre la

cobertura de noticias.

En enero y febrero, las autoridades suspendieron

tres periódicos en aplicación de disposiciones

contenidas en la Ley de Seguridad Nacional de 2010,

que permitían al Servicio de Seguridad Nacional

(NSS) prohibir cualquier publicación que contuviera

información considerada una amenaza para la

seguridad nacional. Solamente en marzo, las
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autoridades confiscaron toda la tirada del diario 

Al Midan en cinco ocasiones. El 2 de enero fueron

clausurados tres periódicos: Alwan, Rai al Shaab 

y Al Tayyar.

Miembros del NSS y otros agentes de seguridad de

Sudán detuvieron, torturaron e infligieron otros malos

tratos a periodistas. A muchos se les imputaron

delitos y se les confiscaron sus equipos,

impidiéndoles realizar su labor informativa. Más de 15

periodistas seguían bajo la prohibición de escribir.

� En abril y mayo, Faisal Mohammed Saleh, destacado

columnista de varios periódicos nacionales, fue

detenido y puesto en libertad varias veces antes de ser

acusado formalmente de “no cooperar con un agente

público”. Aunque fue absuelto el 31 de mayo, seguían

pesando en su contra cargos penales por informar 

en 2011 de que unos agentes del NSS habían violado

presuntamente a una activista.

� Najla Sid Ahmed, videobloguera sudanesa que

informaba de violaciones de derechos humanos

cometidas en Sudán mediante la publicación en

YouTube de entrevistas con activistas y víctimas de

abusos, fue acosada continuamente por el NSS y se vio

obligada a exiliarse.

� Jalila Khamis Koko, maestra de las montañas Nuba y

miembro del SPLM-N, seguía recluida tras su

detención en marzo. Había proporcionado apoyo

humanitario a personas desplazadas de Kordofán del

Sur, y aparecía en un vídeo publicado en YouTube

denunciando las condiciones imperantes en las

montañas Nuba. En diciembre, el NSS presentó contra

ella seis cargos penales, cinco de ellos tipificados como

crímenes contra el Estado, dos de los cuales

conllevaban la pena de muerte.

Libertad de asociación y de reunión
Las autoridades siguieron limitando estrictamente la

libertad de reunión.

El gobierno reprimió una oleada de

manifestaciones que comenzó el 16 de junio como

respuesta a la subida de los precios y que se convirtió

en un movimiento de protesta general que pedía un

cambio político más amplio. Hubo manifestaciones en

la capital, Jartum, y en otras ciudades, así como en

localidades de provincias. Entre junio y agosto, las

fuerzas de seguridad emplearon porras, gas

lacrimógeno, balas de goma y munición real contra

manifestantes en su mayoría pacíficos, con lo que

causaron muertos y heridos. Según la información

recibida, algunas mujeres fueron sometidas a

repetidas “pruebas de virginidad”, constitutivas de

tortura u otros malos tratos. Funcionarios de

seguridad vestidos de civil y desplegados en los

hospitales o en sus cercanías detuvieron a presuntos

manifestantes que acudían a los centros para ser

atendidos.

El NSS practicó numerosos arrestos en toda la

sociedad civil como reacción a las manifestaciones, 

y detuvo a cientos de personas, incluidos

manifestantes, pero también abogados, personal de

ONG, médicos y miembros de organizaciones

juveniles y partidos políticos, con independencia de

su implicación en las protestas. Muchos estuvieron

detenidos sin cargos o fueron sometidos a juicios

sumarios por disturbios o alteración del orden público

y condenados a multas o azotes. Otros

permanecieron recluidos hasta dos meses y fueron

acusados de cargos más graves –en su mayoría de

terrorismo–, aunque no condenados.

El NSS torturó o sometió a otros malos tratos a

muchas de las personas detenidas tras las

manifestaciones de junio. Los agentes del NSS les

propinaron bofetadas, puñetazos y puntapiés y las

golpearon con mangueras de goma. Se las obligó a

permanecer horas de pie en el exterior, en un calor

abrasador, y a adoptar posturas en tensión. A muchas

se les negaron la comida y el agua, así como el

acceso a servicios de higiene básicos.

� El 31 de julio, al menos 10 personas, en su mayoría

estudiantes de enseñanza secundaria, murieron

cuando los servicios de seguridad y la policía

paramilitar abrieron fuego durante una manifestación

organizada en Nyala (Darfur) en protesta contra los

precios del combustible y el coste de la vida.

� El 6 y 7 de diciembre, cuatro estudiantes darfuríes

de la Universidad de Al Yazira en Wad Madani fueron

hallados muertos en un canal cerca de la universidad.

Los cuatro habían sido detenidos por agentes del NSS

en el curso de protestas organizadas en la universidad.

Los cadáveres, según se tuvo noticia, mostraban

señales de golpes, lo que sugería que podían haber

sufrido tortura u otros malos tratos.

El gobierno de Sudán siguió hostigando a

miembros de grupos de la oposición. En octubre y

noviembre fueron detenidas más de 100 personas

presuntamente afiliadas al SPLM-N en Kadugli y

Dilling (Kordofán del Sur) o en sus alrededores.
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Pena de muerte
Siguieron dictándose sentencias de muerte. Al menos

dos mujeres fueron condenadas a muerte por

lapidación. En ambos casos, las mujeres carecieron

de asistencia letrada, una clara violación de su

derecho a un juicio justo.

Se impusieron numerosas condenas a muerte en

juicios que violaron manifiestamente el derecho de

defensa. Las autoridades siguieron empleando

tácticas dilatorias para menoscabar el derecho de

apelación de las personas enjuiciadas.

� En mayo y julio, dos mujeres, Layla Ibrahim Issa

Jumul, de 23 años, e Intisar Sharif Abdallah, de 20,

fueron condenadas a muerte por lapidación. Ambas

habían sido declaradas culpables de adulterio

basándose únicamente en su confesión, obtenida

mediante coacción. Las dos fueron puestas en libertad

tras la apelación.

� Al Tom Hamed Tutu, líder del Movimiento Justicia e

Igualdad, seguía condenado a muerte y corría el riesgo

de ser ejecutado de forma inminente. Había sido

condenado a la pena capital en 2011 en un juicio sin

garantías. 

Conflicto armado: Darfur
Seguían cometiéndose abusos graves contra los

derechos humanos en todo Darfur, al tiempo que

persistían los combates entre el gobierno y los grupos

armados de oposición y el gobierno perdía el control

sobre las milicias aliadas. Los ataques lanzados

contra la población civil por estas milicias, los

bombardeos aéreos y el saqueo y la destrucción de

bienes eran generalizados. Las Fuerzas Armadas 

de Sudán seguían lanzando bombardeos aéreos que

violaban la prohibición de la ONU de realizar vuelos

militares en Darfur. La Misión de la ONU y la Unión

Africana en Darfur (UNAMID) calculaban que entre

julio y noviembre los combates habían obligado a

desplazarse a alrededor de 29.020 personas. La

UNAMID informó de que seguía teniendo dificultades

para realizar su labor debido a las restricciones del

gobierno a la circulación de la asistencia humanitaria

y a los retrasos en su aprobación.

� Entre el 26 de septiembre y el 2 de octubre, unos

hombres armados atacaron el pueblo de Hashaba

Norte y sus alrededores; se registraron más 

de 250 víctimas.

� El 2 de octubre, 4 miembros de las fuerzas de

mantenimiento de la paz de la UNAMID murieron 

y 8 resultaron heridos en una emboscada en el oeste

de Darfur, cerca de su base de El Geneina.

� El 17 de octubre, unos milicianos armados atacaron

un convoy de la UNAMID que se dirigía a Hashaba

Norte para investigar unos informes sobre atrocidades

cometidas contra los derechos humanos en la región.

En el ataque murió un miembro de la UNAMID y

resultaron heridos otros tres.

� Según la información recibida, la noche del 31 de

diciembre se lanzaron bombardeos aéreos en el este

de Jebel Marra. Cinco civiles murieron y otros dos

resultaron heridos en el pueblo de Angero Rouka.

Las fuerzas del gobierno y sus milicias aliadas

siguieron perpetrando violaciones y otras formas de

violencia sexual. Según numerosas fuentes, hombres

armados entraban de noche en los campos de

desplazados internos para cometer saqueos y violar 

a mujeres y niñas.

� El 10 de julio, unos milicianos progubernamentales

entraron en el campo de Hamidia, en la localidad de

Zalingei, en el centro de Darfur. Según se tuvo noticia,

violaron a 4 mujeres, hirieron a otras 4 personas y

secuestraron a otras 20. Una persona que logró

escapar posteriormente dijo que el grupo había sido

sometido a tortura y otros malos tratos.

Conflicto armado: Kordofán del Sur 
y Nilo Azul
Continuaba el conflicto que había estallado en junio 

y septiembre de 2011 entre las Fuerzas Armadas de

Sudán y el SPLM-N en los estados de Kordofán 

del Sur y Nilo Azul. Desde octubre, se intensificaron

los combates con ataques indiscriminados, incluidos

bombardeos aéreos, de las Fuerzas Armadas de

Sudán, y bombardeos de morteros por ambas partes

en la localidad de Kadugli, en Kordofán del Sur, que

causaron muertos y heridos entre la población civil.

Además, los bombardeos aéreos indiscriminados de

las Fuerzas Armadas de Sudán destruyeron

propiedades y afectaron a la agricultura, lo que, unido

a la negación de acceso humanitario a las zonas

controladas por el SPLM-N, hizo que más 

de 200.000 personas buscaran refugio en Sudán del

Sur y Etiopía.

Informes y visitas 
de Amnistía Internacional
� Sudan: No end to violence in Darfur. Arms supplies continue despite

ongoing human rights violations (AFR 54/007/2012)
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� Las autoridades sudanesas deben poner fin a la represión de

manifestantes y activistas (AFR 54/036/2012)

� “We can run away from bombs, but not from hunger”: Sudan’s refugees

in South Sudan (AFR 65/001/2012)

SUDÁN DEL SUR
REPÚBLICA DE SUDÁN DEL SUR
Jefe del Estado y del gobierno: Salva Kiir Mayardit

Sudán del Sur celebró el primer aniversario de su
independencia el 9 de julio. Al terminar el año
continuaban las negociaciones entre Sudán del Sur y
Sudán para alcanzar acuerdos en materia de reparto
del petróleo, medidas de seguridad, demarcación de
fronteras y condición de la disputada zona de Abyei
tras la independencia. El Ejército de Liberación
Popular de Sudán (ejército sursudanés) y el Servicio
de Policía de Sudán del Sur siguieron cometiendo
violaciones de derechos humanos con relativa
impunidad. Continuó la afluencia de grandes
cantidades de retornados y refugiados procedentes
de Sudán, que vinieron a sumarse a las personas
internamente desplazadas.

Información general
El 9 de enero, el presidente dictó un decreto por el

que nombraba a los miembros de la Comisión

Nacional de Reforma Constitucional, encargada de

redactar una Constitución permanente. La Comisión

empezó a funcionar en agosto, tras la promulgación

de la Ley Electoral Nacional el 6 de julio.

Los acuerdos alcanzados entre Sudán del Sur y

Sudán tras la independencia seguían sin aplicarse al

terminar el año. Sudán del Sur cerró su producción

petrolífera en febrero debido a desacuerdos con

Sudán por las tasas aplicadas al tránsito del petróleo,

y ese cierre le supuso una pérdida del 98 por ciento

de sus ingresos. El Consejo de Paz y Seguridad de la

Unión Africana aprobó el 24 de abril una hoja de ruta

con calendarios de aplicación para resolver asuntos

pendientes. Esa hoja de ruta fue respaldada el 2 de

mayo por el Consejo de Seguridad de la ONU

mediante la adopción de la Resolución 2046, en la

que pedía a ambos países que alcanzaran un

acuerdo general sobre sus disputas en el plazo de

tres meses. Debido a la paralización continuada de la

producción petrolífera, la Asamblea Legislativa

Nacional aprobó en julio un presupuesto de

austeridad encaminado a reducir el gasto en un 34

por ciento para el ejercicio fiscal 2012-2013. El 27 de

septiembre, Sudán del Sur y Sudán firmaron diversos

acuerdos económicos, comerciales y de seguridad en

Addis Abeba (Etiopía), que disponían la reanudación

de las exportaciones de petróleo, el establecimiento de

una zona fronteriza desmilitarizada y el cese de todas

las hostilidades. Se alcanzó un acuerdo sobre el

principio de las “cuatro libertades”, que concedía

tanto a los ciudadanos sursudaneses como a los

sudaneses libertad para residir, trasladarse, adquirir

propiedades o disponer de ellas y ejercer actividades

económicas en ambos países. Quedaron pendientes

más negociaciones para resolver la disputa sobre

Abyei y acordar el trazado exacto de la frontera entre

Sudán del Sur y Sudán.

En marzo y abril, el gobierno presentó un plan

multidimensional para abordar los problemas de

inseguridad registrados en 2011 y principios de 2012

en el estado de Yonglei debido a la violencia entre

comunidades. El plan incluía la Operación

Restablecer la Paz, una campaña de desarme civil en

todo el estado que se puso en marcha en marzo por

un periodo indefinido. En el condado de Pibor, el

desarme civil se paralizó en septiembre debido a los

ataques de una milicia dirigida por David Yau Yau,

quien había desertado por segunda vez del Ejército

de Liberación Popular de Sudán en abril de 2012.

También en marzo, el presidente estableció un

Comité de Investigación sobre la Crisis del Estado de

Yonglei, cuyo cometido era investigar a los

responsables de la violencia entre comunidades. No

obstante, al final del año sus miembros aún no

habían jurado el cargo ni se habían asignado fondos

al Comité para que pudiera funcionar. En abril se

relanzó el Proceso de Paz de Yonglei.

En marzo, el gobierno firmó un acuerdo con Peter

Kuol Chol, dirigente del grupo armado de oposición

Movimiento/Ejército Democrático de Sudán del Sur,

para poner en marcha el proceso de incorporar a

1.800 de los miembros del grupo al Ejército de

Liberación Popular de Sudán.

En junio, el presidente firmó la entrada en vigor de

una Orden Provisional sobre Refugiados y, en julio,
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Sudán del Sur se adhirió a los Convenios de Ginebra

de 1949 y sus Protocolos Adicionales. Sin embargo,

no se convirtió en parte de otros tratados

internacionales clave de derechos humanos a pesar

de que se consideraba que, en virtud del derecho

internacional, Sudán del Sur estaba obligado a cumplir

los tratados en los que Sudán era Estado Parte en el

momento de la declaración de independencia.

Importantes lagunas en la legislación nacional

debilitaban la protección de los derechos humanos,

como la ausencia de un marco jurídico que regulara

debidamente el Servicio de Seguridad Nacional.

En noviembre se ordenó abandonar el país a uno

de los encargados de derechos humanos que

integraba la Misión de Asistencia de la ONU en la

República de Sudán del Sur (UNMISS), en

incumplimiento de las obligaciones contraídas por el

país con arreglo a la Carta de la ONU.

Conflicto armado
En marzo estallaron combates entre el Ejército de

Liberación Popular de Sudán y las Fuerzas Armadas

de Sudán en torno a Heglig/Panthou, zona productora de

petróleo en disputa, ya que se consideraba parte 

del estado sudanés de Kordofán del Sur y a la vez era

reclamada por el estado de Unidad, de Sudán del

Sur. El 10 de abril, Sudán del Sur asaltó y ocupó

Heglig/Panthou y, el 15 de abril, los combates se

extendieron a lo largo de la frontera entre ambos

países, por la zona de Kiir Adem, en el estado de

Bahr el Ghazal Septentrional. Sudán del Sur ordenó la

retirada incondicional de las tropas del Ejército de

Liberación Popular de Sudán del yacimiento

petrolífero de Heglig/Panthou el 20 de abril, para

crear un entorno favorable a las conversaciones con

Sudán. En abril y mayo hubo bombardeos aéreos

indiscriminados lanzados –según la información

disponible– por las Fuerzas Armadas de Sudán, en el

estado de Unidad y en el de Bahr el Ghazal

Septentrional, donde también los hubo en noviembre.

Violencia entre comunidades
En el estado de Yonglei continuaron sucediéndose los

ataques, principalmente entre los grupos étnicos lou

nuer y murle. La ONU calculó que en el periodo

comprendido entre el 23 de diciembre de 2011 y

febrero de 2012 se había dado muerte a 888

personas. Hubo más de 170.000 desplazados

internos entre finales de diciembre de 2011 y abril 

de 2012, y se cometieron secuestros de mujeres y

niños, saqueos de propiedades y robos de grandes

cantidades de ganado. El 22 de agosto, según la

información recibida, se registraron enfrentamientos

en el condado de Pibor entre el Ejército de Liberación

Popular de Sudán y una milicia dirigida por uno de

sus antiguos generales, David Yau Yau. 

Al menos 24 soldados murieron el 27 de agosto en

una emboscada que, al parecer, les había tendido la

misma milicia. Debido al peligro de ataques del grupo

de Yau Yau, el Ejército de Liberación Popular de

Sudán desplegó efectivos adicionales y la UNMISS

envió más tropas de mantenimiento de la paz al

condado de Pibor. En agosto y septiembre, dos de las

tres clínicas de Médicos Sin Fronteras fueron

saqueadas; como consecuencia, la población del

condado de Pibor quedó privada de acceso a

asistencia médica.

Continuaron los robos de ganado intermitentes en

el triángulo formado por los estados de Lagos, Unidad

y Warrap, a través de las fronteras interestatales. 

A finales de enero y principios de febrero se

registraron combates en la frontera entre Unidad y

Warrap, según trascendió, debido a que las

autoridades gubernamentales no habían respetado su

compromiso de devolver el ganado saqueado durante

un ataque en septiembre de 2011. Según informes,

más de 70 personas murieron en los ataques. En julio

estallaron enfrentamientos entre dos subclanes de la

etnia dinka, en el estado de Lagos, con el resultado

de 20 muertos y 20 heridos. En noviembre volvieron a

registrarse combates en el estado de Lagos; en esa

ocasión se documentaron 12 muertos y 20 heridos.

Libertad de expresión
El entorno en el que operaban las personas que

trabajaban para medios de comunicación nacionales

e internacionales siguió cargado de dificultades. Las

fuerzas de seguridad hostigaron a trabajadores de

medios de comunicación nacionales e

internacionales, detuvieron arbitrariamente a

periodistas y presentadores de radio y confiscaron

material. Además, las autoridades amenazaron con

cerrar programas radiofónicos que consideraban

críticos con el gobierno, y el único diario de Sudán

del Sur se enfrentaba a numerosos obstáculos para

publicar de manera continuada.

� El 14 de mayo, la policía detuvo y recluyó sin cargos

durante cinco días a Ayak Dhieu Apar, periodista en
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una emisora estatal de radio de Rumbek (estado de

Lagos), por presentar un programa de debate que

planteaba la pregunta: “¿Cómo podría el público

respetar a la policía?”. Según se supo, al programa

llamaron oyentes que criticaban a la policía por su

defectuosa prestación del servicio y su desprecio por el

Estado de derecho. Ayak Dhieu Apar quedó en libertad

bajo fianza, a pesar de que no estaba acusada de

ningún delito, y la policía amenazó con llevarla ante los

tribunales por “difamar y empañar la imagen de la

policía”. A principios de junio, el general Saed Abdulatif

Chawul Lom, director general de la policía del estado

de Lagos que se creía estaba detrás de la detención de

Ayak Dhieu Apar, fue destituido de su cargo, según

trascendió, por su implicación en la detención y

reclusión de la presentadora.

� El 30 de mayo, Bonifacio Taban Kuich, periodista

autónomo que ejercía en Bentiu (estado de Unidad),

fue detenido por el Ejército de Liberación Popular de

Sudán y permaneció recluido durante seis horas en un

cuartel militar por escribir un artículo para el diario en

línea Sudan Tribune. Según la información recibida,

también fue amenazado de muerte por autoridades

gubernamentales. En el artículo se afirmaba que más

de 500 mujeres cuyos esposos habían pertenecido al

Ejército de Liberación Popular de Sudán y habían

muerto en combate no habían recibido íntegra del

gobierno la indemnización a la que tenían derecho.

Falta de rendición de cuentas
Al final del año seguía abierta una investigación sobre

las denuncias contra el ex director de Seguridad

Pública e Investigación Criminal iniciada en agosto de

2011. Se lo investigaba por tortura, corrupción,

creación de centros de detención ilegales y la

desaparición forzada de John Louis Silvino, arquitecto

del Ministerio de la Vivienda a quien se vio por última

vez el 25 de marzo de 2011.

El gobierno siguió sin abordar en gran medida las

violaciones de derechos humanos cometidas por el

Ejército de Liberación Popular de Sudán y la Fuerza

Auxiliar del Servicio de Policía de Sudán del Sur

durante la Operación Restablecer la Paz, campaña de

desarme civil emprendida en el estado de Yonglei en

marzo. Las violaciones incluían ejecuciones

extrajudiciales, palizas a hombres, mujeres y niños,

simulacros de ahogamiento, violencia sexual contra

mujeres y saqueos en ciudades y pueblos. Se

documentaron 7 detenciones directamente

relacionadas con los presuntos abusos cometidos

durante la campaña de desarme civil. De los 7

detenidos, antes de terminar el año se había

procesado a 2 soldados.

Seguían incompletas las investigaciones sobre el

secuestro y los malos tratos infligidos a dos activistas

de la sociedad civil pertenecientes a la Alianza de la

Sociedad Civil de Sudán del Sur.

� Deng Athuai Mawiir, presidente de la Alianza, fue

secuestrado el 4 de julio de su hotel en Yuba. Según se

tuvo noticia, durante tres días permaneció recluido y

fue golpeado e interrogado sobre su trabajo

relacionado con asuntos de corrupción en Sudán 

del Sur.

� A Ring Bulabuk lo secuestraron el 22 de octubre y

posteriormente lo abandonaron en un antiguo

cementerio de Yuba. Antes de su secuestro había

recibido amenazas para que dejara de trabajar en un

pleito contra un general del ejército por acaparamiento

de tierras en Yuba.

Durante el año se tuvo noticia de otros casos de

falta de rendición de cuentas de las fuerzas de

seguridad.

� El 9 de diciembre, las fuerzas de seguridad de Wau

(estado de Bahr el Ghazal Occidental), mataron a tiros

a 8 manifestantes pacíficos e hirieron a 20 cuando

protestaban pacíficamente por la muerte de un

activista juvenil y por la decisión del gobierno de

trasladar su sede del condado de Wau a Bagari. El

gobernador anunció una investigación inmediata, pero

no se tuvo noticia de que se hubiera llevado a cabo

investigación alguna. Los miembros de las fuerzas de

seguridad implicados en los disparos ilegítimos no

comparecieron ante la justicia, y sin embargo se detuvo

a decenas de presuntos opositores al gobierno, entre

ellos miembros de la Asamblea Legislativa.

Tortura y otros malos tratos
Las fuerzas de seguridad, incluidos el Ejército de

Liberación Popular de Sudán, el Servicio de

Seguridad Nacional y el Servicio de Policía de Sudán

del Sur, acosaron, detuvieron y sometieron a tortura y

otros malos tratos a personal de la ONU y de ONG,

entre otras personas. También creció el número de

ataques en Sudán del Sur contra trabajadores

procedentes de África Oriental.

� El 13 de abril, Tabitha Musangi, maestra keniana

que ejercía su profesión en la Escuela Internacional

John Garang, murió por disparos de las fuerzas de
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seguridad porque su taxi no paró mientras los guardias

arriaban la bandera nacional en Yuba.

� En agosto, el farmacéutico keniano Joseph Matu

murió tras sufrir tortura bajo custodia policial en Torit,

en el estado de Ecuatoria Oriental, al parecer por

carecer de licencia para ejercer.

� El 31 de octubre, un profesor y una estudiante 

de 17 años resultaron heridos por disparos de las

fuerzas de seguridad en la Escuela Diurna de

Enseñanza Secundaria de Yuba, tras las protestas en la

escuela por la adquisición de propiedad escolar por

parte de un inversor privado. Según informes, personal

policial y de seguridad vestido de civil irrumpió en el

recinto escolar y disparó ráfagas de munición real

contra los manifestantes. Alumnos y profesores fueron

detenidos arbitrariamente por participar en las

manifestaciones y liberados el mismo día.

Personas detenidas por motivos políticos
Algunos miembros de grupos armados de oposición

continuaron bajo custodia sin acceso a la justicia.

� El líder de la oposición armada Gabriel Tanginye y

sus dos lugartenientes seguían bajo arresto domiciliario

en la capital, Yuba; llevaban sometidos a ese régimen

desde abril de 2011, tras los combates entre sus

fuerzas y el Ejército de Liberación Popular de Sudán en

Alto Nilo y Yonglei. Al terminar el año no se habían

presentado cargos contra ellos.

� Peter Abdul Rahaman Sule, líder del grupo opositor

Frente Democrático Unido, llevaba más de un año

recluido sin cargos. Había sido detenido en noviembre

de 2011 en el estado de Ecuatoria Occidental por

presunto reclutamiento de jóvenes.

Personas refugiadas 
y desplazadas internamente
Continuaba el retorno al país de personas originarias

de Sudán del Sur que vivían en Sudán antes de la

independencia; según cálculos, más de 120.000 ya

habían regresado al terminar el año.

Continuó la afluencia al país de refugiados

procedentes de los estados sudaneses de Kordofán

del Sur y Nilo Azul, debido al conflicto en curso entre

las Fuerzas Armadas de Sudán y el grupo armado de

oposición Movimiento de Liberación Popular de

Sudán-Norte. De abril a junio, el número de

refugiados creció en más de 50.000 personas en los

estados de Alto Nilo y Unidad debido al

recrudecimiento de los combates y a la escasez de

alimentos en las zonas afectadas por el conflicto.

Hubo mayor afluencia de refugiados a partir de

noviembre, con la entrada de la estación seca. Al

término del año más de 180.000 sudaneses habían

buscado refugio en Sudán del Sur.

La mayoría de las 110.000 personas que habían

huido de la disputada zona de Abyei en mayo de

2011, cuando las Fuerzas Armadas de Sudán

invadieron la ciudad, continuaban desplazadas en

Sudán del Sur y dependían de la ayuda humanitaria.

El estado de Yonglei fue el más afectado 

por las inundaciones estacionales, y más 

de 259.000 personas tuvieron que desplazarse.

Pena de muerte
Había más de 200 presos en espera de ejecución. Al

menos 2 hombres fueron ejecutados el 28 de agosto

en la prisión de Yuba, y otros 3, en la prisión de Wau

el 6 de septiembre.

Informes y visitas 
de Amnistía Internacional
� Amnistía Internacional visitó Sudán del Sur en marzo-abril y de nuevo

en agosto-septiembre.

� “We can run away from bombs, but not from hunger”: Sudan’s refugees

in South Sudan (AFR 65/001/2012)

� South Sudan: Overshadowed conflict – Arms supplies fuel violations in

Mayom County, Unity State (AFR 65/002/2012)

� South Sudan: Lethal disarmament – Abuses related to civilian

disarmament in Pibor County, Jonglei State (AFR 65/005/2012)

SUECIA
REINO DE SUECIA
Jefe del Estado: rey Carlos XVI Gustavo
Jefe del gobierno: Fredrik Reinfeldt

Ahmed Agiza, que había sido objeto de entrega
(transferencia ilegal) de Suecia a Egipto en 2001 y
posteriormente sometido a malos tratos, pudo al fin
reunirse con su familia en Suecia. Las autoridades
suspendieron en julio las devoluciones de uigures 
a China en vista del riesgo de persecución que 
corrían allí.
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Tortura y otros malos tratos
En diciembre, Ahmed Agiza se reunió con su familia

en Suecia después de que las autoridades aprobaran

su solicitud de permiso de residencia. Ahmed Agiza y

Mohammed al Zari habían sido sometidos a entrega

de Suecia a Egipto en un avión fletado por la CIA, tras

ser detenidos en Suecia en diciembre de 2001.

Ambos habían sufrido posteriormente tortura y otros

malos tratos bajo custodia en Egipto. En 2008, el

gobierno sueco les concedió una indemnización por

las violaciones de derechos humanos que habían

sufrido. Ahmed Agiza salió de prisión en 2011 en 

El Cairo, Egipto, después de haber pasado más de

nueve años encarcelado tras un juicio injusto ante un

tribunal militar. La concesión del permiso de

residencia a Ahmed Agiza contribuyó a hacer efectivo

su derecho al resarcimiento por las violaciones de

derechos humanos que había sufrido. No obstante,

seguía pendiente una investigación efectiva,

imparcial, exhaustiva e independiente sobre tales

violaciones. 

Personas refugiadas, migrantes 
y solicitantes de asilo
Varios uigures fueron devueltos a China entre enero y

junio, a pesar del peligro real que corrían de sufrir

persecución u otros perjuicios graves a su regreso allí.

Sin embargo, la Junta de Inmigración sueca anunció

en julio que, en vista de la información clasificada

que había recibido recientemente, suspendería todas

las devoluciones de uigures a China, incluso en los

casos en que ya hubiera sido denegada su solicitud

de asilo.

Discriminación
En septiembre, la Comisión Europea contra el

Racismo y la Intolerancia publicó su informe de

seguimiento de país sobre Suecia. En él expresaba

preocupación por, entre otros motivos, la

discriminación que seguía sufriendo la comunidad

romaní, sobre todo en el acceso a derechos sociales;

la proliferación de comentarios antisemitas e

islamofóbicos, incluso por parte de parlamentarios, 

y el hecho de que, en “episodios antisemitas e

islamofóbicos”, se hubieran perpetrado ataques

contra judíos y musulmanes que llevaban símbolos

visibles de su culto.

SUIZA
CONFEDERACIÓN HELVÉTICA
Jefa del Estado y del gobierno: Eveline Widmer-Schlumpf

Se adoptaron medidas que restringían el acceso al
asilo, pero también medidas que limitaban el uso de
la fuerza en el proceso de expulsión.

Policía y fuerzas de seguridad
Continuaron las denuncias de malos tratos infligidos

por la policía en el cantón de Ginebra en el momento

de la detención o inmediatamente después, también

a menores de edad. El Comité Europeo para la

Prevención de la Tortura recomendó en octubre

mejorar la formación y reforzar las garantías

existentes para combatir los malos tratos policiales.

Condiciones de reclusión
El Comité Europeo para la Prevención de la Tortura

pidió que toda lesión traumática detectada en

inspecciones médicas realizadas en lugares de

detención del cantón de Ginebra se pusiera en

conocimiento de un órgano independiente facultado

para llevar a cabo investigaciones. Otra de sus

recomendaciones a todos los cantones fue la de

establecer instalaciones de asistencia adecuadas para

las personas con enfermedades mentales.

Discriminación
Persistió la discriminación de migrantes y de minorías

étnicas y religiosas, tanto en la legislación como en la

práctica. Ni la legislación contra la discriminación ni

los mecanismos de resarcimiento cumplían las

normas internacionales.

En marzo, el comisario de Derechos Humanos del

Consejo de Europa expresó preocupación por ciertas

“iniciativas populares” que, al estar dirigidas contra

las comunidades de migrantes y estigmatizarlas,

contravenían las normas internacionales de derechos

humanos. Continuó en vigor durante el año la

prohibición de construir minaretes, fruto de una

iniciativa popular.

En marzo, el Consejo de los Estados rechazó una

moción que el Consejo Nacional había aprobado 

en 2011 para introducir una ley que prohibiera el velo

integral.
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Personas refugiadas, solicitantes 
de asilo y migrantes
En septiembre se suprimió el derecho a solicitar asilo

en las embajadas de Suiza. El Parlamento aprobó en

votación dejar de reconocer la condición de

refugiados a los objetores de conciencia y en su lugar

concederles un permiso de residencia temporal.

En diciembre se introdujeron más de 10 medidas

restrictivas en la legislación sobre asilo, entre ellas

excluir a los hijos adultos del asilo familiar y no

conceder la residencia permanente a los refugiados

hasta que hubieran transcurrido 10 años y sólo si se

consideraba que se habían integrado bien.

En marzo, la Comisión Nacional de Prevención de

la Tortura acordó supervisar el seguimiento

independiente de las expulsiones. Se tomaron

medidas positivas para limitar los métodos de

inmovilización utilizados durante el traslado al

aeropuerto, el embarque en el avión y el vuelo. En

octubre, la Comisión expresó su preocupación por el

régimen restrictivo al que se sometía a las personas

detenidas para fines de control de la inmigración.

En enero se cerró la investigación criminal sobre la

muerte del nigeriano Joseph Ndukaku Chiakwa,

ocurrida durante una expulsión colectiva en el

aeropuerto de Zúrich en marzo de 2010. Al final del

año la apelación aún estaba pendiente.

Rendición de cuentas de las empresas
El gobierno acordó en diciembre adoptar una

estrategia nacional para poner en práctica los

Principios Rectores de la ONU sobre las Empresas y

los Derechos Humanos, que se aplicaría a las

empresas transnacionales con sede central en Suiza.

Violencia contra mujeres y niñas
En junio se introdujeron medidas legislativas contra el

matrimonio forzado que posibilitaban la anulación de

todo matrimonio contraído bajo coacción. En

septiembre, el gobierno aprobó un programa de cinco

años para prevenir los matrimonios forzados y la

violencia en el ámbito familiar reforzando la

colaboración entre escuelas, profesionales y servicios

de consulta privados.

En julio, la ministra de Justicia anunció la creación

de una oficina nacional para proteger a los testigos de

trata de seres humanos.

En octubre, el gobierno aprobó un plan nacional de

acción para combatir la trata de personas.

Novedades jurídicas, constitucionales 
e institucionales
En diciembre, el Consejo Federal inició consultas

encaminadas a la ratificación de la Convención

Internacional para la Protección de Todas las

Personas contra las Desapariciones Forzadas, y

acordó ratificar la Convención sobre los Derechos de

las Personas con Discapacidad.

Informes y visitas 
de Amnistía Internacional
� Elección y prejuicio: Discriminación de personas musulmanas en

Europa (EUR 01/001/2012)

SURINAM
REPÚBLICA DE SURINAM
Jefe del Estado y del gobierno: Desiré Delano Bouterse

Una reforma de la ley de amnistía impidió que se
juzgase al presidente Bouterse y a otras 24 personas
acusadas de la ejecución extrajudicial 
de 15 opositores políticos en 1982.

Impunidad
En abril, la Asamblea Nacional aprobó una reforma de la

ley de amnistía de 1992 que ampliaba su alcance de

abril de 1980 a agosto de 1992, con lo que quedaba

incluido en él el mes de diciembre de 1982, 

cuando 15 opositores al gobierno militar del momento

habían sido víctimas de tortura y ejecución extrajudicial.

En noviembre de 2007, 25 personas, entre ellas el

presidente Desiré Delano “Dési” Bouterse, por aquel

entonces jefe militar del país, habían comparecido ante

un tribunal militar para ser juzgadas por esos homicidios.

La ley reformada garantizaba la amnistía a quienes

“hubieran cometido delitos y/o fuesen sospechosos

de haberlos cometido en el contexto de la defensa del

Estado y/o del derrocamiento de las autoridades

legítimas, como ocurrió durante los acontecimientos

que se produjeron en diciembre de 1982 y la Guerra

de Guerrillas”, con el fin de “promover la unidad

nacional y el desarrollo ininterrumpido de la

República de Surinam”.

319Informe 2013 Amnistía Internacional

S



El presidente Bouterse afirmó que la nueva ley de

amnistía contribuiría a la reconciliación en el país. Sin

embargo, en abril y mayo hubo manifestaciones en

Paramaribo, la capital, contra esta iniciativa de

conceder inmunidad al presidente Bouterse y a los

demás acusados. Entre las críticas internacionales

formuladas contra la nueva ley se encontraba una

declaración de la Comisión Interamericana de

Derechos Humanos, que manifestó: “Las leyes que

buscan dejar en la impunidad violaciones graves de

los derechos humanos son incompatibles con las

obligaciones interamericanas en materia de derechos

humanos”. En abril, tras la aprobación de la ley,

Países Bajos retiró a su embajador.

El 11 de mayo, el tribunal militar suspendió el

juicio hasta que el Tribunal Constitucional examinase

la nueva ley de amnistía. Esta decisión fue

confirmada por la Fiscalía el 12 de diciembre. Sin

embargo, era una decisión que podía dar lugar a una

prolongada demora, ya que, si bien la Constitución 

de 1987 establecía la creación de un tribunal

constitucional, al concluir 2012 éste aún no se había

instituido.

En noviembre, la activista juvenil Sharona Lieuw

On, presidenta de Jóvenes contra la Amnistía,

presentó una denuncia tras recibir por correo una

bala acompañada de una carta en la que le advertían

de que no continuara con sus protestas contra la 

ley de amnistía. Más tarde, la joven retiró la denuncia,

ante el temor por su seguridad.

Informes y visitas 
de Amnistía Internacional
� Surinam: Un cambio en la ley de amnistía podría poner fin a proceso

judicial en curso (AMR 48/001/2012)

� Suriname: Open Letter to the Judiciary (AMR 48/003/2012)

TAILANDIA
REINO DE TAILANDIA
Jefe de Estado: rey Bhumibol Adulyadej
Jefa del gobierno: Yingluck Shinawatra

Continuaba el conflicto armado en el sur, donde los
insurgentes lanzaron ataques contra la población

civil mientras las fuerzas de seguridad gozaban de
impunidad por violaciones de derechos humanos. La
Comisión de la Verdad y de la Reconciliación de
Tailandia dio a conocer su informe final, en el que
atribuyó la responsabilidad de la violencia política de
2010 a ambos bandos; sin embargo, la rendición de
cuentas siguió avanzando con lentitud. El gobierno
continuó recurriendo a la legislación relativa a los
delitos de lesa majestad y a la Ley de Delitos
Informáticos para limitar la libertad de expresión.
Las personas solicitantes de asilo y refugiadas se
enfrentaban a una posible devolución a sus países 
de origen.

Conflicto armado interno
En las provincias meridionales de Narathiwat, Pattani

y Yala, y en algunas zonas de Songkhla, la población

civil seguía corriendo el riesgo de sufrir ataques que

se saldaban con muertos y heridos. También fueron

objeto de ataques las escuelas públicas y su personal

docente, considerados símbolos del Estado, lo que

provocó cierres de escuelas durante los últimos

meses del año. Los líderes insurgentes acusaron a las

fuerzas de seguridad de perpetrar ejecuciones

extrajudiciales en la provincia de Yala. Continuó la

impunidad para la mayoría de las violaciones de

derechos humanos cometidas por las fuerzas 

de seguridad en el sur.

� El 29 de enero, un grupo paramilitar respaldado por

el gobierno disparó contra un grupo de 9 civiles

musulmanes de etnia malaya que viajaba en un

camión en el distrito de Nong Chik (provincia de

Pattani). En el tiroteo murieron 4 de los pasajeros y

otros 4 resultaron heridos. Los paramilitares declararon

que habían disparado porque creían que los civiles

estaban vinculados a un grupo insurgente implicado en

un ataque contra el puesto paramilitar. La Comisión de

la Verdad creada para investigar el incidente concluyó

que los civiles no tenían ninguna relación con grupos

insurgentes.

� El 21 de septiembre, los insurgentes mataron a 6

personas, entre ellas un voluntario de la defensa local,

e hirieron a unas 50 tras abrir fuego contra un comercio

de oro y detonar después un vehículo bomba en un

mercado del distrito de Sai Buri, en la provincia de

Pattani.

� El 30 de octubre, Mahama Ma-ae, maestro de

escuela musulmán a quien la policía consideraba

vinculado a un grupo insurgente, murió por disparos en
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la provincia de Yala. El 14 de noviembre murió

también por disparos Abdullateh Todir, imán de Yala

que había sufrido un atentado en 2011 que se cobró la

vida de su hija. Los líderes insurgentes acusaron a las

fuerzas de seguridad gubernamentales de ambas

muertes.

� Los días 3 y 4 de diciembre, los insurgentes mataron

a una maestra e hirieron a un maestro en sendos

incidentes en la provincia de Narathiwat. El 11 de

diciembre murieron la directora de una escuela y un

maestro en un ataque contra una escuela de la

provincia de Pattani. Tras estos ataques, las escuelas

de las provincias de Narathiwat, Pattani y Yala

permanecieron varios días cerradas.

El Decreto de Emergencia sobre la Administración

Gubernamental durante los Estados de Excepción, 

de 2005, permaneció en vigor durante todo el año al

prorrogarlo el gobierno cada tres meses. El Decreto

permitía la inmunidad procesal de los funcionarios

que pudieran haber cometido violaciones de

derechos humanos, incluidas torturas.

Rendición de cuentas por la violencia
política
En septiembre, la Comisión de la Verdad y de la

Reconciliación dio a conocer su informe final sobre la

violencia que rodeó las protestas contra el gobierno

en abril y mayo de 2010 en Bangkok, que se

saldaron con 92 muertes. El informe atribuyó la

responsabilidad de los hechos a las fuerzas de

seguridad gubernamentales, incluido el ejército, y a

los “camisas negras”, grupo armado radical que se

mezcló con los manifestantes y que estaba vinculado

al Frente Nacional Unido por la Democracia contra la

Dictadura (UDD), antigubernamental, conocido como

“camisas rojas”. El informe concluyó que las fuerzas

gubernamentales habían empleado armas de guerra

y munición real contra los manifestantes, y formuló

numerosas recomendaciones, entre ellas que el

gobierno abordara los abusos cometidos por todas las

partes mediante un sistema de justicia justo e

imparcial, y ofreciera “reparación y restitución a las

personas afectadas por los incidentes violentos”.

En enero, el gobierno acordó indemnizar

económicamente a las víctimas de la violencia 

de 2010. En mayo, un proyecto de Ley sobre

Reconciliación Nacional, que incluía una amnistía

para los implicados en la violencia de 2010, suscitó

nuevas protestas; el proyecto fue paralizado en julio.

En diciembre, después de que un tribunal declarase

a las fuerzas de seguridad responsables de la muerte

en mayo de 2010 del manifestante del UDD Phan

Khamkong, se formularon cargos de asesinato 

contra el ex primer ministro Abhisit Vejjajiva y el 

ex viceprimer ministro Suthep Thaugsuban. Ambos

fueron las primeras autoridades acusadas en relación

con la violencia política de 2010. También en

diciembre comenzaron los juicios contra 24 líderes de

la protesta, pertenecientes al UDD, acusados de

terrorismo.

Libertad de expresión
Continuó reprimiéndose la libertad de expresión,

sobre todo mediante la legislación relativa a los delitos

de lesa majestad (artículo 112 del Código Penal) y la

Ley de Delitos Informáticos de 2007, que preveía

largas penas de prisión por insultos a la monarquía.

Los intentos hechos durante el año para recusar o

modificar la legislación sobre delitos de lesa majestad

fueron infructuosos. En octubre, el Tribunal

Constitucional confirmó que el artículo 112 del

Código Penal era constitucional, y en noviembre, el

Parlamento rechazó un proyecto legislativo para

modificarlo.

� En mayo murió de cáncer el preso de conciencia

Amphon Tangnoppakul, de más de 60 años y conocido

como “Tío SMS”, que cumplía una pena de 20 años de

cárcel por un delito de lesa majestad. Había sido

detenido en agosto de 2010 y condenado en

noviembre de 2011 por enviar mensajes de texto

breves (SMS) considerados insultantes para la

monarquía. Pese al precario estado de salud del preso,

el tribunal denegó las ocho peticiones de libertad bajo

fianza presentadas.

� En mayo, Chiranuch Premchaiporn, del diario digital

Prachatai, fue condenada a un año de prisión en

aplicación de la Ley de Delitos Informáticos y al pago de

una multa de 30.000 bahts (979 dólares

estadounidenses), posteriormente reducida a una

condena condicional de ocho meses y a una multa de

20.000 bahts (653 dólares estadounidenses), por no

eliminar con rapidez 10 comentarios considerados

ofensivos para la monarquía que publicaron otras

personas en el sitio web de Prachatai entre abril y

noviembre de 2008.

� Somyot Prueksakasemsuk, director de la revista

Voice of Taksin, permaneció detenido durante el año y

podía ser condenado a 30 años de prisión tras haber
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sido procesado en abril de 2011, en aplicación de la

legislación sobre delitos de lesa majestad, por publicar

dos artículos en su revista. El tribunal denegó varias

veces sus peticiones de libertad bajo fianza.

Personas refugiadas y migrantes
Los solicitantes de asilo continuaban en peligro de ser

arrestados y permanecer detenidos durante largos

periodos, y también de ser devueltos a países donde

corrían peligro de persecución. Tras las

conversaciones con el gobierno de Myanmar, 

el Consejo de Seguridad Nacional de Tailandia 

indicó que los 146.900 refugiados procedentes de

Myanmar que vivían en Tailandia podrían regresar 

a Myanmar en el plazo de un año, pese a la

inestabilidad que seguía afectando a las zonas de ese

país habitadas por minorías étnicas y a la ausencia de

protecciones que facilitaran un proceso de retorno sin

riesgos, digno y voluntario.

A mediados de diciembre, las autoridades

amenazaron con expulsar a los trabajadores

migrantes documentados, y también a los

indocumentados, que no completaran un proceso

nacional de verificación.

Pena de muerte
No se recibieron noticias de ejecuciones; sin

embargo, los tribunales siguieron imponiendo

condenas a muerte durante el año. En agosto, el

Estado conmutó las condenas a muerte de al menos

58 personas por cadenas perpetuas.

TAIWÁN
JEFE DEL ESTADO: MA YING-JEOU
Jefe del gobierno: Chen Chun

(sustituyó a Wu Den-yih en febrero)

Hubo seis ejecuciones. A partir de diciembre, la
fiscalía y la defensa estaban obligadas a presentar
alegatos orales sobre la imposición de la condena y
cuestiones conexas en los casos de pena de muerte
que se veían en el Tribunal Supremo. Los pueblos
indígenas estaban inmersos en prolongados
conflictos sobre tierras y las autoridades no

protegieron sus derechos; mientras tanto,
continuaba el proceso de reconstrucción iniciado
tras el tifón de 2009. Los monopolios de medios de
comunicación se ampliaron. Después de un año 
de retraso se implantó un currículo educativo para la
igualdad de género.

Pena de muerte
Fueron ejecutados 6 hombres, todos en diciembre.

Había 55 personas en espera de ejecución tras haber

agotado todas las instancias de apelación. A partir de

diciembre empezó a exigirse que, en las vistas de

todos los casos de pena capital que llegaban al

Tribunal Supremo, tanto la fiscalía como la defensa

presentaran alegatos orales sobre la imposición de la

pena y cuestiones conexas. Después, el tribunal

tendría en cuenta también la opinión de la familia de

la víctima a la hora de determinar la condena.

� El 31 de agosto, después de un proceso de 21 años,

el Tribunal Superior volvió a confirmar el fallo

absolutorio del “Trío de Hsichih” y puso en libertad a

sus integrantes. Siguieron sin resolverse otros casos de

pena de muerte que también implicaban el uso de la

tortura y de confesiones obtenidas bajo coacción.

Sistema de justicia
En agosto, la Fiscalía de Distrito de Taipei decidió de

nuevo no formular cargos contra las personas

responsables de la ejecución injusta del piloto Chiang

Kuo-ching en 1997.

Derechos de los pueblos indígenas
No se aplicaron las garantías previstas en la Ley

Básica sobre Pueblos Indígenas y continuaron los

conflictos en torno a los procesos de reasentamiento

iniciados tras el tifón Morakot de 2009. En virtud del

Reglamento sobre Definición de Zonas Especiales,

que permitía a las autoridades calificar tierras como

no habitables, varias comunidades indígenas se

enfrentaban al reasentamiento forzoso y a sufrir

futuras restricciones del uso de la tierra.

Libertad de expresión
La concentración de la propiedad de los medios de

comunicación suscitó preocupación por la libertad de

expresión y la independencia editorial. En julio, la

Comisión Nacional de Comunicaciones aprobó con

condiciones la adquisición por Want Want China

Times Group de un importante canal de televisión por
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cable, y en noviembre, su compra del gran consorcio

periodístico Next Media. En diciembre, el Tribunal

Administrativo Superior de Taipei resolvió que la

Comisión tenía poder ejecutivo para revocar la

adquisición por Want Want China Group de otro canal

de televisión por cable debido a que éste había

incumplido las condiciones establecidas por la

Comisión.

Derechos de lesbianas, gays, bisexuales,
transgénero e intersexuales
Después de los retrasos ocasionados por las

objeciones de grupos religiosos conservadores en

2011, se implantó un currículo escolar para la

igualdad de género. Sin embargo, no se publicaron

tres series previstas de manuales informativos para

profesores de educación primaria y secundaria que

incluían contenido sobre identidad de género,

orientación sexual y familias alternativas.

TANZANIA
REPÚBLICA UNIDA DE TANZANIA
Jefe del Estado: Jakaya Kikwete
Jefe del gobierno: Mizengo Peter Pinda
Jefe del gobierno de Zanzíbar: Ali Mohamed Shein

Las autoridades restringieron el derecho a la libertad
de expresión y de reunión. Continuó la violencia
contra las mujeres y los agresores rara vez rendían
cuentas. Se clausuró el campo de Mtabila, que
albergaba a unas 37.000 personas refugiadas de
Burundi.

Información general
Tanzania inició un proceso de revisión de la

Constitución tras enmendar en febrero la Ley de

Revisión de la Constitución de 2011. El presidente

Kikwete estableció en abril una Comisión de Revisión

Constitucional, cuyos integrantes tomaron posesión

de su cargo en mayo. Estaba previsto que el 

proceso de revisión finalizara en octubre de 2013.

Libertad de expresión: 
medios de comunicación
Tanzania siguió utilizando leyes incompatibles con su

Constitución y con el derecho internacional para

regular la actividad de los medios de comunicación.

La Ley de Prensa y el Código Penal se utilizaron para

limitar la libertad de los medios de comunicación,

pese a los llamamientos de los periodistas para que

se revisaran estas leyes.

� En julio fue prohibido el semanario sensacionalista

Mwanahalisi, acusado de haber publicado artículos

sediciosos que podrían incitar a la violencia y poner en

peligro la paz tras la publicación de una noticia sobre el

secuestro y la paliza de que fue víctima el doctor Steven

Ulimboka, presidente del Comité Especial de Médicos

y líder de la huelga de médicos. La revista seguía

prohibida al finalizar el año.

� En septiembre murió a manos de la policía David

Mwangosi, periodista de la emisora de televisión

Channel Ten. Mwangosi informaba de un acto del

opositor Partido por la Democracia y el Progreso

(CHADEMA) en el pueblo de Nyolol (región de Iringa),

cuando la policía disolvió el acto y dispersó a los

seguidores del CHADEMA. Un oficial subalterno fue

acusado formalmente de asesinato en relación con

esta muerte y al finalizar el año estaba en prisión

provisional.

Libertad de reunión 
y uso excesivo de la fuerza
La policía y otras fuerzas de seguridad tanzanas

usaron fuerza excesiva para dispersar a

manifestantes.

� En agosto, Ally Nzona, vendedor de periódicos, fue

alcanzado en la cabeza al parecer por disparos de

policías antidisturbios que dispersaban una

manifestación del CHADEMA en una escuela primaria

de Morogoro. Ally Nzona, que no participaba en la

manifestación, murió a causa de las heridas.

En febrero, la policía detuvo a 2 defensores 

y 14 defensoras de los derechos humanos por

celebrar una reunión ilegal. Fueron puestos en

libertad ese mismo día. Los defensores y defensoras

formaban parte de un grupo de unos 200 activistas

que participaban en una manifestación pública en la

capital, Dar es Salam, en la que se pedía al gobierno

que resolviera el conflicto de los médicos.
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Violencia contra mujeres y niñas
La violencia sexual y otras formas de violencia de

género seguían siendo práctica generalizada,

especialmente la violencia intrafamiliar. Las mujeres

de más edad eran vulnerables a las agresiones

basadas en acusaciones de brujería. Rara vez se

llevaba ante la justicia a los autores de este tipo de

actos. La práctica de la mutilación genital femenina

seguía estando muy extendida en algunas zonas 

del país.

Personas refugiadas 
y solicitantes de asilo
Tras una reunión entre los gobiernos de Tanzania y

Burundi y el ACNUR, la agencia de la ONU para los

refugiados, se decidió cerrar el 31 de diciembre el

campo de Mtabila, que albergaba a unos 37.000

refugiados de Burundi. En julio, el Ministerio del

Interior había declarado que los residentes del campo

perderían la condición de refugiados cuando éste se

cerrase.

En noviembre, el ACNUR informó de que se estaba

prestando asistencia a un millar de personas al día

para su retorno voluntario a Burundi.

Pena de muerte
Los tribunales seguían imponiendo la pena capital.

No se llevaron a cabo ejecuciones. Seguía pendiente

de resolución una demanda judicial presentada 

en 2008 por la sociedad civil contra la

constitucionalidad de la pena de muerte.

TAYIKISTÁN
REPÚBLICA DE TAYIKISTÁN
Jefe del Estado: Emomali Rahmon
Jefe del gobierno: Okil Okilov

La tortura y otros malos tratos seguían siendo
generalizados y persistía la impunidad para sus
autores. Los organismos de vigilancia
independientes no tuvieron acceso a los centros de
detención. Continuaron los ataques contra la libertad
de expresión a pesar de cierta liberalización en la
legislación.

Información general
En julio estallaron enfrentamientos entre el gobierno y

grupos armados en Jorog (Región Autónoma de Alto

Badajshán). Según fuentes no confirmadas, unas 150

personas, entre soldados y civiles, perdieron la vida

durante una operación militar contra las fuerzas leales

al segundo oficial al mando de la unidad fronteriza de

Ishkashim, Tolib Ayombekov, ex líder de la oposición

en la guerra civil. Estas muertes se produjeron en el

contexto de algunos de los combates más intensos

librados desde el final de la guerra civil 

de 1992-1997.

Tortura y otros malos tratos
En marzo, el gobierno declaró su intención de aplicar

las recomendaciones del examen periódico universal

del Consejo de Derechos Humanos de la ONU, entre

ellas la de garantizar el acceso a asistencia médica y

letrada bajo custodia. En abril se reformó el Código

Penal para tipificar la tortura como delito. En junio, el

Tribunal Supremo proporcionó a los jueces unas

directrices para los casos de denuncia o sospecha de

tortura u otros malos tratos, y la Fiscalía General

redactó unas recomendaciones dirigidas a los fiscales

para la investigación de los casos de tortura.

A pesar de estos positivos avances, continuaron las

denuncias de tortura y otros malos tratos. El relator

especial de la ONU sobre la tortura y el Comité de la

ONU contra la Tortura publicaron sus conclusiones.

Tras realizar una visita al país en mayo, el relator

especial afirmó que la tortura y otros malos tratos

eran habituales en contextos muy diversos.

En noviembre, el Comité contra la Tortura señaló

múltiples y coincidentes denuncias de uso habitual

de tortura y otros malos tratos a detenidos,

principalmente para obtener confesiones, sobre todo

en las primeras horas del interrogatorio bajo custodia

policial, así como en los centros de detención

provisional y preventiva dirigidos por el Comité de

Estado para la Seguridad Nacional y por el

Departamento para la Lucha contra la Delincuencia

Organizada.

Niños, ancianos y testigos de causas penales

denunciaron casos de tortura y otros malos tratos. Los

métodos incluían descargas eléctricas, uso de agua

hirviendo, asfixia, palizas y quemaduras con

cigarrillos. Se denunciaron violaciones y amenazas de

violaciones contra mujeres y hombres detenidos, así

como tortura psicológica.

324 Informe 2013 Amnistía Internacional

T



La mayoría de los episodios de tortura y otros

malos tratos sucedían antes del registro de la

detención del sospechoso en la comisaría de policía.

No se informaba a la persona de sus derechos (ver a

un abogado, avisar a la familia o guardar silencio)

hasta que la detención quedaba registrada, y aunque

esto debía hacerse en las tres horas siguientes al

traslado a la comisaría de policía, en la práctica solía

demorarse mucho más. Había casos en que la

persona permanecía recluida durante varios días o

incluso semanas en régimen de incomunicación

antes del registro de su detención.

� Sherik Karamhudoev, jefe del opositor Partido del

Renacimiento Islámico en Jorog (Región Autónoma de

Alto Badajshán), desapareció el 24 de julio durante los

enfrentamientos ocurridos allí. No se comunicó su

paradero a la familia hasta el 8 de agosto, ni se le

permitió a él ver a sus abogados defensores durante

casi dos meses. Según se supo, fue torturado en el

centro de detención del Comité de Estado para la

Seguridad Nacional en Dusambé. Se presentaron

cargos contra él por organizar un grupo criminal y por

posesión ilegal de armas de fuego.

Por lo general, los detenidos eran interrogados en

ausencia de representación letrada, y algunos

abogados no podían ver a sus clientes durante días a

pesar de que la legislación garantizaba el derecho a

asistencia letrada desde el momento de registrarse la

detención.

Las personas acusadas de relación con movimientos

islámicos y grupos o partidos islamistas prohibidos

normalmente eran recluidas en dependencias del

Ministerio del Interior y del Comité de Estado para la

Seguridad Nacional. Estaban especialmente expuestas

a sufrir tortura y otros malos tratos y tenían limitado o

prohibido el acceso a sus abogados. Éstos tampoco

tenían acceso adecuado a la documentación de la

causa entablada contra sus clientes.

Se tuvo noticia de que las fuerzas de seguridad

tayikas secuestraban a personas fuera del territorio

nacional y las devolvían a Tayikistán. En varios casos,

las autoridades basaron en información poco

fidedigna o incompleta sus solicitudes de extradición

de personas, a las que acusaban de pertenecer a

partidos islamistas o grupos islámicos prohibidos.

Estas personas afirmaron que fueron torturadas 

a su regreso.

� Savriddin Dzhurayev, de 27 años, fue condenado en

abril a 26 años de cárcel tras ser declarado culpable de

haber conspirado para derrocar el orden constitucional

“en torno a 1992”, cuando tenía siete años. Había

huido a Rusia en 2006, y Tayikistán había solicitado su

extradición en 2009. En agosto de 2011 se le concedió

asilo temporal en Rusia. El Tribunal Europeo de

Derechos Humanos había ordenado a Rusia que no

llevara a cabo la extradición mientras examinaba su

caso, pero, en octubre de 2011, unos hombres sin

identificar que hablaban en tayiko secuestraron a

Savriddin Dzhurayev en Moscú y lo devolvieron a

Tayikistán. Contó a sus abogados que en Juyand había

sufrido malos tratos bajo custodia y había sido

interrogado en ausencia de un abogado.

En noviembre, el Comité de la ONU contra la

Tortura instó a Tayikistán a poner fin a la práctica de

secuestrar y devolver a personas a Tayikistán desde

otros Estados y someterlas posteriormente a

detención en régimen de incomunicación, y a

garantizar que no sufrían actos de tortura y malos

tratos.

Falta de rendición de cuentas
Persistía un clima general de impunidad. Aunque se

halló culpable por primera vez a un inspector de

policía en un caso de tortura a un muchacho 

de 17 años en la región de Jatlon y se lo condenó en

septiembre a siete años de cárcel, y un segundo

agente fue condenado en diciembre a un año de

prisión por el delito de tortura, hubo otros casos en

los que, en aplicación de la Ley de Amnistías 

de 2011, se puso en libertad antes de tiempo a

funcionarios encargados de hacer cumplir la ley que

habían sido condenados por “abuso de autoridad”.

Por ejemplo, en julio, la Fiscalía de Dusambé decidió

poner fin a la investigación criminal en relación con

dos agentes de policía presuntamente responsables

de la muerte bajo custodia de Safarali Sangov en

marzo de 2011, y ambos fueron amnistiados.

Aunque el Código de Procedimiento Penal

establecía que no debían admitirse ante un tribunal

las pruebas obtenidas mediante tortura, durante el

año no hubo causas en que los jueces adoptaran

medidas de exclusión de tales pruebas.

Las víctimas de tortura y sus familiares informaron

de que temían presentar denuncias ante las fiscalías

ante la posibilidad de sufrir represalias.

Las autoridades negaron el acceso a centros de

detención a observadores independientes del Comité

Internacional de la Cruz Roja y de ONG locales, entre

otros organismos.
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Los jueces solían desestimar las acusaciones de

tortura y otros malos tratos formuladas por los

detenidos en las instrucciones preliminares y los

remitían a la fiscalía para que presentaran una

denuncia.

Durante las investigaciones de denuncias de

tortura y otros malos tratos, ni las víctimas ni sus

familiares recibían información periódica actualizada

ni tenían acceso a la documentación del caso. En

mayo, el Tribunal Constitucional confirmó la decisión

de la Fiscalía General de limitar el acceso de las

víctimas de violaciones de derechos humanos a las

pruebas contra los presuntos perpetradores.

Las fiscalías normalmente no revelaban

información sobre cómo se examinaban las

denuncias ni sobre cómo habían determinado que no

había indicios de conducta indebida de los

funcionarios. La tardanza de los fiscales en solicitar

exámenes médicos de las presuntas víctimas de

tortura y otros malos tratos daba lugar a la

desaparición de rastros físicos.

Muertes bajo custodia
Las autoridades no protegían la vida de las personas

detenidas. No se investigaban eficazmente las

muertes bajo custodia, ni se sancionaba casi nunca a

funcionarios.

� En septiembre murió en prisión Hamza Ikromzoda,

de 27 años, al parecer tras sufrir tortura. Un examen

forense concluyó en octubre que se había suicidado.

Se tuvo noticia de que ex compañeros de celda suyos

que afirmaron haber presenciado su muerte fueron

torturados y sometidos a otros malos tratos en prisiones

de Dusambé y Juyand.

Libertad de expresión
En julio se reformó el Código Penal para despenalizar

la difamación, aunque se mantuvieron las penas por

injurias al presidente. No obstante, se siguieron

conociendo noticias sobre los intentos del gobierno

de restringir el derecho a la libertad de expresión de

activistas de derechos humanos, abogados,

especialistas médicos y periodistas.

En octubre, el tribunal municipal de Juyand ordenó

el cierre de Amparo, organización de derechos

humanos que vigilaba la comisión de abusos en el

ejército, al parecer por infracciones administrativas.

Activistas de derechos humanos pensaban que la

decisión se basaba en motivos políticos y que los

cargos contra Amparo eran infundados.

Violencia contra las mujeres
En diciembre se aprobó finalmente una ley de

prevención de la violencia en el ámbito familiar, ocho

años después de su primera lectura en el

Parlamento.

Informes y visitas 
de Amnistía Internacional
� Amnistía Internacional visitó Tayikistán en junio.

� Shattered Lives: Torture and other ill-treatment in Tajikistan

(EUR 60/004/2012)

� Tajikistan: Dissenting campaign groups should not be silenced

(PRE01/579/2012)

TIMOR ORIENTAL
REPÚBLICA DEMOCRÁTICA DE TIMOR ORIENTAL
Jefe del Estado: José María Vasconcelos

(Taur Matan Ruak)
(sustituyó a José Manuel Ramos-Horta en mayo)

Jefe del gobierno: Kay Rala Xanana Gusmão

Persistía la impunidad por los crímenes de lesa
humanidad y las violaciones graves de derechos
humanos cometidos durante la ocupación indonesia
(1975-1999). Se acusó a las fuerzas de seguridad
de violaciones de derechos humanos, incluidos
malos tratos y uso excesivo de la fuerza. Las mujeres
y las niñas sufrieron un elevado índice de violencia
intrafamiliar.

Información general
Las elecciones presidenciales y parlamentarias de

marzo y abril, y julio, respectivamente, se celebraron

sin incidentes. En diciembre de 2012, el Consejo de

Seguridad de la ONU puso fin al mandato de la

Misión Integrada de la ONU en Timor-Leste.

Policía y fuerzas de seguridad
Hubo denuncias de malos tratos y uso excesivo de la

fuerza, en ocasiones con consecuencias letales, a

manos de las fuerzas de seguridad. La presencia de

la policía de la ONU terminó en diciembre.
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Derechos de las mujeres
El índice de violencia contra las mujeres en el ámbito

familiar continuaba siendo elevado. Aunque algunos

casos se enjuiciaron en los tribunales, 

muchos concluyeron con la imposición de condenas

condicionales. Suscitó preocupación la ausencia de

protección adecuada para víctimas y testigos.

El índice de mortalidad materna de Timor Oriental

era uno de los más elevados de Asia y Oceanía.

Impunidad
Hubo pocos avances en la resolución de crímenes de

lesa humanidad y otras violaciones de derechos

humanos cometidos por las fuerzas de seguridad

indonesias y sus fuerzas auxiliares en el periodo

1975-1999. El mandato del Equipo de Investigación

de Delitos Graves finalizó en diciembre, dejando

inconclusas alrededor de 60 investigaciones sobre

casos destacados de violaciones graves de derechos

humanos cometidas en 1999.

� En diciembre, el Tribunal de Distrito de Dili ordenó el

encarcelamiento de tres ex miembros de la milicia Besi

Merah Putih por crímenes de lesa humanidad

cometidos en el contexto del referéndum sobre la

independencia de 1999. Miguel Soares y Salvador de

Jesus fueron condenados a 9 y 16 años de prisión,

respectivamente, por asesinato, mientras que Faustino

de Carvalho fue condenado a 6 años por

desplazamiento forzado de población y por la

detención ilegal de mujeres y niños.

Las autoridades timoresas no aplicaron las

recomendaciones de la Comisión para la Acogida, la

Verdad y la Reconciliación ni de la Comisión bilateral

indonesio-timoresa de la Verdad y la Amistad. Estas

recomendaciones incluían ofrecer una reparación a

las víctimas y a sus familias y adoptar medidas

efectivas para identificar a las víctimas de

desaparición forzada y a los menores de edad

separados de sus familias.

� En febrero, el Parlamento comenzó a debatir sendos

proyectos de ley para establecer un Programa Nacional

de Reparación y un Instituto Público de la Memoria. Sin

embargo, el debate se aplazó de nuevo –por tercera vez

desde junio de 2010– y no se fijó fecha para su

reanudación.

Informes y visitas 
de Amnistía Internacional
� Amnistía Internacional visitó Timor Oriental en octubre y noviembre.

� Timor-Leste: Remembering the past – Recommendations to effectively

establish the “National Reparations Programme” and “Public Memory

Institute” (ASA 57/001/2012)

TOGO
REPÚBLICA TOGOLESA
Jefe del Estado: Faure Gnassingbé
Jefe del gobierno: Kwesi Ahoomey-Zunu

(sustituyó a Gilbert Fossoun Houngbo en julio)

Las fuerzas de seguridad usaron fuerza excesiva para
dispersar manifestaciones de partidos políticos y
estudiantes. Se empleó la tortura para obtener
confesiones. Las autoridades socavaron la libertad
de expresión, de reunión y de prensa. La Comisión de
la Verdad, la Justicia y la Reconciliación publicó sus
primeras conclusiones, pero al terminar el año no se
habían tomado medidas concretas para poner fin a la
impunidad.

Información general
Durante el año se organizaron frecuentes

manifestaciones a favor de cambios políticos y

económicos, algunas de las cuales desembocaron en

enfrentamientos entre manifestantes y fuerzas de

seguridad.

En enero, las autoridades trataron de impedir la

publicación de un informe de la Comisión Nacional

de Derechos Humanos en el que se condenaba la

tortura infligida por las fuerzas de seguridad, y

especialmente la Agencia Nacional de Inteligencia,

contra civiles y militares acusados de conspirar contra

el Estado; entre los torturados se encontraba Kpatcha

Gnassingbé, hermanastro del presidente. Tras las

protestas nacionales e internacionales, las

autoridades aceptaron las conclusiones de la

Comisión y se comprometieron a aplicar sus

recomendaciones para luchar contra la impunidad.

Sin embargo, al acabar el año no se había adoptado

ninguna medida concreta.

En mayo, la Asamblea Nacional adoptó una ley que

modificaba el Código Electoral. Varios partidos de la

oposición acusaron a las autoridades de adoptar las

reformas “unilateralmente” y exigieron su revocación.
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Tras las protestas se introdujeron cambios en la

legislación; no obstante, algunos partidos de la

oposición siguieron negándose a reanudar el diálogo

y discrepaban de las condiciones para organizar las

elecciones legislativas, previstas en un principio para

antes de que finalizara 2012, pero aplazadas a 2013.

Uso excesivo de la fuerza
Las fuerzas de seguridad usaron a menudo fuerza

excesiva para reprimir manifestaciones organizadas

por partidos políticos. 

� En junio, las fuerzas de seguridad capturaron a

varios manifestantes en domicilios particulares y en un

lugar de culto. También lanzaron gas lacrimógeno en

un aula de la escuela de la misión católica de

Amoutiévé, en Lomé, la capital.

� En julio, las fuerzas policiales atacaron la vivienda de

Jean-Pierre Fabre, presidente de la Alianza Nacional

para el Cambio. Lanzaron gas lacrimógeno durante

varias horas y luego entraron por la fuerza, golpearon a

todas las personas presentes y detuvieron a algunas 

de ellas.

Tortura y otros malos tratos
Se empleó la tortura durante el periodo de detención

previa al juicio para obtener confesiones o implicar a

acusados.

� En abril, cuatro estudiantes, tres de ellos miembros

de la Unión Nacional de Escolares y Estudiantes

Togoleses, fueron sometidos a malos tratos durante su

detención y reclusión en la prisión civil de Kara, a unos

430 kilómetros al norte de Lomé. Acusados

formalmente de “incitación a la rebelión” por organizar

una reunión para debatir las promesas del gobierno

sobre concesión de becas, fueron puestos en libertad

sin juicio un mes después.

� En agosto, Kossi Amétépé fue detenido durante una

manifestación contra el gobierno. Unos miembros de la

Fuerza de Intervención Rápida lo golpearon y

recluyeron en su campamento, en Lomé, donde lo

azotaron con cuerdas y lo pisotearon.

Libertad de expresión
Las autoridades limitaron la libertad de expresión y de

reunión mediante amenazas a defensores y

defensoras de los derechos humanos y mediante la

prohibición de manifestaciones, alegando que estas

medidas eran necesarias para prevenir riesgos para la

seguridad y mantener el orden público.

� En febrero, Koffi Kounté, presidente de la Comisión

Nacional de Derechos Humanos, recibió amenazas del

entorno del jefe del Estado tras negarse a respaldar un

informe del que se sabía que había sido falsificado por

el gobierno. Kounté se refugió en Francia por temor a

las represalias.

� En agosto se prohibió en Kara una reunión de

educación para la ciudadanía organizada por el

Colectivo Salvemos Togo (CST); las fuerzas de seguridad

agredieron y persiguieron a los líderes del grupo.

Las fuerzas de seguridad atacaron a periodistas

que filmaban marchas contra el gobierno o

informaban sobre ellas.

� En octubre, las fuerzas de seguridad atacaron en

Lomé a Justin Anani, periodista afiliado a la Federación

Internacional de Periodistas, cuando informaba de una

marcha de protesta organizada por el CST y otros

grupos de la oposición.

Condiciones de reclusión
Las condiciones de muchos centros de reclusión

constituían trato cruel, inhumano o degradante

debido al hacinamiento y a la falta de acceso a

atención médica. Según la información recibida, la

situación provocó varias muertes, incluidas las de al

menos 19 internos de la prisión civil de Lomé.

� En mayo, Bertin Sama, acusado de narcotráfico,

murió por una infección pulmonar en la prisión civil de

Lomé. Según se tuvo noticia, había pedido atención

médica en reiteradas ocasiones, pero no fue trasladado

al hospital hasta dos días antes de su fallecimiento.

Impunidad
En abril, la Comisión de la Verdad, la Justicia y la

Reconciliación publicó su primer informe tras

entrevistar a víctimas y a presuntos responsables de

actos de violencia política cometidos entre 1958 

y 2005. El presidente pidió perdón en nombre de la

nación y las autoridades se comprometieron a

adoptar medidas de reconciliación y a indemnizar a

las víctimas. Sin embargo, al concluir el año no se

había tomado ninguna medida concreta.

Informes y visitas 
de Amnistía Internacional
� Togo: The authorities censor a report denouncing torture

(AFR 57/001/2012)

� Togo: Vague d’arrestations et répression de manifestants

(AFR 57/004/2012)
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TRINIDAD 
Y TOBAGO
REPÚBLICA DE TRINIDAD Y TOBAGO
Jefe del Estado: George Maxwell Richards
Jefa del gobierno: Kamla Persad-Bissessar

Se siguieron conociendo casos de homicidios
ilegítimos a manos de la policía, algunos de ellos
cometidos en circunstancias que apuntaban a
posibles ejecuciones extrajudiciales. Continuaron
imponiéndose condenas a muerte.

Información general
El índice de asesinatos continuaba siendo elevado; a

lo largo del año se registraron 377 homicidios.

En agosto se adoptó legislación que permitía el

desistimiento de los procedimientos penales por

determinados delitos en el caso de que hubieran

transcurrido más de 10 años desde su comisión, pero

en octubre se revocó tras las protestas generalizadas

por su aplicación a importantes casos de corrupción.

Policía y fuerzas de seguridad
Se recibieron noticias constantes de homicidios

ilegítimos cometidos por la policía. Las declaraciones

oficiales de que los agentes habían disparado en

defensa propia eran refutadas a menudo por los

testigos presenciales.

� En abril, Atiba Duncan murió por un disparo de la

policía en la comunidad de Mt. D’or Road. Los agentes

alegaron que les había apuntado con un arma cuando

intentaban detenerlo. Sin embargo, un patólogo

forense determinó que le habían disparado por la

espalda. Al finalizar el año proseguían las

investigaciones.

En octubre, la Oficina de Denuncias contra la

Policía pidió “una respuesta más rápida al largo

proceso de investigación sobre los casos de disparos

policiales con consecuencias mortales”. También pidió

que se instalasen cámaras de circuito cerrado de

televisión en diversas zonas clave de las comisarías.

Sistema de justicia
Estaba previsto que en enero de 2013 entrase en

vigor una ley de 2011 destinada a acelerar el proceso

judicial eliminando las vistas preliminares en las que

se determinaba si existía delito. Sin embargo,

preocupaba el hecho de que no se hubiese creado la

infraestructura necesaria para que la legislación fuese

operativa.

Violencia contra mujeres y niñas
En noviembre, el Servicio de Policía de Trinidad y

Tobago anunció que entre enero y septiembre se

habían denunciado 689 casos de delito sexual, lo que

suponía un aumento de más de 200 en comparación

con todo 2011.

Según la información recibida, al concluir el año se

había presentado al Consejo de Ministros el borrador

de Política Nacional sobre Género y Desarrollo, en

estudio desde 2009.

Derechos de lesbianas, gays, bisexuales,
transgénero e intersexuales
Los defensores de los derechos de lesbianas, gays,

bisexuales, transgénero e intersexuales continuaron

captando apoyos para que la Ley sobre Igualdad de

Oportunidades incluyese la discriminación por

motivos de orientación sexual. Las relaciones entre

personas del mismo sexo seguían siendo delito.

Aunque estas leyes no se aplicaban, contribuían a

crear un clima de discriminación.

Condiciones de reclusión
En varios casos de malos tratos se procesó con éxito a

funcionarios de prisiones ante tribunales civiles. Sin

embargo, en la mayoría de los casos no se adoptaron

las correspondientes medidas disciplinarias.

En marzo, el Tribunal Superior, en la causa de un

preso golpeado en la prisión de Golden Grove en

diciembre de 2009, falló que “parec[ía] que se

ha[bía] hecho caso omiso de las observaciones

formuladas por los tribunales en varios casos de este

tipo y, dada la reiteración de incidentes similares,

todo parec[ía] indicar que los responsables no

sufr[ían] ningún tipo de consecuencia”.

En julio, en una causa distinta, el Tribunal Superior

halló que, desde septiembre de 2005 hasta mayo de

2012, se habían presentado 302 denuncias contra

funcionaros del Estado por agresión con lesiones, y

pidió a las autoridades que proporcionasen a los

funcionarios penitenciarios formación sobre uso

adecuado de la fuerza.
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Pena de muerte
Al menos cinco personas fueron condenadas a

muerte; no hubo ejecuciones. En enero, la primera

ministra afirmó públicamente que el gobierno estaba

comprometido con la aplicación de la pena de

muerte.

Informes y visitas 
de Amnistía Internacional
� Amnistía Internacional visitó Trinidad y Tobago en septiembre 

y octubre.

TÚNEZ
REPÚBLICA DE TÚNEZ
Jefe del Estado: Moncef Marzuki
Jefe del gobierno: Hamadi Yebali

Las autoridades restringieron la libertad de expresión y
enjuiciaron a varias personas en virtud de leyes
represivas, promulgadas durante el gobierno anterior.
Se recibieron nuevas denuncias de tortura y otros malos
tratos a manos de la policía, que utilizó también fuerza
excesiva contra manifestantes. Las familias de las
personas muertas o heridas durante el levantamiento
que derrocó al anterior presidente en enero de 2011
seguían pidiendo justicia y reparaciones. Algunos 
ex funcionarios fueron enjuiciados y encarcelados. Las
mujeres seguían sufriendo discriminación en la
legislación y en la práctica. Se condenó a muerte a
nueve personas. No hubo ejecuciones.

Información general
El estado de excepción declarado en enero de 2011

se renovó y permaneció en vigor a lo largo de 

todo 2012.

El gobierno de coalición, constituido tras las

elecciones de octubre de 2011 para un periodo de un

año, permaneció en el poder durante todo 2012,

aunque en octubre anunció nuevas elecciones

parlamentarias y presidenciales para junio y julio 

de 2013. La Asamblea Nacional Constituyente,

encargada de redactar la nueva Constitución,

presentó en agosto un borrador, pero declaró que no

podía cumplir el plazo de un año fijado, que se

amplió por ello hasta febrero de 2013. Varios

aspectos del borrador, relacionados con los derechos

humanos, fueron objeto de críticas, sobre todo los

artículos en torno a la condición jurídica de la mujer,

el derecho a la vida y la criminalización de las

declaraciones consideradas ofensivas para la religión.

En agosto, el partido islamista Ennahda,

mayoritario en la coalición de gobierno, presentó ante

la Asamblea Nacional Constituyente un proyecto de

ley que penalizaba los actos considerados ofensivos

para la “religión y los valores sagrados”. Al concluir el

año seguía estudiándose.

Las autoridades tomaron medidas dirigidas, al

parecer, a reformar la judicatura y promover la

independencia judicial. El ministro de Justicia

destituyó en mayo a 82 jueces por presunta

corrupción, aunque un mes más tarde rehabilitó 

a 9 de ellos, y en septiembre el Consejo Supremo de

la Magistratura trasladó, ascendió o atribuyó nuevas

funciones a más de 700 jueces. No obstante, debido

a la falta de consenso en el seno de la Asamblea

Nacional Constituyente, finalmente no se aprobó un

proyecto de ley por el que se reemplazaba el Consejo

Supremo de la Magistratura por un Consejo Judicial

Temporal. Este proyecto de ley carecía de

salvaguardias adecuadas frente a la destitución o el

traslado arbitrarios de jueces y otorgaba al poder

ejecutivo un considerable control sobre el nuevo

órgano judicial propuesto. En septiembre, el ministro

de Justicia se arrogó la presidencia del Consejo

Supremo de la Magistratura, puesto que previamente

ocupaba el ex presidente Zin el Abidín ben Alí.

Se sucedieron las protestas públicas y las

manifestaciones de grupos religiosos, personas

insatisfechas con el ritmo de las reformas y la dureza

de las condiciones de vida y activistas que defendían

los derechos de las mujeres, la reforma de los medios

de comunicación y el avance de la libertad de

expresión. En algunas de ellas estalló la violencia, a lo

que la policía respondió con el uso de la fuerza, en

ocasiones excesiva. Según datos disponibles, 

casi 300 manifestantes y transeúntes resultaron

heridos cuando la policía empleó fuerza excesiva en

la ciudad de Siliana, al suroeste de Túnez capital,

durante las manifestaciones de los días 27, 28 y 29

de noviembre, en las que se pedía la destitución del

gobernador de la región, el desarrollo económico de

la ciudad y la liberación de 13 personas detenidas

durante las protestas de abril de 2011.
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Por el contrario, cuando, en varias ocasiones,

grupos de extremistas religiosos, sobre todo salafistas

(musulmanes suníes que abogaban por el regreso a

lo que consideraban los principios fundamentales del

islam), atacaron a artistas, escritores y otras personas,

la policía fue acusada de no haber intervenido de

forma oportuna. Este tipo de agresiones se dirigían

contra presuntos vendedores de alcohol, así 

como contra exposiciones de arte y actos culturales 

y de otra índole. En septiembre, la embajada de

Estados Unidos sufrió ataques a causa de una

película contraria al islam que apareció en Internet.

Según informes, tras los ataques decenas de

salafistas fueron detenidos. Para protestar por su

detención y por las condiciones de reclusión, más de

50 se declararon en huelga de hambre, lo que

provocó la muerte de 2 de ellos en noviembre. Se

tuvo noticia de que la mayoría había puesto fin a su

huelga de hambre al final del año. En octubre, tras la

detención de otro, grupos salafistas atacaron, al

parecer, dos comisarías de policía en Manuba, lo que

provocó la muerte de dos personas y lesiones a varios

agentes de policía.

En marzo, el historial de derechos humanos de

Túnez se sometió al examen periódico universal de la

ONU. El gobierno aceptó la mayoría de las

recomendaciones de la ONU, pero rechazó las que le

instaban a despenalizar la difamación y las relaciones

sexuales entre personas del mismo sexo, revocar las

leyes que discriminaban a las mujeres y abolir la pena

de muerte.

Las relatoras especiales de la ONU y la Unión

Africana sobre los defensores de los derechos

humanos visitaron Túnez en septiembre.

Justicia transicional
En enero, el gobierno creó un nuevo órgano, el

Ministerio de Derechos Humanos y Justicia

Transicional, para elaborar estrategias con que

abordar las violaciones de derechos humanos

cometidas en el pasado y garantizar la protección de

los derechos humanos en el futuro. Sin embargo, al

mes siguiente, su titular declaró públicamente que la

homosexualidad no era un derecho humano, sino

una “perversión”.

En abril, el Ministerio de Justicia estableció un

comité técnico, compuesto de funcionarios y

representantes de la sociedad civil, para consultar a

la población de Túnez sobre cuestiones de verdad,

justicia, reparación y reforma. Este comité preparó un

anteproyecto de ley por el que se proponía la

creación de un órgano independiente, el Consejo de

la Verdad y la Dignidad, para supervisar el proceso de

justicia transicional, y que presentó ante el presidente

y ante la Asamblea Nacional Constituyente en

octubre.

Tras su visita de noviembre, el relator especial de la

ONU sobre la promoción de la verdad, la justicia, la

reparación y las garantías de no repetición se mostró

preocupado por el hecho de que el proceso de

justicia transicional no fuera exhaustivo ni concediera

la misma importancia a cada uno de los cuatro

elementos de la justicia transicional.

La Comisión Nacional de Investigación sobre los

Abusos Cometidos desde el 17 de Diciembre de 2010

hasta el Fin de Su Mandato (conocida como Comisión

Buderbala) presentó su informe en mayo. En él se

describía lo ocurrido durante el levantamiento que

derrocó el gobierno del ex presidente Ben Alí y se

facilitaban los nombres de las personas muertas y

heridas. Sin embargo, no se identificaba a los

responsables del uso de medios letales y de las

violaciones de derechos humanos.

Las autoridades ofrecieron indemnizaciones y

atención médica a las personas heridas durante los

levantamientos y a las familias de las víctimas

mortales, pero se las criticó por no haber tenido en

cuenta la gravedad de las lesiones causadas ni otros

factores, como la pérdida de oportunidades de

estudio o de trabajo. Las familias de algunas de las

víctimas mortales rechazaron las indemnizaciones, al

considerar que no se había hecho justicia.

Varios altos cargos del ex presidente Ben Alí fueron

condenados a largas penas de cárcel por las muertes

de manifestantes ocurridas durante el levantamiento de

diciembre de 2010 y enero de 2011. Otros 

ex funcionarios de rango medio e inferior fueron

condenados a título individual por haber disparado

contra manifestantes, y enviados a prisión.

� En junio, un tribunal militar de Kef condenó al ex

ministro del Interior Rafiq Haj Kacem a 12 años de

prisión por complicidad en los asesinatos de

manifestantes cometidos en Kaserine, Tala, Kairuán 

y Tajerouine. Otros cuatro ex altos cargos del

Departamento de Seguridad del Estado fueron

condenados a penas de hasta 10 años de prisión, y seis

ex funcionarios de rango medio recibieron penas de

prisión por asesinato.
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� En julio, el Tribunal Militar de Túnez capital condenó in

absentia a cadena perpetua al ex presidente Ben Alí por

las muertes y heridas de manifestantes en el área

metropolitana de Túnez. Además, 39 ex miembros de

sus fuerzas de seguridad, presentes en el tribunal,

fueron condenados a penas de hasta 20 años de prisión.

Ambas causas se remitieron a un tribunal militar

de apelación, pero seguían pendientes al concluir 

el año.

El proceso de enjuiciamiento de ex funcionarios

por delitos cometidos durante el levantamiento era

cuestionable por varias razones, sobre todo porque

los juicios se celebraban ante tribunales militares, no

civiles. Además, las víctimas, sus familias y sus

abogados criticaron a la fiscalía por estimar que no

llevaba a cabo investigaciones exhaustivas, y

aseguraron sufrir intimidaciones por parte de las

personas investigadas o acusadas, algunas de las

cuales continuaban en puestos de autoridad.

Tortura y otros malos tratos
Se denunciaron torturas y otros malos tratos a manos

de la policía. En agosto, el Ministerio de Derechos

Humanos y Justicia Transicional comunicó que, tras

una consulta pública, tenía previsto crear una nueva

institución nacional independiente para combatir la

tortura. El órgano propuesto tendría facultades para

visitar centros de detención y contribuir a la

redacción de nuevas leyes, presentaría informes

anuales y se ajustaría a las normas internacionales.

� Abderraouf Khemmassi murió bajo custodia de la

policía en Túnez capital el 8 de septiembre, 11 días

después de haber sido detenido por presunto robo. La

autopsia atribuyó la muerte a un impacto en la cabeza,

y reveló además otras lesiones. Más tarde, cuatro

agentes de policía fueron detenidos y acusados de

haberle causado la muerte.

Libertad de expresión
Pese a haberse comprometido explícitamente a

respetar la libertad de expresión, las autoridades

emprendieron acciones contra periodistas, artistas,

blogueros y personas críticas con ellas, esgrimiendo

los artículos 121.3 y 226 del Código Penal, que

criminalizaban las manifestaciones consideradas

amenazantes para el orden público, la moral pública

o los valores sagrados. Sin embargo, en octubre

afirmaron que aplicarían los decretos 115 y 116 

de 2011, sobre el material de prensa y audiovisual.

� Tras haber publicado comentarios e imágenes en

Internet, Jabeur Mejri y Ghazi Beji fueron hallados

culpables en marzo de insultar al islam y a los

musulmanes en virtud de los artículos 121.3 y 226 del

Código Penal y del artículo 86 del Código de

Telecomunicaciones. Ghazi Beji huyó del país y fue

condenado in absentia. Ambos fueron multados y

condenados a siete años y medio de prisión, el máximo

permitido. El 20 de junio, el Tribunal de Apelación de

Monastir confirmó las condenas, tras lo cual se remitió

la causa al Tribunal de Casación, que no había fallado

al terminar el año. En ese momento, Jabeur Mejri se

encontraba recluido en la prisión de Mehdia.

En junio, los salafistas atacaron en Túnez capital

una exposición de arte por considerar que algunas de

las obras eran ofensivas para el islam. Esto dio lugar a

grandes protestas en otras ciudades. En septiembre,

la embajada de Estados Unidos fue atacada por

manifestantes tras haberse publicado en Internet una

película considerada ofensiva para el islam; según la

información disponible, cuatro personas murieron y

varias resultaron heridas.

� Nadia Jelassi y Mohamed Ben Slima, artistas

relacionados con la exposición de arte atacada por

salafistas en junio, fueron citados ante un juez

instructor, acusados de atentar contra valores

sagrados, ofender la moral pública y perturbar el orden

público. La causa proseguía al final del año.

� En septiembre, Ayoub Massoudi fue declarado

culpable de minar la reputación del ejército y difamar a

un funcionario. Se le impuso una condena condicional

de cuatro meses, e inicialmente se le prohibió viajar al

extranjero. Ayoub Massoudi había dimitido de su cargo

como asesor del presidente cuando, en junio, criticó

públicamente la extradición de Túnez a Libia del ex

primer ministro libio Al Baghdadi al Mahmudi,

alegando que el jefe de las fuerzas armadas y ministro

de Defensa de Túnez no había informado previamente de

la extradición al presidente tunecino. Fue juzgado en

virtud del artículo 98 del Código de Justicia Militar y del

artículo 128 del Código Penal.

Derechos de las mujeres
Las mujeres seguían sufriendo discriminación en la

legislación y en la práctica. El gobierno rechazó las

recomendaciones del examen periódico universal de la

ONU de revocar las leyes discriminatorias relativas a la

herencia y la custodia de los hijos. El Código Penal

seguía incluyendo medidas discriminatorias, entre ellas
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que un hombre que violara o secuestrara a una menor

de edad no sería castigado si se casaba con ella.

� Una mujer de 27 años acusó a dos agentes de

policía de haberla violado, mientras un tercero

extorsionaba a su prometido. Sin embargo, en

septiembre se presentaron cargos contra la propia

mujer por conducta indecente intencionada, al afirmar

los policías que la habían encontrado en una “postura

inmoral” con su prometido. Se citó a la pareja ante un

juez instructor. La pareja presentó cargos contra los

tres agentes de policía, que fueron detenidos y se

enfrentaban a un procesamiento. Los cargos

presentados contra la mujer y su prometido se retiraron

posteriormente.

Pena de muerte
La pena de muerte continuó en vigor. Según los datos

disponibles, se impusieron nueve condenas de

muerte. En septiembre, el gobierno rechazó la

recomendación del examen periódico universal de la

ONU de abolir la pena capital. Sin embargo, se

mantuvo la suspensión de las ejecuciones, en vigor

desde 1991. Según las autoridades, se conmutaron

125 condenas a muerte y al final del año 

había 179 personas en espera de ejecución.

Informes y visitas 
de Amnistía Internacional
� Amnistía Internacional visitó Túnez en septiembre.

� Tunisia: Submission for consideration by the National Constituent

Assembly on the guarantee of civil, political, economic, social and cultural

rights in the new Constitution (MDE 30/004/2012)

� ¿Un paso adelante, dos pasos atrás? Avances y retrocesos un año

después de las históricas elecciones tunecinas (MDE 30/010/2012)

TURKMENISTÁN
TURKMENISTÁN
Jefe del Estado y del gobierno: Gurbanguly Berdimuhamedov

Se aprobó una ley sobre partidos que permitía ejercer
formalmente la oposición política. Pese a ello,
personalidades de la oposición, periodistas y
defensores y defensoras de los derechos humanos

continuaron sufriendo hostigamiento del Estado.
Siguió estando muy extendida la práctica de la
tortura y otros malos tratos.

Información general
En febrero fue reelegido el presidente

Berdimuhamedov con el 97,4 por ciento de los votos.

La Organización para la Seguridad y la Cooperación

en Europa (OSCE) no envió observadores a las

elecciones aduciendo restricciones de la libertad

política en Turkmenistán.

En marzo, el Comité de Derechos Humanos de la

ONU concluyó que, si bien Turkmenistán se mostraba

ya “más dispuesto” a mejorar su historial de derechos

humanos, persistían las disparidades entre la

legislación y su cumplimiento.

Turkmenistán siguió sin abrirse al escrutinio

internacional: a pesar de una visita del Comité

Internacional de la Cruz Roja, no se permitió realizar

labores de observación a organizaciones

internacionales independientes. El país tampoco

cooperó plenamente con los mecanismos de

derechos humanos de la ONU.

El 9 de octubre, la Subcomisión de Derechos

Humanos del Parlamento Europeo se reunió para

debatir sobre los derechos humanos en

Turkmenistán.

Derecho a la libertad de expresión 
y de asociación
Los defensores de los derechos humanos no podían

desempeñar sus actividades abiertamente. No se

toleraba la crítica en los medios de comunicación, y

continuó el hostigamiento de periodistas, defensores

de los derechos humanos y otros activistas.

Continuaron privados de libertad varios presos de

conciencia, recluidos por ejercer pacíficamente su

derecho a la libertad de expresión. Annakurban

Amanklychev y Sapardurdy Khadziev siguieron

sometidos a reclusión arbitraria tras haber sido

condenados en juicios injustos celebrados en agosto

de 2006 por su labor de defensa de los derechos

humanos.

� El 11 de enero se aprobó la Ley de Partidos Políticos,

que legalizaba su formación. El 21 de agosto se fundó

el Partido de Industriales y Empresarios; era la primera

vez que se permitía una alternativa al gobernante

Partido Democrático de Turkmenistán desde 1991.

Pese a ello, defensores de los derechos humanos y
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activistas de la oposición expresaron sus dudas sobre si

el gobierno tenía verdadera intención de permitir un

debate político abierto.

� El 5 de octubre, el ex ministro Geldimurat

Nurmuhammedov fue detenido en Asjabad y enviado 

a un centro de rehabilitación de toxicómanos de

Dashoguz para recibir tratamiento durante seis meses,

a pesar de no tener historial de consumo de drogas. Se

temía que fuera sometido a tratamiento médico

forzoso, posiblemente como castigo por sus

actividades políticas y por una entrevista concedida a

Radio Free Europe / Radio Liberty, en la que había

criticado al gobierno y calificado de “ilegal” al partido

gobernante.

Tortura y otros malos tratos
Hubo denuncias verosímiles de tortura y otros malos

tratos –como descargas eléctricas, asfixia, violación,

administración forzosa de sustancias psicotrópicas,

privación de alimentos y líquidos o exposición a frío

extremo– infligidos por las fuerzas de seguridad a

presuntos delincuentes comunes. La impunidad de

tales abusos seguía siendo la norma, y las denuncias

de las víctimas rara vez prosperaban.

� El 4 de agosto, el Ministerio de Asuntos Exteriores

anunció que se habían hecho reformas del Código

Penal que penalizaban la tortura.

Condiciones de reclusión
Las condiciones de reclusión no cumplían las normas

internacionales. El hacinamiento, la desnutrición y un

saneamiento deficiente eran habituales y favorecían

la propagación de enfermedades. Con frecuencia era

obligado el pago de sobornos para conseguir comida

y medicamentos.

Desaparición forzada y reclusión 
en régimen de incomunicación
Siguió sin conocerse el paradero de decenas de

personas condenadas en juicios injustos en 2002 y

2003 por la presunta tentativa de magnicidio de

Saparmurad Niyazov, presidente del país en aquel

momento. Sus familiares llevaban más de un decenio

sin tener noticias suyas y no sabían si aún estaban

vivas. Según informes, las autoridades acosaron e

intimidaron a familiares de detenidos que intentaron

presentar recursos.

Pese a que fuentes no gubernamentales

denunciaban que al menos ocho de los condenados

habían muerto bajo custodia, las autoridades

rehusaron revelar ningún dato o abrir una

investigación.

� Tirkish Tyrmyev, ex jefe de las Tropas Fronterizas de

Turkmenistán, había sido condenado a 10 años de

cárcel en 2002 por abuso de poder. Sus familiares no

conocían su paradero, pero en marzo informaron de

que se le había impuesto otra condena de siete años

cuando estaba próxima la fecha de su excarcelación, al

parecer por un delito contra un guardia penitenciario.

Libertad de circulación
Continuó en funcionamiento el sistema de inscripción

en registro del lugar de residencia (propiska), que

restringía la libertad de circulación y obstaculizaba el

acceso a vivienda, empleo y servicios.

TURQUÍA
REPÚBLICA DE TURQUÍA
Jefe del Estado: Abdullah Gül
Jefe del gobierno: Recep Tayyip Erdoğan

La libertad de expresión continuó sujeta a
restricciones a pesar de limitadas reformas
legislativas. La policía empleó fuerza excesiva para
disolver manifestaciones pacíficas. La investigación
y el enjuiciamiento de presuntos abusos contra los
derechos humanos cometidos por funcionarios del
Estado fueron deficientes. Persistieron los juicios
injustos en aplicación de la legislación antiterrorista.
Se cometieron atentados con explosivos que se
cobraron vidas de civiles. No se avanzó en el
reconocimiento del derecho a la objeción de
conciencia ni en la prohibición de la discriminación
basada en la orientación sexual o en la identidad de
género. El número de personas procedentes de Siria
que buscaron refugio en Turquía prácticamente llegó
a 150.000. Turquía adoptó garantías jurídicas de
protección más firmes para combatir la violencia
contra mujeres y niñas, pero en la práctica no hubo
una aplicación adecuada de los mecanismos
existentes.
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Información general
Prosiguieron durante todo el año los debates en torno

a la adopción de una nueva Constitución, pero hubo

escasas muestras de consenso entre los partidos

políticos o de participación efectiva de la sociedad

civil en el proceso.

El Parlamento aprobó en octubre una resolución

por la que autorizaba la intervención militar en Siria

durante 12 meses, y otra por la que prorrogaba otro

año la autorización para intervenir contra el grupo

armado Partido de los Trabajadores Kurdos (PKK) en

el norte de Irak. La votación se llevó a cabo tras la

muerte de cinco personas por el impacto de un

proyectil de mortero sirio en Akçakale, localidad

fronteriza de la provincia de Şanlıurfa.

También se habían intensificado los

enfrentamientos armados entre las fuerzas armadas 

y el PKK. El ejército dijo haber “neutralizado” 

a 500 miembros armados del PKK sólo en

septiembre. El gobierno anunció en diciembre que

había participado en negociaciones con el PKK.

Cientos de presos en todo el país se declararon en

huelga de hambre en febrero y, de nuevo, en

septiembre para protestar por la negativa de las

autoridades a permitir que el dirigente del PKK

Abdullah Öcalan recibiera visitas de sus abogados,

entre otras reivindicaciones. Tras los llamamientos de

Abdullah Öcalan a poner fin a las protestas, éstas

concluyeron en abril y noviembre, respectivamente.

En mayo, el Parlamento aprobó una ley de

regeneración urbana que eliminaba garantías

procesales de que gozaban las personas residentes

en lugares afectados por proyectos urbanísticos e

incrementaba los temores de que dichos proyectos

dieran lugar a desalojos forzosos. En octubre aprobó

legislación sindical que no respetaba las normas de la

Organización Internacional del Trabajo, sobre todo en

relación con el derecho de huelga y el derecho a la

negociación colectiva.

En septiembre, más de 300 miembros del ejército

–en activo y retirados– fueron declarados culpables

de planear el “Mazo”, presunta conspiración violenta

para derrocar al gobierno. La sentencia dividió a la

opinión pública turca entre quienes consideraban

que era un triunfo frente a la impunidad de los

abusos cometidos por el ejército y quienes

denunciaban que las pruebas en que se había

basado eran falsas.

Libertad de expresión
Hubo escasos avances en la tarea de abordar las

restricciones impuestas a la libertad de expresión en

los medios de comunicación y a la sociedad civil 

en general. Eran frecuentes los procesamientos

penales de personas que expresaban pacíficamente

su disidencia, sobre todo si se trataba de asuntos

políticos controvertidos o de críticas a instituciones y

funcionarios públicos. Los primeros en ser objeto de

actuaciones penales eran quienes sostenían

opiniones discrepantes sobre política y sobre la

cuestión de los derechos de los kurdos.

El Parlamento aprobó en julio, en el marco del

denominado “tercer paquete judicial”, un conjunto de

reformas que abolían o modificaban varias leyes

empleadas para limitar la libertad de expresión. Las

reformas no afectaban a la definición de los delitos

utilizados para limitar la libertad de expresión, entre

los que destacaban los tipificados en la legislación

antiterrorista.

� En febrero, el objetor de conciencia y defensor de los

derechos humanos Halil Savda fue encarcelado por

“distanciar a la opinión pública del servicio militar” en

aplicación del artículo 318 del Código Penal.

Condenado a 100 días de prisión, en abril quedó en

libertad condicional. En septiembre se le impuso una

multa y se le prohibió temporalmente continuar con su

“marcha por la paz” en la provincia meridional de

Osmaniye. En diciembre, Halil Savda fue absuelto en

dos causas distintas abiertas en virtud del artículo 318.

Quedaba pendiente ante el Tribunal Supremo de

Apelaciones otra sentencia condenatoria dictada en

aplicación también del artículo 318.

� En octubre comenzó el juicio del pianista Fazıl Say.

La fiscalía había entablado el proceso en su contra en

aplicación del artículo 216 del Código Penal por

“injuriar públicamente los valores religiosos” en unos

mensajes de Twitter en los que se burlaba de

personalidades religiosas y del concepto islámico 

del paraíso.

� En marzo quedaron en libertad los periodistas

Ahmet Şık y Nedim Şener después de permanecer 375

días en detención preventiva. Al final del año seguía

abierto el proceso contra ellos y contra otros periodistas

por “comisión de delito en nombre de una organización

terrorista” en aplicación del artículo 220/6 del Código

Penal. Estaban acusados de servir a la estrategia de

comunicación de “Ergenekon”, presunta red delictiva,

vinculada al ejército y a otras instituciones del Estado, a
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la que se acusaba de conspirar para derrocar al

gobierno.

� Durante el año continuaron los juicios colectivos por

presunta pertenencia a la Unión de Comunidades

Kurdas, vinculada al PKK. En septiembre comenzó el

juicio contra 44 periodistas acusados de pertenencia a

esta agrupación.

� Otro proceso iniciado contra 193 personas –entre

ellas los intelectuales Ragıp Zarakolu y Büşra Ersanlı–

por pertenencia a la Unión de Comunidades Kurdas

seguía abierto al final del año. Las pruebas contra

Ragıp Zarakolu y Büşra Ersanlı se basaban en su

relación con la Academia de Política del Partido Paz y

Democracia, formación política pro kurda reconocida.

Ambos fueron puestos en libertad en abril y julio,

respectivamente, en espera del resultado del juicio.

Tortura y otros malos tratos
Persistían las denuncias de tortura y otros malos

tratos en lugares oficiales de detención. En junio, el

Parlamento aprobó legislación dirigida a crear la

Oficina del Defensor del Pueblo, así como una

institución nacional de derechos humanos. Ésta

última carecía de garantías de independencia; al final

del año no estaba claro si iba a encargarse de la

vigilancia independiente de los lugares de detención,

en cumplimiento de las obligaciones contraídas con

arreglo al Protocolo Facultativo a la Convención de la

ONU contra la Tortura, ni de qué forma iba a hacerlo

si se le encomendaba esta función. No se

establecieron otros mecanismos independientes

prometidos por el gobierno, como un procedimiento

de presentación de denuncias contra la policía.

� En marzo, varios muchachos recluidos en la cárcel

de Pozantı, en la provincia meridional de Adana, fueron

trasladados a otro centro tras denunciarse que habían

sufrido abusos sexuales y de otra índole a manos de

funcionarios de prisiones. Al final del año seguía

abierta una investigación oficial. El Comité Europeo

para la Prevención de la Tortura visitó la cárcel de

Pozantı en junio, pero al final del año no se había hecho

público su informe.

Uso excesivo de la fuerza
Hubo frecuentes denuncias durante el año sobre uso

excesivo de la fuerza –incluidas palizas– por parte de

la policía durante manifestaciones. Se documentaron

tres muertes en manifestaciones, presuntamente

como consecuencia de uso excesivo de la fuerza.

� En diciembre, hasta un total de 50 estudiantes

resultaron heridos en enfrentamientos con la policía en

el campus de la Universidad Técnica de Oriente Medio

de Ankara. Los enfrentamientos estallaron tras varios

intentos de la policía de disolver una protesta pacífica

durante una visita del primer ministro a la universidad.

Un estudiante fue hospitalizado por sospecharse que

sufría una hemorragia cerebral debido al impacto de

un bote de gas lacrimógeno en la cabeza.

Impunidad
Las investigaciones y procesamientos de funcionarios

públicos por presuntas violaciones de derechos

humanos siguieron siendo deficientes, dadas las

escasas perspectivas de hacer justicia con los

responsables. A los funcionarios que eran declarados

culpables con frecuencia se les imponían condenas

condicionales y se los mantenía en el puesto.

� En enero, cuatro hombres fueron declarados

culpables de participar en el asesinato del periodista y

defensor de los derechos humanos Hrant Dink 

en 2007. Les fueron impuestas penas de entre 10

semanas de prisión (por posesión de munición) 

y cadena perpetua (por incitación al asesinato). El

tribunal resolvió que los hombres no formaban parte de

una organización superior y los absolvió de

“pertenencia a organización ilegal”. Aún no se había

investigado en profundidad la culpabilidad de

funcionarios del Estado en el asesinato.

� En julio, Sedat Selim Ay, agente de policía declarado

culpable de malos tratos a detenidos en 2004, fue

ascendido a un puesto superior en la Unidad

Antiterrorista de Estambul.

� No se realizó una investigación efectiva sobre el

bombardeo que las fuerzas armadas habían efectuado

en diciembre de 2011 contra Uludere/Qileban, distrito

de la provincia de Şırnak, en la frontera con Irak. Las

fuerzas armadas aseguraron que el ataque iba dirigido

contra miembros armados del PKK, pero en su lugar

mataron a 34 habitantes de la zona. La fiscalía no había

llevado a cabo una investigación inmediata en el lugar

de los hechos ni entrevistado a los testigos del ataque.

� En octubre, un tribunal de Estambul declaró a tres

funcionarios de prisiones culpables de “causar la

muerte mediante tortura” de Engin Çeber en un nuevo

juicio celebrado contra los funcionarios públicos

presuntamente responsables de su muerte bajo

custodia, ocurrida en 2008. El Tribunal Supremo de

Apelaciones había anulado la sentencia anterior por
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cuestiones de procedimiento. La causa seguía

pendiente ante el Tribunal Supremo de Apelaciones al

terminar el año.

Juicios injustos
Persistieron los juicios injustos, sobre todo en causas

abiertas ante los Tribunales Penales Especiales en

aplicación de la legislación antiterrorista. La prórroga

de la prisión preventiva en los juicios prolongados

seguía siendo un problema a pesar de los cambios

legales introducidos en julio para limitar su uso. Se

utilizaban ante los tribunales declaraciones secretas

de testigos, que no era posible impugnar, y se

seguían dictando fallos condenatorios sin pruebas

sustanciales ni verosímiles. Miles de estos procesos

abiertos en aplicación de la legislación antiterrorista

estaban relacionados con la presunta asistencia a

manifestaciones. Muchos de los acusados eran

estudiantes universitarios. Al final del año no se

habían aplicado las medidas aprobadas en julio por 

el Parlamento para reformar los Tribunales Penales

Especiales.

� El estudiante universitario Cihan Kırmızıgül quedó en

libertad en marzo tras permanecer 25 meses en

detención preventiva. En mayo fue declarado culpable

de vandalismo y de “comisión de delito en nombre de

una organización terrorista” y condenado a 11 años 

y 3 meses de prisión. La sentencia condenatoria se

basó en que vestía un pañuelo tradicional que

coincidía con los que llevaban los presuntos

participantes en una manifestación en la que se habían

lanzado cócteles molotov. Además, un agente de

policía lo había identificado como una de las personas

que estaban en el lugar de los hechos, en contra de las

declaraciones de otros agentes. Al terminar el año

estaba pendiente un recurso de apelación.

Abusos cometidos por grupos armados
Continuaron muriendo civiles en atentados con

explosivos perpetrados por individuos o grupos

desconocidos. El PKK violó los principios del derecho

internacional humanitario al secuestrar a civiles.

� En agosto, una explosión cerca de una parada de

autobús en la ciudad de Gaziantep, en la provincia

suroriental homónima, mató a 9 civiles e hirió a más 

de 60. Las autoridades atribuyeron el atentado al PKK,

pero el grupo lo negó.

� En octubre murieron dos civiles al chocar su

vehículo con una mina terrestre cerca de la comisaría

de la gendarmería de Aşağı Torunoba, en la provincia de

Tunceli/Dersim.

� En agosto, el PKK secuestró a Hüseyin Aygün,

parlamentario por la provincia de Tunceli/Dersim. Lo

liberó, ileso, a las 48 horas.

Objeción de conciencia
No se introdujeron reformas para reconocer el

derecho a la objeción de conciencia ni para impedir

el procesamiento reiterado de los objetores por

negarse a cumplir el servicio militar. Quienes

apoyaban públicamente el derecho a la objeción de

conciencia se exponían a procesamiento penal.

� En octubre se puso en libertad a İnan Süver al

considerarse que el tiempo que había estado bajo

custodia en espera de juicio compensaba la pena

impuesta. Al final del año seguía pendiente de

ejecución otra sentencia dictada contra él por negarse

a realizar el servicio militar.

� El Tribunal Europeo de Derechos Humanos dictó

varias sentencias contra Turquía por no reconocer el

derecho a la objeción de conciencia. Representantes

del gobierno hicieron declaraciones contradictorias

acerca de si debía reconocerse.

� En marzo, el Comité de Derechos Humanos de la

ONU concluyó que Turquía había violado el artículo 18

del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos

al no reconocer el derecho a la objeción de conciencia

en los casos de Cenk Atasoy y Arda Sarkut.

Personas refugiadas 
y solicitantes de asilo
Decenas de miles de personas que huían de la

violencia y la persecución en Siria cruzaron la

frontera en busca de refugio en Turquía. Según datos

del gobierno citados por el ACNUR, la agencia de la

ONU para los refugiados, al final del año había más

de 148.000 refugiados de Siria alojados 

en 14 campos, en su mayoría situados en provincias

fronterizas. Aunque los campos estaban bien

organizados y disponían de recursos, muchos

estaban próximos a la zona de conflicto de Siria, 

y todos permanecían cerrados al escrutinio

independiente. A partir de la segunda mitad de

agosto, Turquía cerró parcialmente su frontera con

Siria en contravención del derecho internacional. Al

final del año miles de desplazados vivían en

condiciones muy precarias en campos situados junto

a la frontera con Turquía.
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El gobierno no adoptó la legislación prometida para

proteger los derechos de los refugiados y solicitantes de

asilo en Turquía. Continuaron los problemas

relacionados con el cumplimiento de la normativa

vigente, concretamente con respecto a permitir la

presentación de solicitudes de asilo desde los centros de

detención, que daba lugar a la devolución de personas a

lugares donde corrían peligro de sufrir persecución.

Derechos de lesbianas, gays, bisexuales,
transgénero e intersexuales
El gobierno desoyó los llamamientos de la sociedad

civil para que la nueva Constitución incluyera la

orientación sexual y la identidad de género entre los

motivos de discriminación prohibidos. No se avanzó

en la adopción de una legislación integral para

combatir la discriminación. Los grupos de defensa de

los derechos de lesbianas, gays, bisexuales,

transgénero e intersexuales continuaron denunciando

presuntos asesinatos de odio, basados en la

orientación sexual o la identidad de género de la

víctima, entre ellos los de cinco mujeres transgénero.

Violencia contra mujeres y niñas
Turquía ratificó en marzo el Convenio del Consejo de

Europa sobre Prevención y Lucha contra la Violencia

contra las Mujeres y la Violencia Doméstica y aprobó

una ley que reforzaba las garantías de protección y

autorizaba la aplicación directa del Convenio. Al final

del año sólo había 103 casas refugio para

sobrevivientes de violencia en el ámbito familiar,

número muy por debajo del que exigía la ley.

El primer ministro anunció la presentación en

breve de legislación sobre el aborto que, de ser

aprobada, impondría a mujeres y las niñas más

restricciones de acceso a la asistencia médica y

vulneraría sus derechos humanos. No se presentaron

durante el año propuestas para reformar la ley sobre

el aborto, legalizado en Turquía en 1983.

Informes y visitas 
de Amnistía Internacional
� Amnistía Internacional visitó Turquía en enero, febrero, marzo, abril,

junio, agosto, septiembre, octubre y diciembre. Las visitas incluyeron el

envío de observadores a juicios.

� Turkey: Uludere bombing investigation lacks credibility

(EUR 44/001/2012)

� Turkey: Follow-up procedure to the forty-fifth session of the Committee

Against Torture (EUR 44/007/2012)

� Turkish Prime Minister’s staunch opposition to abortion undermines

human rights (EUR 44/008/2012)

� Turquía: Hay que garantizar la seguridad de los refugiados sirios y el

acceso de los observadores nacionales e internacionales

(EUR 44/009/2012)

� Turkey: Time to recognise right to conscientious objection

(EUR 44/010/2012)

� Turkey: Respect the rights of hunger strikers (EUR 44/020/2012)

� Turkey: Police actions against demonstrators must be investigated

(EUR 44/025/2012)

UCRANIA
UCRANIA
Jefe del Estado: Víctor Yanukovich
Jefe del gobierno: Mykola Azarov

La tortura y otros malos tratos seguían siendo
generalizados y persistía su impunidad. Las
deficiencias del sistema de justicia penal dieron
lugar a periodos prolongados de reclusión preventiva
y a la ausencia de garantías para las personas
detenidas. Las personas refugiadas y solicitantes de
asilo estaban expuestas a ser detenidas y devueltas
a países donde podían sufrir violaciones de
derechos humanos. Corrían peligro los derechos de
lesbianas, gays, bisexuales, transgénero e
intersexuales.

Tortura y otros malos tratos
Se siguió teniendo noticia de casos de tortura y otros

malos tratos bajo custodia de la policía. En su informe

sobre la visita realizada a Ucrania en 2011, publicado

en noviembre, el Comité Europeo para la Prevención

de la Tortura afirmaba que se había visto “inundado de

denuncias de personas detenidas” que habían

sufrido malos tratos físicos o psicológicos a manos de

agentes de policía. Destacaba la comisaría de policía

de Shevchenkivskiy, en Kiev, por ser especialmente

“problemática”.

El 18 de septiembre, el Parlamento aprobó

legislación que permitía al Comisionado Parlamentario

para los Derechos Humanos desempeñar las

funciones de mecanismo nacional de prevención, en

cumplimiento de las obligaciones de Ucrania en
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virtud del Protocolo Facultativo de la Convención de

la ONU contra la Tortura.

� Mikhail Belikov, minero jubilado, fue torturado 

el 17 de junio por agentes de policía de la comisaría del

distrito de Petrovskiy, en Donetsk. Tres agentes que

estaban de servicio lo abordaron en un parque por

estar bebiendo en público. Según su testimonio, los

agentes lo golpearon en el parque y después lo llevaron

al puesto de policía del distrito de Petrovskiy, donde un

cuarto policía lo violó con una porra mientras otros tres

agentes lo sujetaban. Un policía de mayor rango le dijo

que olvidara lo sucedido y le instó a que pagara 1.500

grivnas (144 euros) si quería quedar libre. Aceptó

pagar y quedó en libertad sin cargos. Esa noche

empeoró considerablemente su estado. En el hospital,

los médicos le diagnosticaron graves lesiones internas

que requerían una colostomía provisional. Al final del

año, tres agentes de policía fueron juzgados por cinco

episodios distintos de palizas y extorsión que se

remontaban a 2009 e incluían la tortura de Mikhail

Belikov. Dos de los agentes fueron acusados de tortura

en aplicación del artículo 127 del Código Penal.

Impunidad
En octubre, los miembros del Consejo de Derechos

Humanos de la ONU que participaron en el examen

periódico universal de la situación de los derechos

humanos en Ucrania recomendaron al país la

creación de un órgano independiente encargado de

investigar los casos de tortura y garantizar

indemnizaciones a las víctimas. Al final del año

Ucrania no había respondido a ésta ni a las 

otras 145 recomendaciones que había recibido con

motivo del examen. Las víctimas de tortura y otros

malos tratos seguían teniendo dificultades para

conseguir que se investigaran sus denuncias. Las

penas dictadas por los tribunales a menudo no

reflejaban la gravedad del delito.

� El 5 de enero se impuso una condena condicional de

cinco años por abuso de autoridad al agente de policía

Serhiy Prikhodko, por haber causado la muerte de Ihor

Indylo en mayo de 2010, cuando estaba bajo custodia

en la comisaría de policía de Shevchenkivskiy, en Kiev.

Un segundo agente, Serhiy Kovalenko, había sido

indultado en diciembre de 2011 por tener un hijo de

corta edad. El 14 de mayo, el tribunal de apelación 

de Kiev anuló tanto la condena condicional como el

indulto y devolvió la causa para que prosiguiera la

investigación. El 29 de octubre, el tribunal de apelación

de Kiev volvió a pedir que continuaran las

investigaciones.

� El 23 de marzo, el célebre acordeonista Ihor

Zavadskiy fue detenido en Kiev y sometido a tortura y

otros malos tratos por agentes de policía. Denunció que

varios agentes vestidos de civil lo habían tirado al suelo

en el exterior de su casa y lo habían golpeado, además

de someterlo a un registro, quitarle el teléfono móvil y

registrar su apartamento sin orden judicial, y que más

tarde, en la comisaría de policía de Shevchenkivskiy,

en Kiev, había sido objeto de nuevas torturas y malos

tratos. Allí, tres agentes de policía lo habían golpeado y

uno le había causado dolor extremo apretándole los

testículos. En un momento dado lo empujaron, se

golpeó la cabeza contra el suelo y perdió el

conocimiento. Los agentes de policía insistieron en

interrogarlo en ausencia de un abogado; no pudo ver a

ninguno hasta el 27 de marzo. Posteriormente fue

acusado de “satisfacer el deseo sexual de manera

insana y violenta” y de “corrupción de menores”. 

El 2 de abril presentó una denuncia ante la fiscalía del

distrito por tortura y otros malos tratos. Hasta el 3 de

julio no fue informado de que el 6 de abril se había

decidido no abrir una investigación criminal sobre sus

denuncias de tortura. El tribunal de distrito de

Shevchenkivskiy anuló la decisión adoptada el 31 de

julio por la fiscalía y devolvió la causa para que

continuaran las investigaciones. Al concluir el año no

se había dado a conocer ninguna información sobre el

desarrollo de la investigación y la causa contra Ihor

Zavadskiy seguía abierta.

Personas refugiadas 
y solicitantes de asilo
Ucrania siguió incumpliendo sus obligaciones

internacionales en materia de derechos humanos

contraídas en virtud de la Convención de la ONU

sobre el Estatuto de los Refugiados al conceder

solicitudes de extradición incluso en casos de

personas que tenían reconocida la condición de

refugiadas o solicitantes de asilo.

� El 20 de septiembre, las autoridades ucranianas

devolvieron a Ruslan Suleymanov a Uzbekistán, en

incumplimiento de las obligaciones contraídas por

Ucrania en virtud de la Convención de la ONU contra la

Tortura y de la Convención sobre el Estatuto de los

Refugiados. Al terminar el año continuaba en

detención preventiva en Tashkent, capital de

Uzbekistán. Ruslan Suleymanov se había trasladado a
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Ucrania en noviembre de 2010, cuando la empresa de

construcción para la que trabajaba se convirtió en

objetivo de intereses comerciales rivales, por temor a

sufrir un juicio injusto, así como tortura y otros malos

tratos en Uzbekistán. Fue detenido en Ucrania el 25 de

febrero de 2011 y, en mayo de ese año, la Fiscalía

General confirmó su extradición a Uzbekistán para ser

juzgado por presuntos delitos económicos. Aunque se

había rechazado su solicitud de asilo en Ucrania, el

ACNUR, la agencia de la ONU para los refugiados,

había reconocido su condición de refugiado y se había

esforzado por conseguir su reasentamiento.

� El 19 de octubre, según la información recibida,

funcionarios rusos encargados de hacer cumplir la ley

secuestraron al ciudadano ruso Leonid Razvozzhayev

–asistente del parlamentario de oposición ruso Ilya

Ponomaryov– en Kiev, en el exterior de la sede de la

Sociedad Hebrea de Ayuda al Inmigrante, adonde

había acudido en busca de orientación y asistencia

jurídica para solicitar asilo en Ucrania. Según

denunció, había sido torturado y sometido a otros

malos tratos el 22 de octubre, a su regreso a Rusia,

para que admitiera su responsabilidad y la de otros

activistas de la oposición en la planificación de

disturbios multitudinarios. El 25 de octubre, un

portavoz del Ministerio del Interior confirmó que Leonid

Razvozzhayev había sido secuestrado “por

funcionarios encargados de hacer cumplir la ley

nacionales o de otro Estado” y dijo que no se trataba de

un delito, sino de “un tema de cooperación entre

organismos encargados de hacer cumplir la ley” sobre

el cual no sabía nada.

El ACNUR observó en junio que, a pesar de la

nueva Ley de Refugiados de 2011, tanto la legislación

como los procedimientos seguían sin cumplir las

normas internacionales. Los solicitantes de asilo en

particular, que a menudo carecían de

documentación, corrían el riesgo de sufrir 

hasta 12 meses de reclusión por permanecer

ilegalmente en territorio ucraniano.

� En enero, 81 personas recluidas en dos centros de

alojamiento para inmigrantes, en su mayoría

ciudadanos somalíes, se declararon en huelga de

hambre para protestar por su privación de libertad.

Habían sido detenidas en una operación policial

realizada al final de diciembre de 2011 para controlar

la “inmigración ilegal”, y se les había impuesto hasta

un año de reclusión “a efectos de su expulsión”. Nunca

se habían llevado a cabo devoluciones de ciudadanos

somalíes desde Ucrania, y cualquier devolución a

Somalia habría sido ilegal salvo en circunstancias

excepcionales. Al menos un detenido estaba inscrito

en el ACNUR como solicitante de asilo, pero muchos

más no habían podido solicitar asilo porque, en

muchas partes de Ucrania, las oficinas de los Servicios

Regionales de Migración no funcionaron la mayor parte

de 2011. Los detenidos pusieron fin a la huelga de

hambre el 17 de febrero, cuando el Servicio Estatal de

Migración les aseguró que reabriría sus oficinas

regionales en el distrito de Volyn, en el oeste de

Ucrania, y empezaría a aceptar solicitudes de

reconocimiento de la condición de refugiado y de la

protección correspondiente. En noviembre de 2012,

53 de los detenidos habían quedado en libertad.

Sistema de justicia
El nuevo Código de Procedimiento Penal, con

significativas mejoras respecto al anterior, obtuvo la

sanción presidencial el 14 de mayo. El nuevo

instrumento aclaraba que la detención empezaba a

partir de la aprehensión por parte de la policía y que

la persona detenida tenía derecho a un abogado y a

un experto médico independiente desde ese

momento; asimismo afirmaba claramente que la

reclusión preventiva sólo debía aplicarse en

circunstancias excepcionales, de conformidad con las

recomendaciones del Consejo de Europa. Por otra

parte, disponía la revisión automática cada dos meses

de la justificación para la reclusión preventiva.

Persistió la preocupación de que sólo fuera obligatoria

la asistencia de un abogado en los casos de delitos

especialmente graves que comportaban más 

de 10 años de cárcel, y también que sólo se prestara

asistencia jurídica gratuita en los casos en que fuera

preceptivo un abogado.

� El 27 de febrero, Yuriy Lutsenko, ex ministro del

Interior y dirigente del partido político de oposición

Legítima Defensa del Pueblo, que llevaba en reclusión

preventiva desde el 26 de diciembre de 2010, fue

condenado a cuatro años de prisión y una multa de

643.982 grivnas (61.621 euros) por abuso del cargo y

apropiación indebida de bienes del Estado. El 3 de

julio, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos

concluyó que la reclusión preventiva de Yuriy Lutsenko

había vulnerado su derecho a la libertad y que había

sido ordenada por razones políticas en incumplimiento

del Convenio Europeo de Derechos Humanos. El 17 de

agosto, Yuriy Lutsenko fue declarado culpable también
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de negligencia profesional por ordenar la vigilancia

ilegal de un conductor durante la investigación del

envenenamiento del ex presidente Víctor Yúshchenko.

Siguió sin modificarse su condena.

� En abril debía comenzar el nuevo juicio de la 

ex primera ministra Yulia Timoshenko por evasión

fiscal, pero se aplazó por motivos de salud. Los cargos,

formulados en octubre de 2011, tenían relación con

sus actividades de 1995 a 1997 como presidenta de la

empresa comercializadora de energía Sistemas Unidos

de Energía de Ucrania. Yulia Timoshenko continuó

cumpliendo una pena de siete años de cárcel, basada

en motivos políticos, por abuso del cargo al haber

firmado un contrato energético con Rusia por valor de

millones de dólares en enero de 2009, cuando

ocupaba el cargo de primera ministra.

Derechos de lesbianas, gays, bisexuales,
transgénero e intersexuales
En octubre, el Parlamento aprobó en segunda lectura

el proyecto de la “Ley de reforma de algunos actos

legislativos (para proteger el derecho de los menores

de edad a un entorno informativo seguro)”. En él se

proponía prohibir la producción, importación y

distribución de publicaciones, películas o grabaciones

de vídeo que promovieran la homosexualidad. De ser

promulgada, esta ley impondría graves restricciones a

la libertad de expresión de lesbianas, gays,

bisexuales, transgénero e intersexuales.

� El 20 de mayo, la marcha del Orgullo en Kiev se

suspendió cuando sólo faltaban 30 minutos para la

hora prevista de su celebración, tras la advertencia de

la policía de que un gran número de personas que se

oponían a ella por motivos nacionalistas y religiosos

habían amenazado con interrumpirla. Uno de los

organizadores de la marcha fue golpeado por una

banda de jóvenes, y otro fue rociado con gas

lacrimógeno.

Justicia internacional
El 24 de octubre, el gobierno afirmó que Ucrania

seguía comprometida con la idea de la existencia de

la Corte Penal Internacional (CPI). Sin embargo, no

había dado ningún paso encaminado a acometer los

cambios legislativos necesarios para aplicar el

Estatuto de Roma de la CPI y el Acuerdo sobre los

Privilegios e Inmunidades de la CPI, a los que

Ucrania se había adherido el 20 de enero de 2000 y

el 29 de enero de 2007, respectivamente.

Informes y visitas 
de Amnistía Internacional
� Amnistía Internacional visitó Ucrania en abril, mayo, junio, julio,

agosto y septiembre.

� Ukraine: Euro 2012 jeopardised by criminal police force

(EUR 50/005/2012)

� Ukraine: Proposed laws discriminate against LGBTI people and violate

children’s rights (EUR 50/008/2012)

� Ukraine: Authorities should not extradite refugees back to torture in

Uzbekistan (EUR 50/010/2012)

� Ucrania: El secuestro de Leonid Razvozzhayev debe ser investigado

(PRE01/518/2012)

UGANDA
REPÚBLICA DE UGANDA
Jefe del Estado y del gobierno: Yoweri Kaguta Museveni

Continuaron las restricciones a la libertad de
expresión y asociación. Lesbianas, gays, bisexuales,
transgénero e intersexuales seguían sufriendo
persecución. La policía y otros funcionarios
encargados de hacer cumplir la ley continuaban
cometiendo violaciones de derechos humanos,
incluidas torturas, y los responsables no rendían
cuentas.

Información general
El gobierno aceptó en febrero las recomendaciones

sobre los derechos a la libertad de expresión y

reunión y a no sufrir discriminación, formuladas tras

la evaluación del historial de derechos humanos del

país mediante el examen periódico universal de la

ONU en 2011.

Los tribunales anularon los resultados de las

elecciones de 2011 en algunos distritos, por lo que se

celebraron elecciones parciales. Los partidos de la

oposición ganaron siete de los nueve escaños en liza.

Debido a acusaciones de malversación en la oficina

del primer ministro, Reino Unido, Suecia y Dinamarca

retuvieron fondos destinados a ayuda. Los ministros

acusados formalmente de malversación de fondos

públicos destinados a la Reunión de Jefes de Gobierno

de la Commonwealth de 2007 fueron absueltos.
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Libertad de expresión
Los periodistas, líderes de la oposición y activistas

que criticaban a las autoridades seguían expuestos a

sufrir actos de intimidación y hostigamiento, así como

detenciones arbitrarias y acusaciones falsas. Al

menos 70 periodistas informaron de agresiones

físicas y detenciones arbitrarias durante el año.

� La policía hostigó y golpeó a los periodistas Isaac

Kasamani y William Ntege, y dañó sus equipos, cuando

filmaban la detención de Kizza Besigye, líder del Foro

por el Cambio Democrático, en septiembre.

El Consejo de Medios de Comunicación, órgano

oficial que regulaba las actividades de los medios,

prohibió la representación teatral de dos obras.

Cuando una de ellas, El río y la montaña, se

representó informalmente en otras zonas en

septiembre, el coproductor David Cecil fue detenido,

acusado formalmente de “desobedecer la orden de

un funcionario público” y puesto en libertad bajo

fianza. Existían muchos indicios de que la obra había

sido prohibida porque las autoridades consideraban

que promovía la homosexualidad. En octubre fue

prohibida otra obra, El estado de la nación, que

criticaba la postura del gobierno sobre la cuestión de

la corrupción y la mala gobernanza. Posteriormente,

los productores la representaron dos veces sin que se

tomaran medidas contra ellos.

Libertad de reunión y de asociación
En abril, el fiscal general declaró ilegal el grupo de

presión Activistas por el Cambio (A4C) y prohibió sus

actividades. El grupo había reanudado las

manifestaciones iniciadas en 2011 contra el aumento

del coste de la vida, la corrupción y la mala gobernanza,

que la policía había reprimido con violencia. Su

ilegalización era incompatible con el respeto al derecho

a la libertad de reunión, expresión y asociación.

En octubre, las autoridades prohibieron las

manifestaciones convocadas con motivo 

del 50 aniversario de la independencia de Uganda y

dispersaron las marchas organizadas por el grupo Por

Dios y por mi País (4GC) para exigir investigaciones

sobre las muertes de manifestantes de 2011. Kizza

Besigye, líder del Foro por el Cambio Democrático,

fue detenido arbitrariamente dos veces y puesto en

libertad sin cargos. La policía justificó las restricciones

alegando que Por Dios y por mi País estaba integrado

por muchas personas que pertenecían al prohibido

Activistas por el Cambio.

El gobierno perseguía a las ONG de defensa y los

activistas que expresaban opiniones disidentes sobre

la gestión del petróleo, las tierras, la corrupción y los

derechos humanos, sometiéndolos a intimidación,

hostigamiento, vigilancia y obstrucción de sus

actividades. Según la información recibida, hubo

asaltos a las oficinas de algunas ONG y robo de

equipos, y la policía registró y confiscó equipos de

algunas ONG.

Derechos de lesbianas, gays, bisexuales,
transgénero e intersexuales
En febrero, el Parlamento reintrodujo el proyecto de

Ley contra la Homosexualidad de 2009, aunque no

se debatió, en espera de un informe de la Comisión

Parlamentaria y de Asuntos Jurídicos. En octubre, la

presidenta del Parlamento declaró que el proyecto se

debatiría “pronto”. De ser aprobada, la Ley

intensificaría la ya arraigada discriminación de

lesbianas, gays, bisexuales, transgénero e

intersexuales y provocaría otras violaciones de

derechos humanos.

Aumentaron las restricciones del derecho a la

libertad de asociación de los grupos de lesbianas,

gays, bisexuales, transgénero e intersexuales (LGBTI).

En febrero, el ministro de Ética e Integridad cerró un

taller para activistas LGBTI en Entebbe, alegando que

era ilegal. En junio, la policía cerró de forma arbitraria

otro taller y detuvo brevemente a los organizadores. El

taller, organizado por el Proyecto sobre Defensores y

Defensoras de los Derechos Humanos de África

Oriental y el Cuerno de África, tenía por objeto

enseñar técnicas de observación de los derechos

humanos a activistas LGBTI de Ruanda, Tanzania y

Kenia, además de Uganda. El Ministerio del Interior

amenazó con ilegalizar 38 ONG, acusándolas de

promover la homosexualidad.

Justicia internacional
En mayo, las fuerzas gubernamentales capturaron a

Caesar Acellam Otto, alto mando del Ejército de

Resistencia del Señor. Ese mismo mes, el ministro del

Interior retiró una disposición de la Ley de Amnistía

de 2010 que había beneficiado a los combatientes

del Ejército de Resistencia del Señor. La Ley había

impedido el enjuiciamiento de crímenes de derecho

internacional y negado la justicia a las víctimas.

El gobierno inició investigaciones sobre Caesar

Acellam Otto, pero al finalizar el año no se habían
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formulado cargos contra él y seguía recluido en

régimen de incomunicación. No estaba claro si

Caesar Acellam Otto y otras personas capturadas con

posterioridad serían juzgados efectivamente por la

División de Delitos Internacionales del Tribunal

Superior.

Continuaban en vigor las órdenes de detención

dictadas en 2005 por la Corte Penal Internacional

contra el líder del Ejército de Resistencia del Señor,

Joseph Kony, y otros tres jefes de la organización, que

seguían en libertad al terminar el año.

Personas refugiadas y migrantes
La cesación de la protección internacional de que

gozaban los refugiados y solicitantes de asilo

ruandeses huidos antes de 1998 se aplazó hasta

junio de 2013. Uganda, Ruanda y el ACNUR, la

agencia de la ONU para los refugiados, mantuvieron

reuniones tripartitas sobre la aplicación de la cláusula

de cesación.

En marzo comenzó la vista de una petición elevada

al Tribunal Constitucional para que determinara si los

refugiados tenían derecho a adquirir la ciudadanía

ugandesa, pero se aplazó en reiteradas ocasiones y

quedó pendiente, lo que hizo temer que los

refugiados ruandeses que no quisieran retornar a

Ruanda tuvieran dificultades para conseguir que se

les reconociera una condición alternativa, incluida la

ciudadanía.

Más de 40.000 refugiados de la República

Democrática del Congo huyeron a Uganda debido a

los nuevos combates entre el ejército congoleño y el

grupo armado conocido como 23 de Marzo (M23),

así como a la inseguridad general provocada desde

abril por diversos grupos armados en la provincia

congoleña de Kivu Septentrional.

Tortura y otros malos tratos
La Ley contra la Tortura, que entró en vigor en 2012,

prohibía y penalizaba los actos de tortura y exigía

rendición de cuentas a las personas responsables de

dichos actos. Ampliaba la definición de la tortura para

incluir a los agentes no estatales y establecía que la

información obtenida mediante tortura no era

admisible ante los tribunales. Su aplicación permitiría

abordar la impunidad, proporcionar justicia a las

víctimas y reducir la tortura.

Sin embargo, la tortura y otros malos tratos a

manos de la policía seguían estando generalizados.

Pese a las investigaciones de la Comisión de

Derechos Humanos de Uganda, no se adoptó

ninguna medida para obligar a rendir cuentas a los

funcionarios encargados de hacer cumplir la ley

responsables de violaciones de derechos humanos ni

para ofrecer a las víctimas y a sus familias un recurso

efectivo.

Pena de muerte
Los tribunales civiles y militares seguían imponiendo

la pena capital por delitos punibles con la muerte. No

hubo ejecuciones en 2012.

URUGUAY
REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY
Jefe del Estado y del gobierno: José Alberto Mujica Cordano

Se tomaron medidas para poner fin a la impunidad
por los crímenes cometidos durante el régimen
cívico-militar (1973-1985), entre ellas iniciativas
para determinar la identidad de las víctimas de
desaparición forzada.

Información general
El debate político giró en torno a las medidas para

combatir la delincuencia y aumentar la seguridad

pública. En este contexto, la Corte Electoral anunció

en septiembre que las firmas recogidas hasta la fecha

ya eran suficientes para celebrar un referéndum 

con el fin de reformar la Constitución y reducir 

de 18 a 16 años la edad en que los menores podían

ser juzgados como adultos.

En mayo, el Parlamento designó a los integrantes

de la Institución Nacional de Derechos Humanos;

una de sus funciones era la creación de un

mecanismo nacional de prevención de la tortura que,

al concluir el año, aún no había comenzado a

funcionar.

En diciembre, Uruguay adoptó legislación

encaminada a ratificar el Protocolo Facultativo del

Pacto Internacional de Derechos Económicos,

Sociales y Culturales.
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Impunidad
En marzo, el presidente Mujica reconoció

públicamente la responsabilidad del Estado por la

desaparición forzada de María Claudia García

Iruretagoyena de Gelman y el secuestro de su bebé,

María Macarena Gelman García, ocurridos en 1976.

El reconocimiento público era una de las medidas

exigidas en la sentencia sobre el caso dictada por la

Corte Interamericana de Derechos Humanos 

en 2011.

� En marzo se encontraron, en un cuartel militar de las

afueras de Montevideo, los restos de Ricardo Blanco

Valiente, desaparecido en 1978.

� En septiembre, un grupo de forenses identificó

también los cuerpos de Luis Guillermo Vega, de

nacionalidad chilena, y de los ciudadanos argentinos

Horacio Abeledo y Roque Montenegro. Los tres habían

sido secuestrados en Argentina en 1976, y sus

cadáveres se encontraron ese mismo año en Uruguay.

� En marzo, un ex agente de policía fue acusado de

complicidad en el homicidio del profesor y periodista

Julio Castro, cometido en agosto de 1977. Julio Castro

había sido secuestrado por militares y torturado

mientras estuvo recluido en un centro de detención

clandestino. Al finalizar el año continuaba el proceso

judicial.

� En septiembre, cuatro marinos de la Armada

uruguaya que formaban parte del cuerpo de

mantenimiento de la paz de la ONU en Haití fueron

acusados en Uruguay de “violencia privada” contra un

joven. Sin embargo, no se presentaron cargos en

respuesta a la denuncia de agresión sexual formulada

por la víctima. Al finalizar el año no había concluido 

el juicio.

Derechos sexuales y reproductivos
En octubre, el Congreso aprobó legislación que

permitía a las mujeres someterse legalmente a un

aborto durante las 12 primeras semanas de

embarazo. La ley establecía un periodo obligatorio de

cinco días de reflexión y una revisión de los casos por

parte de un grupo de expertos cuando se pedía un

aborto voluntario. Si el embarazo era consecuencia

de una violación, el aborto era legal hasta 

la decimocuarta semana y debía presentarse una

denuncia judicial. Los grupos de derechos humanos 

y de defensa de las mujeres acogieron la ley con

satisfacción por considerarla un paso adelante para

poner fin a los abortos practicados en condiciones

poco seguras, pero expresaron preocupación por el

hecho de que los nuevos requisitos obligatorios

podrían convertirse en obstáculos para acceder 

a abortos legales. La ley también despenalizaba 

los abortos practicados después del primer trimestre

cuando la vida de la mujer estuviera en peligro o el

feto no fuera a sobrevivir.

Condiciones de reclusión
En diciembre, tras visitar Uruguay, el relator especial

de la ONU sobre la tortura mostró su satisfacción por

las recientes medidas adoptadas para mejorar las

condiciones de reclusión, pero llamó la atención

sobre la persistencia de problemas como el

hacinamiento y el deterioro de infraestructuras.

Derechos de lesbianas, gays, bisexuales,
transgénero e intersexuales
Al menos cinco mujeres transexuales perdieron la

vida en 2012; sólo en uno de los casos se procesó a

la persona responsable.

UZBEKISTÁN
REPÚBLICA DE UZBEKISTÁN
Jefe del Estado: Islam Karimov
Jefe del gobierno: Shavkat Mirzioiev

La libertad de expresión estaba restringida:
periodistas y defensores y defensoras de los derechos
humanos seguían siendo objeto de acoso, palizas,
detención y procesamiento. Dos defensores de los
derechos humanos encarcelados quedaron en
libertad por razones humanitarias, pero como
mínimo otros 10 continuaron en prisión, algunos
soportando condiciones crueles, inhumanas y
degradantes. Persistían los motivos de preocupación
por el frecuente uso de la tortura y otros malos tratos
para obtener confesiones, especialmente contra
personas presuntamente vinculadas a grupos
religiosos prohibidos.

Libertad de expresión
Las autoridades siguieron presionando y hostigando a

los defensores de los derechos humanos y a los
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periodistas. Agentes de seguridad uniformados y

vestidos de civil los sometían a vigilancia sistemática o

a arresto domiciliario, los citaban para interrogarlos 

o les impedían participar en manifestaciones pacíficas

y reunirse con diplomáticos extranjeros. Varios

defensores y periodistas denunciaron que agentes

encargados de hacer cumplir la ley o personas

sospechosas de trabajar para los servicios de

seguridad los habían golpeado para impedirles dar

publicidad a las violaciones de derechos humanos o

criticar a las autoridades.

� En abril y julio, los defensores de los derechos

humanos Alisher Karamatov y Khabibulla Akpulatov,

ambos presos de conciencia, quedaron en libertad tras

haber cumplido las penas de casi 6 y 7 años de cárcel,

respectivamente, impuestas por los cargos de

“difamación” y “extorsión” en juicios injustos

celebrados en 2005 y 2006.

� Gulshan Karaeva, directora de la sección de la

Organización Independiente de Derechos Humanos de

Uzbekistán en Kashkadaria, sufrió en mayo el ataque

de dos mujeres en un comercio de la localidad de

Karshi y una acción vandálica con pintadas en su

vivienda después de hacer pública su negativa a la

propuesta de actuar de informante para el Servicio de

Seguridad Nacional. El 27 de septiembre fue detenida

en la comisaría de policía local, donde le dijeron que se

enfrentaba a cargos de “difamación” e “injurias” tras

acusarla las dos mujeres que la habían atacado en

mayo. Los cargos comportaban hasta cuatro años de

prisión. No obstante, el 13 de diciembre el presidente

le concedió el indulto y se paralizaron las actuaciones

penales. Familiares y compañeros de Gulshan Karaeva

también fueron objeto de hostigamiento, insultos y

agresiones físicas. En julio, su hermano y su cuñada

fueron agredidos por dos vecinas que también

golpearon a la hija de ambos, de nueve años. Las

vecinas decían que la pareja tenía relación con

“enemigos del pueblo” (refiriéndose a Gulshan

Karaeva y su hermano mayor, Tulkin Karaev, refugiado

político en Suecia). En agosto, el hermano y la cuñada

de Gulshan Karaeva recibieron orden de presentarse

en su comisaría de policía local, donde los amenazaron

con presentar cargos en su contra relacionados con la

agresión.

Tortura y otros malos tratos
La tortura y otros malos tratos de detenidos y presos a

manos de las fuerzas de seguridad y el personal

penitenciario seguían siendo habituales. Durante el

año se registraron decenas de casos de tortura y otros

malos tratos, especialmente de hombres y mujeres

sospechosos o declarados culpables de pertenecer a

movimientos islámicos y a grupos y partidos

islamistas, o a otros grupos religiosos prohibidos en

Uzbekistán. Como en años anteriores, las autoridades

no llevaron a cabo investigaciones prontas,

exhaustivas ni imparciales sobre estos casos ni sobre

las denuncias presentadas ante la Fiscalía General.

� En febrero, 12 empresarios turcos fueron liberados

de prisión en virtud de un indulto presidencial

concedido en diciembre de 2011 y expulsados a

Turquía. Habían sido condenados ese mismo año junto

a otros 42 empresarios turcos a penas de entre dos y

tres años de cárcel por diversos delitos económicos,

entre ellos el de evasión de impuestos. En un

documental emitido en la televisión estatal aparecía la

presunta confesión de varios de los empresarios.

También se afirmaba que tenían vínculos con

“Nurchilar”, movimiento islámico prohibido. Uno de

ellos, Vahit Güneş, ex director general del centro

comercial Turkuaz, en Tashkent, emprendió acciones

judiciales contra las autoridades uzbekas a su regreso a

Turquía. Alegaba que él y otros habían sido torturados

bajo la custodia del Servicio de Seguridad Nacional

para que firmaran confesiones falsas, y que no habían

podido elegir sus abogados. También denunciaba que

se había torturado a otros detenidos en reclusión

preventiva, y que algunos habían muerto por esa

causa. Vahit Güneş recibió tratamiento médico por las

lesiones a su regreso a Turquía. Afirmó que otro

empresario, Hairetdin Öner, seguía ingresado en un

hospital y sometido a tratamiento por traumas físicos y

psicológicos dos meses después de quedar en libertad.

� En agosto, Gulchehra Abdullaeva, testigo de Jehová,

afirmó que había sido torturada en una comisaría de

policía de la localidad de Hazorasp, con el propósito de

obligarla a confesar la introducción clandestina de

publicaciones religiosas prohibidas en Uzbekistán,

acusación que ella negaba. Unos agentes de policía la

detuvieron arbitrariamente en julio cuando volvía de un

viaje a Kazajistán. Según su relato, la obligaron a

permanecer de pie durante horas sin ofrecerle

alimentos ni agua, y también le pusieron una máscara

de gas en la cabeza y le cortaron el suministro de aire

para asfixiarla. Después de obligarla a firmar una

declaración en la que admitía haber participado en

actividades religiosas prohibidas, la pusieron en
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libertad. El 28 de julio, el tribunal del distrito de

Hazorasp la declaró culpable de “inculcar creencias

religiosas en privado” y le impuso una multa.

Gulchehra Abdullaeva recurrió contra su condena y

presentó denuncias formalmente ante las autoridades,

pero éstas rehusaron responder y dar curso a sus

denuncias.

Seguridad y medidas antiterroristas
Las autoridades continuaron solicitando la extradición

de presuntos miembros de movimientos islámicos y

grupos y partidos islamistas prohibidos en Uzbekistán

en nombre de la seguridad y la lucha contra el

terrorismo. También solicitaron la extradición de

opositores políticos, personas que habían criticado al

gobierno y gente adinerada que había caído en

desgracia ante el régimen. Muchas de estas

solicitudes de extradición se basaban en pruebas

falsas o poco fiables. A fin de garantizar la devolución

de estas personas, el gobierno ofrecía garantías

diplomáticas a los Estados que las acogían,

prometiendo el libre acceso de diplomáticos y

observadores independientes a los centros de

detención. En la práctica no respetaba esas garantías.

Las personas devueltas a Uzbekistán sufrían

detención en régimen de incomunicación, tortura y

otros malos tratos, así como largas penas de cárcel en

condiciones crueles, inhumanas y degradantes tras

juicios injustos. También se acusó a las autoridades

de intentar asesinar a opositores políticos que vivían

en el extranjero.

� El 22 de febrero, un hombre armado sin identificar

disparó en la cabeza al imán Obidkhon Nazarov,

refugiado en Suecia desde 2006, en el exterior de su

casa. El imán, que al final del año seguía en estado de

coma, era un conocido disidente que había criticado

públicamente a las autoridades uzbekas con

frecuencia por reprimir a los grupos musulmanes

independientes. Había huido de Uzbekistán 

en 2000, pero en 2005 fue acusado de estar entre los

organizadores de las protestas de Andiyán y la violencia

posterior. Desde entonces, las autoridades habían

intentado conseguir su extradición y lo habían

denunciado como amenaza para la seguridad de

Uzbekistán. En el juicio celebrado a raíz del intento de

asesinarlo, el juez señaló que seguramente había sido

atacado por un grupo de fuera de Suecia debido a sus

ideas políticas. La Fiscalía del Estado acusó a las

autoridades de Uzbekistán de haber organizado el

intento de asesinato. El abogado que representaba a la

familia de Obidkhon Nazarov y muchos de sus

simpatizantes culpaban a los servicios de seguridad

uzbekos.

� Ruslan Suleymanov fue extraditado a Uzbekistán

desde Ucrania el 20 de septiembre. Se había

trasladado a ese país en noviembre de 2010 por miedo

a que lo sometieran a un juicio injusto y a torturas y

otros malos tratos. Había sido gerente de una empresa

privada de construcción de Uzbekistán que empresas

rivales habían intentado absorber en 2008. La empresa

fue asaltada por servicios de seguridad al negarse a

entregar las acciones y varios de sus gerentes fueron

investigados por delitos económicos, entre ellos Ruslan

Suleymanov. Uzbekistán solicitó su extradición 

y Suleymanov fue detenido en Ucrania en febrero 

de 2011. Aunque el ACNUR, la agencia de la ONU

para los refugiados, le había reconocido en mayo la

condición de refugiado en virtud de su mandato y

estaba intentando reasentarlo, Ruslan Suleymanov fue

extraditado desde Ucrania el 20 de septiembre y, en

noviembre, su familia informó de que estaba en prisión

preventiva en Tashkent.

VENEZUELA
REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA
Jefe del Estado y del gobierno: Hugo Chávez Frías

A pesar de las iniciativas encaminadas a controlar la
disponibilidad y el uso de armas de fuego, el índice
de delitos violentos, especialmente de los cometidos
con armas de fuego, seguía siendo elevado. La
violencia en las prisiones seguía siendo generalizada
y continuaban los motines. El gobierno inició su
retirada de la Corte Interamericana de Derechos
Humanos.

Información general
La situación de los derechos humanos en Venezuela fue

sometida al examen periódico universal de la ONU, cuyo

informe se adoptó en marzo. Venezuela había aceptado

varias de las recomendaciones en él formuladas,

incluidas las relativas al colectivo de defensores y
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defensoras de los derechos humanos: se comprometió a

apoyar sus actividades y reconocer públicamente su

función. Sin embargo, había rechazado otras, como las

que pedían la creación de un Plan Nacional de

Derechos Humanos y que se cursasen invitaciones

permanentes a organismos y mecanismos de derechos

humanos regionales e internacionales.

En noviembre, Venezuela se convirtió en miembro

del Consejo de Derechos Humanos de la ONU,

comprometiéndose así a colaborar con sus

procedimientos especiales y su sistema universal de

promoción y protección de los derechos humanos. Al

finalizar 2012, aún no había ratificado diversos

instrumentos internacionales de derechos humanos

ni había respondido a las peticiones de seis relatores

especiales de visitar el país.

En octubre se celebraron elecciones

presidenciales. La jornada electoral se desarrolló en

gran parte de forma pacífica, y el índice de

participación, que ascendió a aproximadamente 

el 81 por ciento del censo electoral, fue uno de los

más elevados de la historia de Venezuela. El

presidente en ejercicio, Hugo Chávez, fue elegido

para un tercer mandato de seis años.

Seguridad pública
El índice de asesinatos en Venezuela seguía siendo

uno de los más altos de América Latina, debido, entre

otras cosas, a la ausencia de control sobre la

disponibilidad de las armas de fuego y las

municiones. También suscitaba preocupación el uso

de armas de fuego por parte de la policía. Según un

informe del Consejo General de Policía, el 80 por

ciento de las instituciones policiales utilizaban armas

que no cumplían las directrices institucionales.

La ausencia de cualquier otro tipo de información

oficial y precisa sobre la violencia, especialmente

sobre las lesiones causadas por armas de fuego,

seguía constituyendo motivo de preocupación.

En 2012, la Comisión Presidencial para el Control

de Armas, Municiones y Desarme llevó a cabo

investigaciones y consultas entre la opinión pública e

inició campañas públicas para alentar a la población

a entregar voluntariamente sus armas de fuego. La

nueva iniciativa del gobierno en materia de seguridad,

denominada Gran Misión a Toda Vida Venezuela,

prometió continuar esta labor de desarme, con

medidas como la creación de un sistema nacional de

apoyo a las víctimas de violencia armada.

En 2012 se restringieron las armas pequeñas en

determinadas zonas públicas, y se creó un nuevo

sistema de registro para aumentar el control sobre las

armas de fuego existentes. Se alentó a los propietarios

de armas de fuego pequeñas a que las registrasen, a

la vez que se suspendió durante un año la concesión

de nuevas licencias para portar armas de fuego. Al

concluir el año estaba pendiente de debate en la

Asamblea Nacional un proyecto de ley para el control

de armas, municiones y desarme.

Condiciones de reclusión
La violencia en las prisiones era generalizada. Al

menos 591 personas murieron violentamente en

prisiones venezolanas a lo largo del año. En los

enfrentamientos en las prisiones seguía siendo

habitual el uso de armas de fuego, explosivos y otras

armas.

� En julio, el anuncio del traslado de reclusos del

Centro Penitenciario de la Región Andina, en el estado

de Mérida, a otras cárceles desencadenó un motín 

que se prolongó durante 20 días y en el que 

murieron 17 personas.

� En agosto, un estallido de violencia en la prisión de

Yare se saldó con 26 muertos y 43 heridos.

Defensores y defensoras 
de los derechos humanos
Las autoridades gubernamentales y los medios de

comunicación estatales continuaron vertiendo

acusaciones infundadas contra defensores 

y defensoras de los derechos humanos, en un intento

de deslegitimar su trabajo. Los defensores de los

derechos humanos también sufrieron agresiones

físicas, pero no se procesó a los responsables.

� En mayo, Marianela Sánchez Ortiz, del Observatorio

Venezolano de Prisiones (OVP), recibió amenazas. Su

esposo, Hernán Antonio Bolívar, fue secuestrado a

punta de pistola, y sus captores le dijeron que

advirtiese a su esposa de que debía dejar de denunciar

las condiciones penitenciarias y de criticar al gobierno

o tanto ella como su familia sufrirían las consecuencias.

Las autoridades del gobierno también acusaron al OVP

de falsear información sobre las prisiones para recibir

dinero de patrocinadores estadounidenses.

Impunidad
� En diciembre, Jorge Antonio Barrios fue asesinado

en el estado de Aragua. Era el noveno miembro de la
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familia Barros muerto desde 1998 en circunstancias

que apuntaban a la implicación de la policía. Los

asesinatos de miembros de esta familia continuaban a

pesar de las resoluciones adoptadas desde 2004 por el

sistema interamericano de derechos humanos, en las

que se ordenaba a Venezuela que garantizase la

protección de la familia y procesase a los responsables.

Independencia del poder judicial
� La jueza María Lourdes Afiuni continuó bajo arresto

domiciliario durante todo 2012. En septiembre, unos

hombres armados no identificados pasaron

conduciendo junto al edificio donde vivía y dispararon

contra su apartamento. En noviembre, la jueza reveló

públicamente que la habían violado cuando estuvo en

prisión. La jueza Afiuni había sido detenida en

diciembre de 2009 y había pasado más de un año

encarcelada. La habían acusado de delitos como

corrupción propia, abuso de autoridad y asociación

para delinquir. Había concedido la libertad condicional

a un banquero que había pasado más de dos años bajo

custodia en espera de juicio, una decisión que entraba

dentro de sus atribuciones y era conforme a la

legislación venezolana.

Escrutinio internacional
En mayo, el presidente Chávez, con el apoyo de la

Asamblea Nacional y el Tribunal Supremo de Justicia,

anunció planes para retirarse del sistema

interamericano de derechos humanos. En

septiembre, Venezuela denunció oficialmente la

Convención Americana sobre Derechos Humanos,

iniciando así su retirada de la Corte Interamericana

de Derechos Humanos. Como consecuencia, 

a partir de septiembre de 2013, las víctimas de

violaciones de derechos humanos no podrían

presentar denuncias ante el tribunal de máxima

instancia del continente americano. Sin embargo,

Venezuela seguiría siendo miembro de la

Organización de los Estados Americanos, y por tanto

estaría sometida a vigilancia por parte de la Comisión

Interamericana de Derechos Humanos.

Violencia contra mujeres y niñas
La Ley Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres a

una Vida Libre de Violencia seguía sin contar con un

marco regulador que estableciese directrices sobre el

modo en que las autoridades debían abordar los

casos de violencia contra las mujeres.

� Se celebraron audiencias sobre el caso de Alexandra

Hidalgo, violada y torturada por un grupo de hombres,

incluido su esposo, en 2004. En octubre se decidió que

su esposo sería enjuiciado por su secuestro y violación.

Informes y visitas 
de Amnistía Internacional
� Amnistía Internacional visitó Venezuela en abril.

� Carta abierta a los candidatos y las candidatas presidenciales de la

República Bolivariana de Venezuela (AMR 53/006/2012)

� Carta abierta: Candidatura de la República Bolivariana de Venezuela

para las elecciones al Consejo de Derechos Humanos (AMR 53/008/2012)

VIETNAM
REPÚBLICA SOCIALISTA DE VIETNAM
Jefe del Estado: Truong Tan Sang
Jefe del gobierno: Nguyen Tan Dung

La represión de quienes criticaban al gobierno y de
los activistas empeoró, y hubo severas restricciones 
a la libertad de expresión, asociación y reunión. Al
menos 25 disidentes pacíficos, entre los que había
blogueros y compositores de canciones, fueron
condenados a largas penas de prisión en 14 juicios
que incumplieron las normas internacionales. Los
miembros de ciertos grupos étnicos y religiosos
sufrieron violaciones de derechos humanos. Se
impusieron al menos 86 penas de muerte y había
más de 500 personas condenadas a muerte.

Información general
Hubo una crisis política por la presunta mala gestión

de la economía, afectada por unos elevados índices de

inflación y deuda, y por escándalos de corrupción

relacionados con empresas estatales. Se inició un

programa secreto de “crítica” y “autocrítica” en el

Partido Comunista gobernante que duró varios

meses. El primer ministro se disculpó públicamente

por la mala administración económica, aunque

conservó su puesto. Se anunciaron consultas

públicas para modificar la Constitución de 1992 y

sobre el matrimonio homosexual. La escalada del

conflicto territorial con China en el mar Oriental

(conocido también como mar de China Meridional)
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desembocó en manifestaciones contra China en

Vietnam. Aumentaron las noticias sobre conflictos de

tierras y desalojos forzosos violentos. Vietnam anunció

que iba a presentar su candidatura al Consejo de

Derechos Humanos de la ONU en 2014-2016. En

noviembre, el país adoptó la Declaración de Derechos

Humanos de la Asociación de Naciones del Sudeste

Asiático (ASEAN), pese a la gran preocupación que

suscitaba el hecho de que el documento no se

ajustase a las normas internacionales.

Libertad de expresión
Continuaron la represión de la disidencia y los

ataques contra el derecho a la libertad de expresión y

reunión. Hubo arrestos breves de personas que

participaban en manifestaciones pacíficas, como en

junio, cuando fueron detenidos 30 campesinos

después de tres días de protestas frente a los edificios

gubernamentales de Hanoi por el desalojo forzoso

que habían sufrido tres años antes.

� En septiembre, el primer ministro pidió un mayor

control de Internet y ordenó que se iniciaran

actuaciones judiciales contra tres blogs que habían

informado sobre la crisis política.

Las autoridades recurrieron a ambiguas

disposiciones del capítulo sobre seguridad nacional

del Código Penal de 1999 para castigar la disidencia

política y social pacífica. Al finalizar el año había

decenas de activistas políticos, sociales y religiosos

pacíficos en prisión preventiva o encarcelados. Entre

ellos figuraba Nguyen Phuong Uyen, estudiante 

de 20 años detenida en octubre por distribuir folletos

contra el gobierno.

Presos de conciencia
Al menos 27 presos de conciencia (detenidos antes

de 2012) continuaban recluidos, como Nguyen Van

Ly, sacerdote católico que cumplía una pena de ocho

años de cárcel por defender los derechos humanos,

la libertad de expresión y el cambio político.

Blogueros
Se impusieron largas penas de prisión a varios

blogueros en un evidente intento de acallar a otros.

Fueron acusados de “propaganda” y de tratar de

“derrocar” al gobierno. Los disidentes fueron

sometidos a largos periodos de prisión preventiva, a

menudo en régimen de incomunicación y en

ocasiones durante un plazo superior al establecido en

la legislación vietnamita. Se conocieron casos de

palizas propinadas durante los interrogatorios. Los

juicios incumplieron las normas internacionales sobre

imparcialidad procesal: no existía la presunción de

inocencia y no había una defensa efectiva ni

oportunidad de citar a testigos. Las fuerzas de

seguridad hostigaron a las familias de los

encausados, a las que impidieron asistir a los juicios;

algunos familiares perdieron su trabajo y

oportunidades educativas.

� Los populares blogueros Nguyen Van Hai, conocido

como Dieu Cay; Ta Phong Tan, autora del blog “Justicia

y verdad”, y Phan Thanh Hai, conocido como

AnhBaSaiGon, fueron juzgados en septiembre por

“propaganda” contra el Estado y condenados 

a 12, 10 y 4 años de prisión, respectivamente, más

entre 3 y 5 años de arresto domiciliario al cumplir la

condena. El juicio duró apenas unas horas y los

familiares de los blogueros fueron hostigados y

detenidos para impedir su asistencia. La vista se había

aplazado tres veces, la última por el fallecimiento de la

madre de Ta Phong Tan, que se había prendido fuego

ante un edificio gubernamental para protestar por el

trato que recibía su hija. En la vista de apelación,

celebrada en diciembre, la condena de Phan Thanh

Hai se redujo en un año.

� El ecologista y bloguero Dinh Dang Dinh fue

condenado a seis años de prisión en agosto, después

de un juicio de tres horas. Estaba acusado de

“propaganda” contra el Estado por iniciar una petición

contra la explotación minera de bauxita en las Tierras

Altas Centrales. Su esposa informó de que su salud era

precaria y de que los funcionarios de la prisión lo

habían sometido a palizas.

Minorías étnicas y religiosas
Los grupos étnicos y religiosos minoritarios a los que

se consideraba opositores al gobierno siguieron

expuestos a hostigamiento, detenciones y

encarcelamiento. Entre los afectados había grupos

étnicos que practicaban su religión en iglesias no

autorizadas y otros que participaron en protestas por

la confiscación de tierras por las autoridades. Seguían

en prisión preventiva 14 blogueros y activistas

sociales católicos detenidos entre julio y diciembre 

de 2011 en la provincia de Nghe An. 

� En marzo, el pastor menonita Nguyen Cong Chinh

fue condenado a 11 años de cárcel por “menoscabar la

política de unidad nacional”. Fue acusado de “incitar”

a minorías étnicas. El pastor había denunciado el

hostigamiento de las autoridades locales y las
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restricciones a la libertad religiosa en las Tierras Altas

Centrales. En octubre, su esposa dijo que no le habían

permitido visitarlo desde su detención, en abril 

de 2011.

� En marzo y diciembre, 12 personas de etnia hmong,

acusadas de participar en grandes disturbios en el

noroeste de Vietnam en mayo de 2011, fueron

juzgadas y condenadas a penas de entre 2 y 7 años de

cárcel por “alterar la seguridad” e intentar “derrocar al

gobierno”. No se ofreció una versión clara de lo

sucedido y las autoridades impidieron el acceso a la

zona donde al parecer se habían producido los

disturbios.

� El patriarca supremo de la prohibida Iglesia Budista

Unificada de Vietnam, Thich Quang Do, de 85 años,

continuaba bajo arresto domiciliario. En julio convocó

manifestaciones pacíficas contra las acciones de China

en el mar de China Meridional. La policía rodeó los

monasterios prohibidos para impedir que sus

miembros participaran en ellas.

� Tres miembros de Juventud Católica fueron

juzgados en septiembre y condenados a entre 30 y 42

meses de prisión por “propaganda” contra el Estado.

Habían participado en las protestas contra China y

firmado peticiones contra el juicio del destacado

disidente Cu Huy Ha Vu.

Pena de muerte
En noviembre, un funcionario declaró que 

había 508 personas condenadas a muerte, de las que

alrededor de 100 estaban en espera de ejecución. 

A consecuencia del retraso en empezar a usar la

inyección letal debido a la prohibición de la Unión

Europea de exportar los fármacos necesarios, no

había ejecuciones desde julio de 2011. 

Más de 86 personas fueron condenadas a muerte,

entre ellas 2 hombres por malversación.

YEMEN
REPÚBLICA DE YEMEN
Jefe del Estado: Abd Rabu Mansur Hadi

(sustituyó a Alí Abdulá Salé en febrero)
Jefe del gobierno: Mohamed Salim Basindawa

La situación de los derechos humanos mejoró
durante la transición que siguió a la salida del poder
del presidente Salé tras el levantamiento de 2011.
Sin embargo, persistió la falta de información sobre
la suerte que habían corrido las personas detenidas o
desaparecidas durante 2011. La impunidad de las
violaciones de derechos humanos cometidas durante
el gobierno del presidente Salé se afianzó debido a
una nueva ley de inmunidad, y la mayoría de los
homicidios de manifestantes y otras violaciones de
derechos humanos cometidas en 2011 y 2012 no se
investigaron. Se negó también la justicia a las
víctimas de violaciones de derechos humanos y del
derecho internacional humanitario cometidas en
conflictos armados en algunas zonas del país. Más
de 20 personas detenidas arbitrariamente durante el
levantamiento de 2011 y las ulteriores protestas
seguían en prisión o eran víctimas de desaparición
forzada. Continuaron conociéndose casos de tortura
y otros malos tratos. Como respuesta a los disturbios
del sur del país, las fuerzas de seguridad y grupos
vinculados a ellas hicieron un uso excesivo de la
fuerza, lo que causó al menos una docena de
muertes, y recluyeron arbitrariamente a decenas de
personas participantes en las protestas o partidarias
de la secesión del sur. Ansar al Sharia, grupo
armado, vinculado a Al Qaeda en la Península
Arábiga y que controló algunas zonas de la
gobernación de Abyan hasta junio, cometió abusos
contra los derechos humanos, incluidas ejecuciones
sumarias y amputaciones. Una ofensiva militar del
gobierno, con el objetivo de expulsar a Ansar al
Sharia de las ciudades que estaban bajo su control,
se caracterizó por las violaciones de derechos
humanos y el derecho internacional humanitario
cometidas por ambos bandos y causó muertes de
civiles. Las mujeres y las niñas seguían estando
discriminadas en la ley y en la práctica y sufrían
violencia en el ámbito familiar. Se tuvo noticia de la
existencia de esclavitud en algunas zonas del país.
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La situación humanitaria alcanzó un punto crítico.
Un mínimo de 7 personas fueron condenadas a
muerte y por lo menos 28 fueron ejecutadas, entre
ellas al menos 2 que eran menores de edad en el
momento del presunto delito.

Información general
El 25 de febrero, el ex vicepresidente Abd Rabu

Mansur Hadi fue investido como presidente tras unas

elecciones, en las que había sido el único candidato,

convocadas en virtud del acuerdo sobre transferencia

del poder alcanzado con la mediación del Consejo de

Cooperación para los Estados Árabes del Golfo

Pérsico y firmado por el ex presidente Salé el 23 de

noviembre de 2011. El nuevo presidente, junto con el

“gobierno de reconciliación nacional” formado en

diciembre de 2011, tenía el mandato de llevar a

efecto una transición de dos años, durante la cual

debía organizar un diálogo nacional, celebrar un

referéndum sobre una nueva Constitución, reformar

el sistema electoral, reestructurar las fuerzas armadas

y de seguridad y tomar medidas para establecer

mecanismos de justicia transicional. A continuación

se celebrarían elecciones generales con arreglo a la

nueva Constitución.

En mayo se creó un comité de mediación que

contactó con diferentes partes para que se unieran al

diálogo nacional. El 14 de julio se formó un comité

preparatorio que más adelante entregó al presidente

Hadi una lista de 20 recomendaciones para que el

diálogo tuviera éxito. Entre ellas figuraban la petición

de disculpas a la población del sur y de la provincia

septentrional de Sada por las violaciones de derechos

humanos cometidas y la liberación de todas las

personas recluidas en relación con el Movimiento del

Sur, el conflicto de Sada y el levantamiento de 2011.

Al terminar el año no se habían aplicado las

recomendaciones. En diciembre, el presidente Hadi

anunció que destituiría de sus cargos al jefe de la

Guardia Republicana (hijo del ex presidente), al jefe

de Estado Mayor de las fuerzas de Seguridad Central

(sobrino del ex presidente) y al comandante de la

Primera División Acorazada del ejército, entre otras

medidas de reestructuración de las fuerzas armadas.

A pesar de los efectos estabilizadores de la

transición, persistía la inseguridad, incluidos los

secuestros. Se temió que el homicidio del abogado

Hassan al Dawlah en diciembre pudiera haberse

debido a su trabajo.

Se agudizó la crisis humanitaria, caracterizada por

la grave escasez de alimentos, agua y otros artículos

de primera necesidad; el aumento del desempleo; el

incremento del costo de la vida, y los recortes en el

suministro de energía eléctrica y petróleo. Los

donantes internacionales se comprometieron a

aportar más de 7.000 millones de dólares

estadounidenses para ayudar a Yemen durante su

transición, pero organismos de ayuda internacionales

y yemeníes pidieron una financiación de emergencia,

dirigida específicamente a evitar una hambruna.

Se presentaron cargos contra al menos 28

personas en relación con un ataque contra el palacio

presidencial llevado a cabo el 3 de junio de 2011 y en

el que el presidente Salé había resultado herido y

otras personas habían muerto, pero al terminar el año

no habían sido llevadas a juicio. Según se tuvo

noticia, varias sufrieron tortura u otros malos tratos.

Impunidad
El 21 de enero, el gobierno promulgó una ley de

inmunidad (Ley 1 de 2012) en aplicación del acuerdo

sobre transferencia del poder. La ley concedía al 

ex presidente Salé y a todas las personas que habían

trabajado para su gobierno inmunidad de

enjuiciamiento penal por “actos de motivación

política” llevados a cabo en el desempeño de sus

funciones. En consecuencia, la ley impedía que

muchas víctimas de reclusión arbitraria, tortura,

ejecución extrajudicial, desaparición forzada y otras

violaciones de derechos humanos cometidas durante

el prolongado mandato del presidente Salé obtuvieran

justicia, verdad y reparación. Así pues, con la ley de

inmunidad, Yemen incumplía su obligación jurídica

internacional de investigar y enjuiciar los crímenes de

derecho internacional y otras violaciones de derechos

humanos.

Se sometió a debate un anteproyecto de Ley de

Justicia Transicional y Reconciliación Nacional que,

en caso de ser aprobado, proporcionaría cierto grado

de reparación a víctimas y supervivientes. Sin

embargo, el anteproyecto insistía en el perdón como

elemento de la reconciliación y no hacía justicia a las

víctimas de violaciones de derechos humanos

cometidas en el pasado.

Al parecer, no se llevó a cabo ninguna

investigación judicial sobre decenas de casos de

muerte de manifestantes o violación de derechos

humanos ocurridos en el contexto de los disturbios 

351Informe 2013 Amnistía Internacional

Y



de 2011. Tampoco hubo investigaciones sobre las

presuntas violaciones de derechos humanos y el

derecho internacional humanitario cometidas durante

los conflictos armados internos de Taiz y otras zonas,

como los ataques aparentemente indiscriminados y

desproporcionados que habían causado muertes de

civiles durante los combates entre fuerzas

gubernamentales y partidarios armados de Sadeq al

Ahmar, jefe tribal de la zona de Al Hasaba, en Saná,

en el segundo semestre de 2011.

Un decreto presidencial promulgado el 22 de

septiembre estableció una comisión de investigación

sobre las violaciones de derechos humanos y del

derecho internacional humanitario cometidas durante

el levantamiento de 2011, pero al terminar el año la

comisión no había comenzado sus actividades.

Detención y reclusión arbitrarias
La mayoría de las personas detenidas en relación con

las protestas antigubernamentales en 2011 quedaron

en libertad a principios de 2012. Muchas habían sido

recluidas arbitrariamente por diferentes fuerzas de

seguridad, en muchos casos en centros de detención

no registrados, durante semanas o meses y sin cargos

ni juicio. Según se tuvo noticia, algunas habían sufrido

tortura u otros malos tratos. Se creía que al menos 20

personas continuaban recluidas arbitrariamente o

habían desaparecido en relación con las protestas 

de 2011 o tras ser detenidas en 2012.

� Al Nahari Mohammed Ali al Nahari, de unos 13 años

de edad, quedó en libertad sin cargos en julio de 2012.

Había desaparecido en mayo de 2011 tras participar

en protestas en Saná y se creía que había estado

recluido en secreto, bajo la custodia de las fuerzas de

Seguridad Nacional. Perdió la audición en un oído tras

ser golpeado repetidamente mientras estuvo detenido.

Continuaron en pie los campamentos de protesta

en Taiz y en Saná, donde la ciudad de tiendas de

campaña de la plaza del Cambio siguió custodiada

por la Primera División Acorazada del Ejército, que

había apoyado las protestas, pero, según la

información recibida, seguía practicando detenciones

y recluyendo a los detenidos sin cargos ni juicio.

Derechos de las mujeres y las niñas
Continuó la discriminación de las mujeres y las niñas

en la ley y en la práctica, sobre todo en relación con

el matrimonio, el divorcio, la custodia de los hijos y la

herencia, y persistió también el elevado nivel de

violencia contra las mujeres en el ámbito familiar y

por motivos de género.

Las mujeres tuvieron menos protagonismo en los

campamentos de protesta después de que algunas

hubieran sido golpeadas o intimidadas en 2011 por

otras mujeres vinculadas a Al Islah, uno de los

principales partidos opositores, que no aprobaba su

participación en las marchas junto con los hombres

ni sus protestas contra el comandante de la Primera

División Acorazada.

Uso excesivo de la fuerza
Las fuerzas de seguridad continuaron usando con

impunidad fuerza excesiva contra manifestantes,

especialmente en Adén y otras ciudades del sur. 

Sólo dos investigaciones judiciales sobre muertes

violentas de manifestantes durante el levantamiento

de 2011 dieron lugar a enjuiciamientos.

� En junio, tres hombres al parecer vinculados a las

autoridades locales fueron condenados a muerte 

in absentia en relación con un ataque con granadas

perpetrado el 17 de febrero de 2011 y en el que un

manifestante había muerto y otros 15 habían resultado

heridos en la plaza de la Libertad de Taiz.

� Se presentaron cargos contra 79 hombres en

relación con la muerte de decenas de manifestantes 

el 18 de marzo de 2011 en Saná. En junio, el fiscal

general afirmó que sólo 14 de los acusados estaban

bajo custodia; los demás habían quedado en libertad

bajo fianza o seguían en libertad. El juicio, ante el

Tribunal Penal Especial, se suspendió mientras el juez

solicitaba aclaraciones al Tribunal Supremo en relación

con la ley de inmunidad y entre interrogantes acerca de

si los verdaderos autores estaban entre los procesados.

� La investigación oficial abierta en 2011 sobre la

muerte de manifestantes en la plaza de la Libertad de

Taiz el 29 de mayo de 2011 no pareció registrar

avances en 2012.

Un tribunal administrativo falló en noviembre que

las autoridades tenían la obligación de proporcionar

tratamiento médico a las personas heridas en las

protestas de 2011 o enviarlas a otros países para que

recibieran tratamiento, con arreglo a un decreto

presidencial promulgado a finales de 2011.

Represión de la disidencia: 
protestas en el sur de Yemen
Las fuerzas de seguridad y los partidarios del

gobierno siguieron usando fuerza excesiva, incluidos
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medios letales, contra los manifestantes en Adén y

otras ciudades del sur del país; mataron al menos a

una docena de personas y causaron heridas a

muchas más. También detuvieron y recluyeron

durante breves periodos a decenas de personas, en

su mayoría partidarios del Movimiento del Sur, que

propugnaba la secesión del sur.

� El 7 de julio, elementos de las fuerzas de la

Seguridad Central que se desplazaban en vehículos

blindados, apoyados por francotiradores, dispararon

contra una manifestación pacífica en Adén; mataron a

4 personas y causaron heridas a 18. Los atacantes

abrieron fuego desde tres vehículos blindados al llegar

los manifestantes a una glorieta, y cuando éstos

intentaron huir, los francotiradores comenzaron a

disparar contra ellos.

� Abdul Raouf Hassan Zain al Saqqaf, estudiante y

activista del Movimiento del Sur, fue detenido junto con

otras cuatro personas por las fuerzas de seguridad en

Adén el 10 de agosto. Los llevaron a una comisaría de

policía, donde les propinaron golpes con las culatas 

de los fusiles y con un palo. Los otros cuatro detenidos

quedaron en libertad, pero Abdul Raouf al Saqqaf fue

trasladado a la Prisión Central de Al Mansura, donde lo

golpearon de nuevo y lo recluyeron en régimen de

aislamiento en una celda de pequeñas dimensiones,

infestada de cucarachas y sin luz ni aire fresco. Quedó

en libertad el 13 de agosto, pero amenazaron con

detenerlo de nuevo. En noviembre, unos desconocidos

al parecer vinculados al partido Al Islah lo golpearon

brutalmente, y más tarde resultó herido al disparar

contra él unos enmascarados que intentaron

secuestrarlo.

Las fuerzas de seguridad allanaron hospitales para

detener a manifestantes heridos. Médicos sin

Fronteras cerró su hospital en Adén en octubre tras

sufrir repetidos allanamientos durante los cuales las

fuerzas de seguridad amenazaron a su personal.

� El 27 de septiembre, según se supo, dos guardias de

seguridad que trabajaban para Médicos sin Fronteras

fueron golpeados y amenazados a punta de pistola por

unos desconocidos en Adén.

Conflicto armado de Abyan
Ansar al Sharia (Seguidores de la Ley Islámica) siguió

cometiendo graves abusos contra los derechos

humanos en la ciudad de Yaar, gobernación de

Abyan, cuyo control había tomado en febrero 

de 2011, así como en otras ciudades de la

gobernación de Shabwa de las que tomó también

control en fechas posteriores. El grupo armado llevó a

cabo ejecuciones sumarias e impuso penas crueles,

inhumanas y degradantes, como amputaciones de

manos, a personas a las que acusaba de cometer

“delitos”, e intentó hacer cumplir exigencias sociales

y religiosas discriminatorias y represivas mediante

violencia y amenazas de violencia. También secuestró

y hostigó a activistas comunitarios.

Continuaron durante el año los combates entre las

fuerzas gubernamentales y Ansar al Sharia, en los

que ambos bandos violaron el derecho internacional

humanitario. Ansar al Sharia expuso de modo

temerario a la población civil a sufrir daños al

almacenar municiones y explosivos en zonas

residenciales densamente pobladas, lanzó ataques

desde lugares contiguos a viviendas civiles, recluyó y

sometió a malos tratos a civiles, restringió el acceso a

atención médica e hizo amplio uso de minas

terrestres antipersonal y armas trampa. Las fuerzas

gubernamentales atacaron con aviones, tanques,

artillería y morteros, a menudo de manera

indiscriminada o desproporcionada, causando

muertos y heridos entre la población civil, hasta que

lograron expulsar a Ansar al Sharia de Abyan y las

zonas circundantes a finales de junio. Las fuerzas

gubernamentales también obstruyeron el acceso a

tratamiento médico de las personas heridas y

sometieron a desaparición forzada a presuntos

combatientes de Ansar al Sharia.

Al terminar el año, Ansar al Sharia seguía llevando

a cabo atentados con explosivos y otros ataques

contra instalaciones y miembros de las instituciones

del Estado y de las fuerzas de seguridad.

Ataques con vehículos aéreos no tripulados
Las fuerzas de Estados Unidos usaron vehículos

aéreos no tripulados (drones) para atacar a presuntos

partidarios de Al Qaeda en la provincia de Abyan y en

otros lugares, al parecer con el consentimiento del

gobierno yemení. Se tuvo noticia de muertes de

civiles, pero no se sabía con certeza si se habían

producido en tales ataques o en operaciones de las

fuerzas yemeníes, y no se llevó a cabo investigación

alguna.

Personas internamente desplazadas
Muchas personas desplazadas por la fuerza debido al

conflicto armado de Abyan y las zonas circundantes

pudieron regresar a sus hogares antes de terminar el
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año, a pesar de la amenaza que entrañaban 

las minas terrestres antipersonal y otros artefactos

dejados por Ansar al Sharia. Sin embargo, decenas de

miles de personas más seguían en situación 

de desplazamiento interno, la mayoría en Adén.

Esclavitud
Se supo que había familias que llevaban

generaciones esclavizadas en algunas zonas del país.

Al parecer, la continuidad de esta práctica era posible

por la falta de escrutinio del Estado.

Pena de muerte
Al menos 7 personas fueron condenadas a muerte y

como mínimo 28 fueron ejecutadas. Se creía que el

número real era mucho mayor. Al menos 2 fueron

ejecutadas por delitos presuntamente cometidos

cuando no habían cumplido los 18 años. Se creía que

había centenares de personas condenadas a muerte,

al menos 25 de ellas por delitos cometidos cuando

eran menores de edad.

� Fuad Ahmed Ali Abdulla fue ejecutado en la prisión

de Taiz el 18 de enero. Había sido declarado 

culpable de un asesinato cometido en 2004, cuando

tenía menos de 18 años.

� Hind al Barati fue ejecutada en la Prisión Central de

Saná el 3 de diciembre. Había sido declarada culpable

de un asesinato cometido cuando al parecer 

tenía 15 años.

Informes y visitas 
de Amnistía Internacional
� Amnistía Internacional visitó Yemen en junio-julio y diciembre. No se

permitía el acceso de la organización a Yemen desde enero de 2011.

� Yemen’s immunity law: Breach of international obligations

(MDE 31/007/2012)

� Conflict in Yemen: Abyan’s darkest hour (MDE 31/010/2012)

� Yemen: Human rights agenda for change (MDE 31/012/2012)

ZIMBABUE
REPÚBLICA DE ZIMBABUE
Jefe del Estado y del gobierno: Robert Mugabe

La desconfianza entre los miembros del gobierno de
unidad nacional siguió causando demoras en la
implantación de reformas cruciales previstas en el
Acuerdo Político Global alcanzado en 2008 entre el
partido del presidente Mugabe –Unión Africana de
Zimbabue-Frente Patriótico (ZANU-PF)– y los dos
partidos del Movimiento por el Cambio Democrático
(el MDC-T y el MDC-N). Los rumores relativos a unas
posibles elecciones en el segundo semestre del año
desataron el pánico en las zonas rurales afectadas por
la violencia fomentada por el Estado en torno a las
elecciones de 2008. La policía siguió reprimiendo la
libertad de expresión, asociación y reunión durante el
año con detenciones arbitrarias, reclusiones
ilegítimas y acusaciones por motivos políticos.

Información general
El gobierno de unidad nacional no finalizó la nueva

Constitución, crucial para que el país celebrase unas

elecciones sin violencia en 2013. En octubre tuvo

lugar la Segunda Conferencia de Todas las Partes

Interesadas, destinada a revisar un borrador del texto

constitucional. En esa conferencia, la Unión Nacional

Africana de Zimbabue-Frente Patriótico (ZANU-PF)

trató de impedir la inclusión de nuevos elementos

que limitarían las facultades del poder ejecutivo y

reforzarían la declaración de derechos acordada

durante el proceso de negociación entre partidos. La

Comunidad para el Desarrollo del África Austral,

representada por el presidente de Sudáfrica, Jacob

Zuma, no logró ninguna reforma significativa para

garantizar unas elecciones sin violencia, pese a las

varias visitas que su equipo de facilitadores hizo a

Zimbabue.

Altos mandos del ejército, la policía y los servicios

de inteligencia expresaron sus preferencias respecto

al resultado electoral, lo que alimentó el temor de que

las fuerzas de seguridad –que habían estado

implicadas en la violencia electoral de 2008–

intentaran influir de nuevo a favor de la ZANU-PF en

las próximas elecciones. El presidente Mugabe y el

primer ministro Morgan Tsvangirai se mostraron
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públicamente en contra de la violencia política; sin

embargo, no se adoptaron medidas concretas para

poner fin a las actividades partidistas de las fuerzas

de seguridad.

Aunque los incidentes de violencia política

colectiva continuaron siendo escasos, principalmente

porque no hubo acontecimientos políticos

importantes durante el año, al menos 300 personas

resultaron heridas a consecuencia de actos de tortura

y otros actos violentos de motivación política.

Libertad de expresión, de asociación 
y de reunión
Las actividades de quienes defendían los derechos

humanos y de los activistas políticos no

pertenecientes a la ZANU-PF siguieron estando

sometidas a fuertes restricciones. En las zonas

urbanas, la principal responsable fue la policía, que

utilizó la Ley de Orden Público y de Seguridad para

limitar arbitrariamente el derecho a la libertad de

expresión, de asociación y de reunión pacífica,

incluso bloqueando reuniones y actividades legítimas

de defensores de los derechos humanos y otros

partidos políticos. En las zonas semiurbanas y rurales,

los activistas locales de la ZANU-PF continuaron

perturbando con impunidad el desarrollo de

actividades legítimas de sus oponentes. La ZANU-PF

también recurrió a algunos dirigentes tradicionales

para restringir el acceso a las zonas rurales. Se

registraron incidentes en los que soldados

uniformados agredían a personas que asistían a

reuniones organizadas por los dos partidos del

Movimiento por el Cambio Democrático.

� En mayo, Cephas Magura, dirigente del Movimiento

por el Cambio Democrático-Tsvangirai (MDC-T), 

murió en el distrito de Mudzi durante unos

enfrentamientos entre partidarios del MDC-T y de la

ZANU-PF ocurridos en el centro de negocios

Chimukoko. Según las informaciones recibidas, los

simpatizantes de la ZANU-PF atacaron a los asistentes

a una reunión del MDC-T autorizada por la policía. Tras

el incidente, fueron detenidos siete miembros de la

ZANU-PF, el concejal de Mudzi David Chimukoko entre

ellos, y acusados de asesinato y violencia pública.

� El 21 de septiembre, un grupo de soldados del

distrito de Mutoko, en la provincia de Mashonaland

Este, irrumpieron en una reunión presidida por el

profesor Welshman Ncube (del MDC-N) y golpearon 

a los asistentes.

� En noviembre, otro grupo de soldados del distrito de

Zhombe, en la provincia de Midlands, atacó a los

simpatizantes del MDC-T que asistían a una reunión en

el centro de negocios Samambwa. Decenas de

personas resultaron heridas, entre ellas dos hombres

de más de 70 años que llegaron a un hospital de

Harare con fractura de extremidades y lesiones

internas.

� Algunos de los 29 miembros del MDC-T detenidos

en mayo de 2011 en relación con la muerte del agente

de policía Petros Mutedza en Glen View estuvieron más de

un año bajo custodia. Sin embargo, Cynthia Manjoro

salió en libertad bajo fianza en octubre después de que

un testigo de la acusación declarase que había sido

detenida y recluida como cebo para atraer a otro

sospechoso amigo suyo. Solomon Madzore, presidente

de la Asamblea Juvenil del MDC-T, también salió en

libertad bajo fianza el 13 de noviembre junto con otro

detenido, Taruvinga Magaya. Se creía que algunos de

los detenidos habían sido arrestados sólo por ser

activistas conocidos del MDC-T que residían en Glen

View. Al finalizar el año sólo seguían bajo custodia Last

Maengahama, Tungamirai Madzokere, Rebecca

Mafikeni, Yvonne Musarurwa y Simon Mapanzure.

� El 5 de noviembre, la policía de Harare hizo una

redada en las oficinas de la Counselling Services Unit,

consultorio médico legalmente inscrito que atendía a

víctimas de la violencia organizada y de la tortura.

Inicialmente, la policía llegó sin orden judicial y

amenazó con entrar por la fuerza. Varias horas

después, los agentes exhibieron una orden judicial

para recuperar “material ofensivo y subversivo” que

“desfigur[ase] casas, edificios, muros, vallas, postes de

alumbrado, puertas o ascensores” y confiscó

ilegalmente historiales médicos confidenciales de

pacientes, un ordenador y documentos no abarcados

por la orden. Cinco trabajadores del centro fueron

detenidos arbitrariamente. Dos de ellos salieron en

libertad el mismo día, pero los otros tres –Fidelis

Mudimu, Zachariah Godi y Tafadzwa Geza– estuvieron

cuatro días recluidos de forma ilegal bajo custodia

policial y al tercer día fueron trasladados también

ilegalmente a Bulawayo, a más de 400 kilómetros de

distancia. Los tres fueron puestos en libertad bajo

fianza el 8 de noviembre, bajo la acusación formal de

“causar daños intencionales a propiedades”, en

aplicación del artículo 140 de la Ley del Código Penal

(Codificación y Reforma). Con posterioridad se

retiraron los cargos formulados contra Fidelis Mudimu,
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tras saberse que estaba fuera del país cuando se

cometió el presunto delito.

Detención y reclusión arbitrarias
Durante el año, la policía antidisturbios perturbó

sistemáticamente el desarrollo de las actividades de la

organización Mujeres de Zimbabue, ¡En Pie! (WOZA),

golpeó a muchos de sus activistas y causó heridas a

algunos de ellos. Se tuvo constancia de la detención

de al menos 200 miembros de la organización.

� El 19 de enero, 17 activistas fueron detenidos en

Bulawayo y llevados a la comisaría de Donnington,

donde algunos sufrieron palizas y malos tratos.

Después los trasladaron a la comisaría central de

Bulawayo, donde siguieron sufriendo abusos hasta que

fueron liberados sin cargos.

� El 12 de marzo, un juez de Bulawayo revocó

injustamente la libertad bajo fianza de las dirigentes de

WOZA Jennifer Williams y Magodonga Mahlangu, que

comparecieron ante el tribunal por cargos falsos de

secuestro y robo, y ordenó su ingreso en prisión. Los

abogados de la defensa habían solicitado el

aplazamiento de la vista alegando los problemas de

salud de Jennifer Williams, que tenía la carta de un

médico que corroboraba su estado. Sin embargo, el

fiscal la acusó de fingir la enfermedad.

� El 27 de junio, a la mañana siguiente de una marcha

pacífica, 101 miembros de WOZA fueron detenidos en

Bulawayo y, tras cinco horas de reclusión, quedaron 

en libertad sin cargos.

Se siguió aplicando arbitrariamente el artículo 33

de la Ley del Código Penal (Codificación y Reforma) y

se acusó a activistas políticos y otras personas de

“menoscabar la autoridad del presidente o insultarlo”.

Al menos 12 personas fueron detenidas por estos

cargos.

� En octubre, el ministro de Energía y Desarrollo

Energético del gobierno de unidad nacional, Elton

Mangoma, del partido MDC-T, fue detenido y acusado

de “menoscabar la autoridad del presidente o

insultarlo” en relación con una declaración que había

hecho en marzo en el centro de negocios Manhenga,

en Bindura (Mashonaland Central).

Tortura y ejecuciones extrajudiciales
bajo custodia policial
Al menos ocho personas murieron bajo custodia

policial en circunstancias que indicaban que habían

sido víctimas de tortura o de ejecución sumaria.

� El 19 de marzo murieron en circunstancias muy

poco claras tres jóvenes que estaban recluidos en la

comisaría de Southerton, Harare. Tendai Dzigarwi y

Rufaro Mahohoma habían sido detenidos el 18 de

marzo en Kambuzuma, un barrio residencial de las

afueras de Harare, por policías de la Brigada de Robo

de Vehículos, como sospechosos del robo de un

vehículo de motor. El tercer joven, Emmson Ngundu,

fue detenido el 19 de marzo en el distrito de Zvimba.

Según la policía, los tres murieron durante un intento

de fuga, pero una autopsia independiente realizada a

Tendai Dzigarwi concluyó que éste había fallecido por

una herida de bala en la cabeza, causada por un

disparo realizado a una distancia de 2-3 centímetros.

Las declaraciones de los testigos que vieron las heridas

de los otros dos hombres apuntaban a la misma

conclusión.

� El 13 de septiembre, dos días después de ser puesto

en libertad, Harrison Manyati murió en el Hospital

Central de Harare por lesiones sufridas a consecuencia

de la tortura sufrida mientras estaba detenido en la

comisaría de Makoni, en Chitungwiza. Harrison

Manyati había sido detenido arbitrariamente y recluido

de forma ilegítima el 7 de septiembre, después de

acudir a la comisaría para preguntar por un amigo

detenido por asalto a una vivienda, robo y entrada

ilegal. La policía lo acusó de complicidad y lo mantuvo

cuatro días recluido sin cargos y sin llevarlo ante un

tribunal. La policía dijo a su familia que Harrison

Manyati no había cometido ningún delito. Cuando salió

en libertad, Manyati acusó a los policías de agresión y 

se presentaron cargos contra ellos. Según un testigo

presencial, Manyati fue torturado durante los 

dos primeros días de detención y luego permaneció

bajo custodia dos días más para que se curaran sus

lesiones. El informe de una autopsia independiente

concluyó que la muerte de Manyati había sido

consecuencia directa de la tortura.

� Blessing Matanda fue encontrado muerto en una

celda de la comisaría de Munyati, en Kwekwe, el 4 de

octubre, el mismo día en que había sido detenido en

circunstancias poco claras. Matanda dijo a un familiar

que lo visitó que los agentes que lo habían detenido lo

habían amenazado con “ajustarle las cuentas”. La

policía afirmó que Matanda se había suicidado de un

tiro, pero no explicó cómo había tenido acceso a una

pistola. Un patólogo independiente puso en duda la

tesis del suicidio.
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Desalojos forzosos
Decenas de miles de personas afectadas por los

desalojos forzosos masivos de la Operación

Murambatsvina, llevada a cabo en 2005, seguían

viviendo siete años después en asentamientos que

carecían de escuelas, atención médica, agua,

saneamiento o carreteras. Pese a que las autoridades

reconocieron públicamente la falta de escuelas en

particular, no se adoptaron medidas para garantizar

que los miles de niños y niñas afectados tuvieran

acceso a una educación primaria gratuita.

Derechos de lesbianas, gays, bisexuales,
transgénero e intersexuales
La hostilidad hacia las personas que no se ajustaban

a los modelos establecidos de género y la

discriminación de lesbianas, gays, bisexuales,

transgénero e intersexuales continuaban siendo

generalizadas en el país. Los medios de

comunicación contribuyeron a los prejuicios contra

estas personas al publicar los comentarios hostiles

que hacían los líderes políticos sobre ellas,

especialmente en el contexto del debate en torno a la

nueva Constitución. La ZANU-PF y el MDC-T se

acusaron mutuamente de “albergar en sus filas” a

lesbianas, gays, bisexuales, transgénero e

intersexuales. La politización del debate sobre la

prohibición de la discriminación basada en 

la orientación sexual o la identidad de género fomentó

el hostigamiento y la intimidación contra estas

personas por parte de la policía.

� El 11 de agosto, 44 miembros de Gays y Lesbianas de

Zimbabue (GALZ) estuvieron detenidos una noche

en la comisaría central de Harare después de que la

policía hiciera una redada en las oficinas de la

organización en esa misma ciudad. La redada se

produjo cuando se celebraba una reunión

convocada por GALZ para debatir el proyecto de

Constitución de Zimbabue y presentar un informe

sobre violaciones de derechos humanos

perpetradas contra sus miembros. Tras poner en

libertad a los detenidos, la policía visitó algunos de

sus domicilios y centros de trabajo, lo que

amenazaba con poner al descubierto su orientación

sexual y, por tanto, someterlos a un mayor riesgo de

discriminación.

� El 20 de agosto, la policía hizo una segunda redada

en las oficinas de GALZ y confiscó ordenadores y

folletos. El 23 de agosto, la dirección fue acusada de

administrar una organización “no inscrita legalmente”,

lo que vulneraba el artículo 6.iii de la Ley de

Organizaciones Voluntarias Privadas. Por primera vez

en 20 años, GALZ se vio obligada a cerrar sus oficinas

indefinidamente por temor a nuevas redadas de la

policía.

Informes y visitas 
de Amnistía Internacional
� Amnistía Internacional visitó Zimbabue en abril, agosto 

y septiembre-octubre.

� Zimbabwean authorities must stop abusing the law to curtail the work

of human rights activists (AFR 46/001/2012)

� Zimbabwe: Brief to SADC on harassment and intimidation of NGO

workers by police (AFR 46/016/2012)

� Zimbabwe: Members of the public at risk as police crack down on gang

suspects (PRE01/434/2012)
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DE AMNISTÍA INTERNACIONAL
Alemania� Amnesty International
Zinnowitzer Strasse 8, 10115 Berlin
Correo-e: info@amnesty.de
www.amnesty.de

Argelia� Amnesty International
10, rue Mouloud ZADI (face au 113 rue Didouche Mourad)
Alger Centre, 16004 Alger
Correo-e: contact@amnestyalgerie.org
www.amnestyalgerie.org

Argentina � Amnistía Internacional
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Correo-e: contacto@amnesty.org.ar
www.amnesty.org.ar

Australia� Amnesty International 
Locked Bag 23, Broadway NSW 2007
Correo-e: nswaia@amnesty.org.au
www.amnesty.org.au

Austria� Amnesty International
Moeringgasse 10, A-1150 Vienna
Correo-e: info@amnesty.at
www.amnesty.at

Bélgica (de habla flamenca)� Amnesty International 
Kerkstraat 156, 2060 Antwerpen
Correo-e: amnesty@aivl.be
www.aivl.be

Bélgica (de habla francesa) � Amnesty International
Rue Berckmans 9, 1060 Bruxelles
Correo-e: amnesty@amnesty.be
www.amnestyinternational.be

Bermudas� Amnesty International
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Correo-e: director@amnestybermuda.org
www.amnestybermuda.org

Burkina Faso� Amnesty International
BP 11344, Ouagadougou 08
Correo-e: aiburkina@fasonet.bf
www.amnesty-bf.org

Canadá (de habla francesa) � Amnistie internationale
50 rue Ste-Catherine Ouest, bureau 500,
Montréal, Quebec, H2X 3V4
www.amnistie.ca

Canadá (de habla inglesa) � Amnesty International
312 Laurier Avenue East, Ottawa, Ontario, K1N 1H9
Correo-e: info@amnesty.ca
www.amnesty.ca

Chile� Amnistía Internacional
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Correo-e: info@amnistia.cl
www.amnistia.cl

Colombia� Amnistía Internacional
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Correo-e: AIColombia.Online@amnesty.org

Corea del Sur � Amnesty International
Gwanghwamun P.O. Box 2045 Jongno-gu, 10-620 Seoul
Correo-e: info@amnesty.or.kr
www.amnesty.or.kr

Costa de Marfil � Amnesty International
04 BP 895, Abidjan 04
Correo-e: amnesty.ci@aviso.ci

Dinamarca� Amnesty International
Gammeltorv 8, 5 - 1457 Copenhagen K.
Correo-e: amnesty@amnesty.dk
www.amnesty.dk

Eslovenia� Amnesty International
Beethovnova 7, 1000 Ljubljana
Correo-e: amnesty@amnesty.si
www.amnesty.si
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Fernando VI, 8 -1.º izda. 28004 Madrid
Correo-e: info@es.amnesty.org
www.es.amnesty.org

Estados Unidos � Amnesty International
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www.amnestyusa.org

Filipinas� Amnesty International
18-A Marunong Street, Barangay Central, Quezon City 1100
Correo-e: section@amnesty.org.ph
www.amnesty.org.ph

Finlandia� Amnesty International
Hietaniemenkatu 7A, 00100 Helsinki
Correo-e: amnesty@amnesty.fi
www.amnesty.fi

Francia� Amnesty International
76 boulevard de La Villette, 75940 Paris Cédex 19
Correo-e: info@amnesty.fr
www.amnesty.fr

Ghana� Amnesty International
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Correo-e: info@amnestyghana.org
www.amnestyghana.org

Grecia� Amnesty International
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www.amnesty.org.gr

360 Informe 2013 Amnistía Internacional



Hong Kong� Amnesty International
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Correo-e: admin-hk@amnesty.org.hk
www.amnesty.org.hk

Irlanda� Amnesty International
Sean MacBride House, 48 Fleet Street, Dublin 2 
Correo-e: info@amnesty.ie
www.amnesty.ie

Islandia� Amnesty International
Þingholtsstræti 27, 101 Reykjavík
Correo-e: amnesty@amnesty.is
www.amnesty.is

Islas Feroe� Amnesty International
Mannarættindarúmið, Kongabrúgvin, Fo-100 Tórshavn 
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www.amnesty.fo

Israel� Amnesty International
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www.amnesty.or.jp

Luxemburgo� Amnesty International
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Correo-e: info@amnesty.lu
www.amnesty.lu

Marruecos� Amnesty International
281 avenue Mohamed V, Apt. 23, Escalier A, Rabat
Correo-e: amorocco@sections.amnesty.org
www.amnestymaroc.org

Mauricio� Amnesty International
BP 69, Rose-Hill
Correo-e: amnestymtius@erm.mu

México� Amnistía Internacional
Tajín No. 389, Col. Narvarte, Del. Benito Juárez
C.P. 03020 México D.F.
Correo-e: info@amnistia.org.mx
www.amnistia.org.mx

Nepal� Amnesty International
PO Box 135, Amnesty Marga
Basantanagar, Balaju, Kathmandu 
Correo-e: info@amnestynepal.org
www.amnestynepal.org

Noruega� Amnesty International
Grensen 3, 0159 Oslo 
Correo-e: info@amnesty.no, www.amnesty.no

Nueva Zelanda� Amnesty International
PO Box 5300, Wellesley Street, Auckland 1141
Correo-e: info@amnesty.org.nz
www.amnesty.org.nz

Países Bajos� Amnesty International
Keizersgracht 177, 1016 DR Amsterdam
Correo-e: amnesty@amnesty.nl
www.amnesty.nl

Paraguay� Amnistía Internacional 
Manuel Castillo 4987 esquina San Roque González 
Barrio Villa Morra, Asunción
Correo-e: ai-info@py.amnesty.org
www.amnesty.org.py

Perú� Amnistía Internacional
Enrique Palacios 735-A, Miraflores, Lima 18
Correo-e: amnistia@amnistia.org.pe
www.amnistia.org.pe

Polonia� Amnesty International
ul. Piękna 66a lokal 2, I piętro, 00-672 Warszawa
Correo-e: amnesty@amnesty.org.pl
www.amnesty.org.pl

Portugal� Amnistia Internacional
Av. Infante Santo, 42, 2.º, 1350-179 Lisboa
Correo-e: aiportugal@amnistia-internacional.pt
www.amnistia-internacional.pt

Puerto Rico� Amnistía Internacional
Calle Robles 54, Suite 6, Río Piedras, PR 00925
Correo-e: amnistiapr@amnestypr.org
www.amnistiapr.org

Reino Unido� Amnesty International
The Human Rights Action Centre
17-25 New Inn Yard, London EC2A 3EA
Correo-e: sct@amnesty.org.uk
www.amnesty.org.uk

República Checa� Amnesty International
Provaznická 3, 110 00, Prague 1
Correo-e: amnesty@amnesty.cz
www.amnesty.cz

Senegal� Amnesty International
303/GRD Sacré-coeur II, Résidence Arame SIGA
BP 35269, Dakar Colobane
Correo-e: asenegal@sections.amnesty.org
www.amnesty.sn 

Sierra Leona � Amnesty International
42 William Street, Freetown
Correo-e: amnestysl@gmail.com
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Suecia� Amnesty International
PO Box 4719, 11692 Stockholm
Correo-e: info@amnesty.se
www.amnesty.se

Suiza� Amnesty International
Speichergasse 33, CH-3011 Berne
Correo-e: info@amnesty.ch
www.amnesty.ch

Taiwán� Amnesty International
3F., No. 14, Lane 165, Sec. 1, Sinsheng S. Rd
Da-an District, Taipei City 106
Correo-e: secretariat@amnesty.tw
www.amnesty.tw

Togo� Amnesty International
2322 avenue du RPT, Quartier Casablanca, BP 20013, Lomé
Correo-e: contact@amnesty.tg
www.amnesty.tg

Túnez� Amnesty International
67 rue Oum Kalthoum, 3ème étage, Escalier B, 1000 Tunis
Correo-e: admin-tn@amnesty.org

Uruguay� Amnistía Internacional
San José 1140, piso 5, C.P. 11.100, Montevideo
Correo-e: oficina@amnistia.org.uy
www.amnistia.org.uy

Venezuela� Amnistía Internacional
Torre Phelps piso 17, oficina 17 A, 
Av. La Salle, Plaza Venezuela, Los Caobos, Caracas 1050
Correo-e: info@aiven.org
www.aiven.org

Zimbabue � Amnesty International
56 Midlothean Avenue, Eastlea, Harare
Correo-e: amnestyinternational.zimbabwe@gmail.com

ESTRUCTURAS 
DE AMNISTÍA INTERNACIONAL
Hungría� Amnesty International
Rózsa u. 44. II/4, 1064 Budapest
Correo-e: info@amnesty.hu, www.amnesty.hu

Malaisia� Amnesty International
D-2-33A, 8 Avenue, Jalan Sungai Jernih, 8/1
Section 8, 46050 Petaling Jaya, Selangor
Correo-e: aimalaysia@aimalaysia.org
www.aimalaysia.org

Malí � Amnesty International
Immeuble Soya Bathily, Route de l’aéroport
24 rue Kalabancoura, BP E 3885, Bamako
Correo-e: amnesty.mali@ikatelnet.net

Moldavia� Amnesty International
PO Box 209, MD-2012 Chişinău
Correo-e: info@amnesty.md
www.amnesty.md

Mongolia� Amnesty International
Sukhbaatar District, Baga Toirog 44, Ulaanbaatar 210648
Correo-e: aimncc@magicnet.mn
www.amnesty.mn

Tailandia� Amnesty International
90/24 Lat Phrao Soi 1, Lat Yao, Chatuchak, Bangkok 10900
Correo-e: info@amnesty.or.th
www.amnesty.or.th

Turquía� Amnesty International
Hamalbaşı Cd. No. 22 Dükkan 2-D2-D3-D4, 34425, Beyoğlu, Istanbul
Correo-e: posta@amnesty.org.tr
www.amnesty.org.tr

ENTIDADES NACIONALES
DE AMNISTÍA INTERNACIONAL
Benín� Amnesty International
01 BP 3536, Cotonou
Correo-e: info@aibenin.org
www.amnesty.bj

Brasil� Amnesty International
Praça São Salvador, 5-Casa, Laranjeiras 22.231-170
Rio de Janeiro
Correo-e: contato@anistia.org.br
www.anistia.org.br

Eslovaquia� Amnesty International
Karpatska 11, 811 05 Bratislava
Correo-e: amnesty@amnesty.sk
www.amnesty.sk

India� Amnesty International
1074/B-1, First Floor, 11th Main, HAL 2nd Stage
Indira Nagar, Bangalore, Karnataka, 560 008
Correo-e: amnestyindia@amnesty.org
www.amnesty.org.in

Kenia� Amnesty International
Suite A3, Haven Court, Waiyaki Way, Westlands
P.O. Box 1527, 00606 Sarit Centre, Nairobi
Correo-e: amnestykenya@amnesty.org

Sudáfrica� Amnesty International
11th Floor Braamfontein Centre, 23 Jorrissen Street
2017 Braamfontein, Johannesburg
Correo-e: info@amnesty.org.za
www.amnesty.org.za

Ucrania� Amnesty International
Olesya Honchara str, 37A, office 1, Kyev 01034
Correo-e: info@amnesty.org.ua
www.amnesty.org.ua
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ASOCIACIONES ESTRATÉGICAS 
DE AMNISTÍA INTERNACIONAL
El Proyecto de Asociaciones Estratégicas se enmarca dentro de la
Unidad de Crecimiento de Amnistía Internacional. Su objetivo es
hacer crecer el activismo y el impacto en los derechos humanos en
países que no cuentan con entidades de Amnistía Internacional,
estableciendo asociaciones con ONG locales. También pretende
aumentar la visibilidad de la organización y las asociaciones
estratégicas y crear plataformas de Amnistía Internacional sobre
asuntos concretos en el país. En 2012, Amnistía Internacional
mantuvo asociaciones estratégicas en Camboya, Haití, Indonesia,
Kazajistán, Kirguistán, Rumania, Tayikistán y Timor Oriental.

Para más información sobre estas asociaciones, pónganse en
contacto con: Strategic_Partnerships_Team@amnesty.org

MEMBRESÍA INTERNACIONAL 
DE AMNISTÍA INTERNACIONAL
También hay miembros internacionales en varios países y territorios
del mundo. Pueden encontrar información adicional en:

www.amnesty.org/en/join
Correo-e: mobilization@amnesty.org

OFICINAS 
DE AMNISTÍA INTERNACIONAL
Secretariado Internacional (SI)
Amnesty International
Peter Benenson House, 1 Easton Street
London WC1X 0DW, Reino Unido
Correo-e: amnestyis@amnesty.org
www.amnesty.org

Centro de Recursos de Lenguas de Amnistía Internacional (AILRC)
Oficina principal
Calle Valderribas, 13, 28007 Madrid, España
Correo-e: AILRC@amnesty.org
Árabe: www.amnesty.org/ar
Español: www.amnesty.org/es ´

Centro de Recursos de Lenguas de Amnistía Internacional - Francés
(AILRC-FR)
Oficina de París
47 rue de Paradis - Bât C, 75010 Paris, Francia
Francés: www.amnesty.org/fr

Oficina para Rusia - SI Moscú  
Amnesty International
PO Box 212, Moscow 119019, Federación Rusa
Correo-e: msk@amnesty.org
www.amnesty.org.ru

Oficina Exterior de Investigación - SI París
Amnesty International
76 boulevard de la Villette, 75940 Paris
Cédex 19, Francia
Correo-e: pro@amnesty.org

Oficina de AI ante las Naciones Unidas - SI Ginebra
Amnesty International
22 rue du Cendrier, 4ème étage
CH-1201 Geneva, Suiza
Correo-e: uaigv@amnesty.org

Oficina de AI ante las Naciones Unidas - SI Nueva York
Amnesty International
777 UN Plaza, 6th Floor
New York, NY 10017, Estados Unidos
Correo-e: aiunny@amnesty.org

Oficina de AI ante las Instituciones Europeas
Rue de Trèves 35, Boîte 3, B-1040 Brussels, Bélgica
Correo-e: amnestyIntl@amnesty.eu 
www.amnesty.eu

Oficina de Educación en Derechos Humanos 
para África - SI Dakar
Amnesty International
SICAP Sacré Coeur Pyrotechnie Extension,
Villa 22, BP 47582, Dakar, Senegal
Correo-e: isdakaroffice@amnesty.org
www.africa-hre.org

Oficina Regional para África - SI Kampala
Amnesty International
Plot 20A, Kawalya Kaggwa Close
PO Box 23966, Kampala, Uganda
Correo-e: ai-aro@amnesty.org

Oficina Regional para Asia y Oceanía - SI Hong Kong
Amnesty International
16/F Siu On Centre, 188 Lockhart Rd
Wan Chai, Hong Kong
Correo-e: admin-ap@amnesty.org

Oficina Regional para Oriente Medio 
y el Norte de África - SI Beirut 
Amnesty International
PO Box 13-5696, Chouran
Beirut 1102 - 2060, Líbano
Correo-e: mena@amnesty.org
www.amnestymena.org

SI Johannesburgo
Amnesty International
Ground Floor, 3 on Glenhove, Melrose Estate
Johannesburg, Sudáfrica
Correo-e: adminjoburg@amnesty.org







QUIERO
AYUDAR



YA SEA EN UN CONFLICTO DE GRAN 
REPERCUSIÓN O EN UN RINCÓN PERDIDO
DEL PLANETA, AMNISTÍA INTERNACIONAL 
ACTÚA EN FAVOR DE LA JUSTICIA, 
LA LIBERTAD Y LA DIGNIDAD 
PARA TODAS LAS PERSONAS Y PERSIGUE 
EL RESPALDO DE LA OPINIÓN PÚBLICA
PARA CONSTRUIR UN MUNDO MEJOR.
¿QUÉ PUEDES HACER?
Activistas de todo el mundo han demostrado que es posible
oponer resistencia a quienes socavan los derechos humanos.
Intégrate en este movimiento. Haz que las cosas cambien. Pide
responsabilidades a quienes están en el poder.

� Únete a Amnistía Internacional e intégrate en un
movimiento formado por personas de todo el mundo que
trabajan para poner fin a las violaciones de derechos
humanos. Ayúdanos a hacer que las cosas cambien.

� Haz un donativo en apoyo del trabajo 
de Amnistía Internacional. 

Juntos conseguiremos que se nos oiga.

Me interesa recibir información sobre cómo unirme a Amnistía Internacional.

Nombre y apellidos

Domicilio

País

Correo-e

Quiero hacer un donativo a Amnistía Internacional. 
(indica la divisa de tu donativo)

Cantidad

Con cargo a mi  Visa    Mastercard 

Número  

Caduca en

Firma

Envía este formulario a la oficina de Amnistía Internacional de tu país.
(En las páginas 360  a 363 encontrarás las direcciones de todas las Secciones 
y Estructuras de la organización en todo el mundo.)    
Si en tu país no hay oficina, envía el formulario al 
Secretariado Internacional en Londres:
Amnistía Internacional, Secretariado Internacional, Peter Benenson House, 
1 Easton Street, London WC1X 0DW, Reino Unido.
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El Informe 2013 de Amnistía Internacional documenta el estado de los derechos
humanos en 159 países y territorios durante 2012.

Mientras los gobiernos cumplían de boquilla sus compromisos sobre derechos
humanos, siguieron utilizando los intereses nacionales, la seguridad nacional y la
preocupación por la seguridad pública para justificar las violaciones de esos
derechos.

En respuesta a todo ello, personas de todo el mundo se echaron a la calle, y las redes
sociales sirvieron como detonante para sacar a la luz la represión, la violencia y la
injusticia. Algunas personas pagaron un alto precio. En muchos países fueron
denigradas, encarceladas o agredidas. Los actos individuales y colectivos de coraje
y resistencia siguieron impulsando la lucha por los derechos humanos y logrando que
las acciones de gobiernos y de poderosos intereses creados quedaran al descubierto.

Este informe da testimonio del valor y la determinación de los hombres y las mujeres
de todas las regiones del mundo que se alzaron para exigir el respeto de sus derechos
y para proclamar su solidaridad con quienes veían sus derechos burlados.

Muestra que, pese a todos los obstáculos en su camino, el movimiento de derechos
humanos es cada vez más fuerte, que sus raíces son cada vez más firmes, y que la
esperanza que inspira en millones de personas sigue siendo un poderoso motor
de cambio.

Únete a nosotros en amnesty.org 13
INFORME 2013 AMNISTÍA INTERNACIONAL
EL ESTADO DE LOS DERECHOS HUMANOS EN EL MUNDO




